PAGE  
21

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 365ª
Sesión 57ª, en martes 24 de octubre de 2017
Ordinaria

(De 16:25 a 18:17)

PRESIDENCIA DE SEÑORES ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE,

Y GUIDO GIRARDI LAVÍN, VICEPRESIDENTE

SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................


Acuerdos de Comités……………………………………………………….

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (10.995-08) (se aprueba en particular)…………………………………………………...

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (9.914-11) (queda aplazada la votación particular)……………………………………………..
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch (11.183-17) (se aprueba en general y en particular)………………………………..
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006 en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (11.193-10) (se aprueba en general y en particular)……………...

VI. 
TIEMPO DE VOTACIONES 
Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Patricio Walker, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros e Ignacio Walker, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, la creación del “Área Marina Protegida en Isla Guafo”, como parte de la red de áreas marinas protegidas en la Patagonia (S 1.949-12) (se aprueba)…………………………………………………………………
Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Navarro;  señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Bianchi, Chahuán, García, Guillier, Harboe, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker, por medio del cual, solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva implementar el pago de la Asignación de Fiscalización y de la Asignación Especial a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (S 1.950-12) (se aprueba)………………………………..
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………………………….
A n e x o s

DOCUMENTOS:

1. Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo (9.170-23)………………

2. Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre protección de la salud mental (10.563-11 y 10.755-11)………………………………………………...

3. Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, para establecer el concepto de cuarta edad (11.224-18)……………………………………………………...

4. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones (11.465-22)………………………..

5. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara el 20 de octubre de cada año como el Día Nacional de la Diversidad Cultural para el Diálogo y el Desarrollo (11.332-24)……………………………………………

6. Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 39 A de la Ley General de Telecomunicaciones para garantizar las comunicaciones en situaciones de emergencia (10.402-15)……………………

7. Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la pena  para la radiodifusión no autorizada (10.456-15)…………………………

8. Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, relativo al uso de vidrios oscuros o polarizados en vehículos motorizados (10.645-15)………………….

9. Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (10.995-08)………………………………………………………………………………

10. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (10.995-08)………………………….

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda, y de Salud, señora Carmen Castillo Taucher.
Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows Oyarzún; su asesora, señora Andrea Martones Reyes, y diversos asesores de Comités. 

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 53ª y 54ª, ordinarias, en 11 y 17 de octubre de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).


Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (boletín N° 11.257 -04).


Con el último retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (boletín N° S 1.940-05).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero señala que tomó conocimiento de que el Senado desechó las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz (boletín Nº 10.802-12), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política.


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cinco siguientes comunica que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo (boletín N° 9.170-23) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Economía, y a la de Hacienda, en su caso.



2) El relativo a la protección de la salud mental (boletines N°s 10.563-11 y 10.755-11) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Salud.



3) El que modifica la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, para establecer el concepto de cuarta edad (boletín N° 11.224-18) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



4) El que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones (boletín N° 11.465-22) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.



5) El que declara el 20 de octubre de cada año como Día Nacional de la Diversidad Cultural para el Diálogo y el Desarrollo (boletín N° 11.332-24) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



Con el último informa que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a internet (boletín N° 8.584-15).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite resoluciones rectificatorias de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que señala, recaídos en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y en el artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículo 387, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



Acompaña sentencia pronunciada en el proceso sobre requerimiento de inconstitucionalidad respecto del numeral 1° del Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales, de la Corte Suprema.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-Artículo 8, numeral 9°, segundo párrafo, parte final, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.



-Artículos 21 i); 33, N° 1, letra g), y 31, inciso primero, de la Ley de Impuesto a la Renta.



-Artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículos 129 bis 5, 129 bis 6 y 129 bis 9 del Código de Aguas.



-Artículos 196 ter, inciso primero, y 196 ter, inciso segundo, parte primera, de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Artículos 31, inciso primero; 33, N° 1, letra g), y 21, inciso primero, de la Ley de Impuesto a la Renta.



-Artículos 220, N° 1 y N° 7, de la ley N° 18.175 (antigua Ley de Quiebras), y duodécimo transitorio de la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.



-Artículos 1, inciso tercero; 162, inciso cuarto; 163; 168; 485 y 489, incisos tercero y cuarto, del Código del Trabajo.



-Inciso final del artículo 482 del Código del Trabajo.



-Inciso final del número 1° del artículo 163 del Código del Trabajo, en relación con los artículos 183-A y 183-B del mismo cuerpo legal.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Contesta acuerdo del Senado mediante el cual se solicita adoptar medidas para afrontar la crisis del sistema de protección del Servicio Nacional de Menores (boletín N° S 1.942-12).


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende denuncia de tala ilegal de árboles nativos por parte de la empresa encargada de hacer trabajos en la ruta T-85, de Lago Ranco, consulta enviada en nombre del Senador señor De Urresti.



De la señora Ministra de Salud:



Remite respuesta a solicitud, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de las medidas adoptadas para que la comuna de Porvenir cuente con médicos especialistas.


Absuelve requerimientos de información, expresados en nombre del Senador señor Navarro, sobre las siguientes materias:


-Aspectos relativos a las zonas del país saturadas de contaminación por anhídrido sulfuroso y material particulado.


-Autorizaciones otorgadas a empresas industriales para funcionar en las cercanías del complejo educacional Sargento Aldea, localidad de Ventanas, Puchuncaví.


-Convenios de la empresa Nestlé con establecimientos de salud para entrega de leche.


-Situación de la bacteria Cronobacter sakazakii, detectada en preparados de leche.


Atiende petición, manifestada en nombre del Senador señor Girardi, relativa al proceso de entrega de certificados de discapacidad por la COMPIN Metropolitana.


Anexa antecedentes de las emanaciones de olores molestos en la ciudad de Antofagasta, materia consultada en nombre del Senador señor Guillier.


Envía respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Araya, acerca de la eventual descarga de aguas servidas en el borde costero de Antofagasta.


Consigna datos sobre el plazo que tiene la COMPIN para cursar las licencias médicas electrónicas, materia consultada en nombre del Senador señor Chahuán.



De la señora Subsecretaria de Hacienda:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, referida a la adopción de medidas de apoyo a personas individualizadas que tienen contribuciones impagas en la comuna de Collipulli.


De la señora Subsecretaria de Derechos Humanos:



Da respuesta a petición, expresada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre la mesa de trabajo realizada con organizaciones de exconscriptos.


Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor García, para informar sobre la denuncia por fallas en el servicio de telefonía móvil y de transmisión de datos en la Región de La Araucanía.


Del señor Alcalde de Temuco:



Informa respecto a la instalación de un reductor de velocidad en sector individualizado de esta localidad, consulta efectuada en nombre del Senador señor García.


Del señor Director Nacional de Aduanas:



Expresa respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la suspensión de los comités de vigilancia de riesgos psicosociales denunciada por la Asociación Nacional de Funcionarios de Aduanas.


Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Informa sobre solicitud, expedida en nombre del Senador señor García, referida a una eventual autorización para que la obligación de reforestar derivada del corte ilegal de espinos pueda materializarse en zonas afectadas por incendios forestales. 


Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre del Senador señor Araya, relativo a las acciones efectuadas para proteger el desierto florido entre las Regiones de Antofagasta y de Atacama.


Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero OR.OC:



Consigna datos acerca de requerimientos de información, formulados en nombre del Senador señor De Urresti, sobre lo siguiente:


-Antecedentes de la empresa Cryobazz en cuanto a la administración de bancos de recursos zoogenéticos.


-Informe de felinos servales provenientes de Bélgica.


Atiende consulta relativa a las causas de mortandad de abejas, información solicitada en nombre del Senador señor Navarro.


De la señora Directora del Servicio Nacional de Menores:



Expide antecedentes sobre los sumarios administrativos instruidos en el Centro de Reparación Especializada de Administración Directa de Playa Ancha, Valparaíso, consulta efectuada en nombre del Senador señor Chahuán.



Del señor Director Nacional (S) del Instituto Nacional de Deportes de Chile:



Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor García, relativa al proceso de traspaso de funcionarios a honorarios a la modalidad de contrata.


Del señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente de Antofagasta:



Adjunta información de los proyectos ingresados por la empresa minera Nova Ventura, consulta efectuada en nombre del Senador señor Guillier.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Tres segundos informes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en los siguientes proyectos de ley, en primer trámite constitucional:



1) El que modifica el artículo 39 A de la Ley General de Telecomunicaciones para garantizar las comunicaciones en situaciones de emergencia (boletín Nº 10.402-15) (Véase en los Anexos, documento 6).


2) El que modifica la pena para la radiodifusión no autorizada (boletín Nº 10.456-15) (Véase en los Anexos, documento 7).


3) El que modifica el numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, relativo al uso de vidrios oscuros o polarizados en vehículos motorizados (boletín Nº 10.645-15) (Véase en los Anexos, documento 8).



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 9 y  10).


--Quedan para tabla. 

Comunicaciones



Del Senador señor Ossandón, con la que informa su incorporación al Comité Partido Renovación Nacional a contar del próximo 1 de noviembre.



Del Comité Partido Renovación Nacional, con la que hace saber que a contar del próximo 1 de noviembre sus representantes serán los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Manuel José Ossandón Irarrázabal.



--Se toma conocimiento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Adelantar la sesión ordinaria del miércoles 8 de noviembre del presente para el martes 7 del mismo mes, dejando sin efecto la hora de Incidentes, de manera de posibilitar el mejor funcionamiento de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¿Cómo?

El señor COLOMA.- ¡No entendí!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se adelanta la sesión del miércoles 8 de noviembre para el martes 7, de 11 a 14, sin perjuicio de llevar a cabo la sesión ordinaria de la tarde. Ello, para permitir el mejor funcionamiento de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el miércoles 8, día en que va a sesionar hasta el total despacho del proyecto.



2.- En cuanto a la tramitación del proyecto de ley de Presupuestos del sector público para el año 2018 (boletín N° 11.452-05), realizar sesiones los días jueves 23 y viernes 24 de noviembre.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El día 7 de noviembre vamos a realizar una sesión en la mañana, dejando sin efecto la que corresponde al 8 de ese mes, con el objeto de permitir que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sesione ese día hasta el total despacho de la iniciativa.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo al Colegio Polivalente Santa María, de Quilicura, cuyos alumnos nos visitan esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, consulto a la Mesa si existe posibilidad de ver el proyecto de ley que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08).



Le había solicitado a mi flamante jefe de bancada, don Andrés Allamand, que pidiera analizarlo sobre tabla, ya que fue aprobado por unanimidad tanto en la Comisión de Minería y Energía como en la de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Viene recién en la Cuenta, me dicen.

El señor PROKURICA.- Tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Sala tendría que dar su autorización para poder analizarlo con preferencia a los asuntos que figuran en tabla.

El señor PIZARRO.- Nosotros estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Nosotros, también.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría unanimidad?

El señor MONTES.- Nosotros damos nuestro acuerdo siempre que no haya debate.

El señor PROKURICA.- Perfecto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No hay inconveniente.

El señor MONTES.- Sin debate, no habría problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor TUMA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, comenzaremos viendo el proyecto que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, sin debate.



--Así se acuerda.
)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero aclarar la situación del día 7 de noviembre.



La Comisión Especial Mixta de Presupuestos definió un calendario para ver todas las Partidas el 6, el 7 y el 8 del mismo mes. Partiríamos el 6, en Santiago, seguiríamos el 7, y terminaríamos el 8. Esto, frente a cualquier eventualidad.



Entiendo que ahora se han fijado dos sesiones de Sala para el día 7, una en la mañana y otra en la tarde. 



¿No sería posible dejar solo la de la mañana, a fin de dejar la tarde para la Comisión Especial? Si no, será bastante difícil que terminemos las Partidas en los tiempos correspondientes.



Además, debemos tener presente que puede haber Comisión Mixta. Está bien haber reservado el jueves 23 y el viernes 24 para la Sala, pero en caso de llegarse a esa instancia habría que sesionar también el sábado. 



Me parece importante tener aquello en consideración.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo determinará la Presidencia del Senado en su momento. Tendremos que sesionar el sábado y el domingo si es necesario. Debemos despachar el proyecto dentro de plazo.



Hasta el momento, estamos citados hasta el viernes. Ese mismo día o el jueves se verá si resulta indispensable citar para el sábado.

El señor MONTES.- Pero, si es posible, habría que liberar la mañana o la tarde del 7 de noviembre, para que pueda funcionar la Comisión Especial.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Creo que perfectamente puede funcionar en paralelo con la Sala. Vamos a dejar sin efecto la sesión ordinaria del miércoles para trasladarla al día martes.

El señor MONTES.- Bueno, si nos autoriza para funcionar en paralelo…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Van a estar autorizados. 

El señor MONTES.- No se requiere autorización para esos efectos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se requiere.

El señor MONTES.- En la mañana o en la tarde.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me ha pedido la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, no sé si se requiere autorización para que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos pueda funcionar de manera paralela con la Sala -es una pregunta reglamentaria que habría que hacerle al señor Secretario-, pero yo cumplo con recordar que ello ha sido realmente un problema otros años.



Entonces, apoyando al Senador Montes, pediría que por lo menos se liberara la mañana, porque de otro modo la situación resulta muy difícil para los Senadores que somos miembros de esa instancia bicameral, que debemos andar corriendo de un lado para el otro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tendría que someterlo a la consideración de los Comités, porque fueron ellos los que acordaron realizar dos sesiones el mismo día, una en la mañana y otra en la tarde.



Yo no tendría inconveniente. El punto, más que nada, es que el Senado no aparezca renuente a cumplir sus obligaciones y efectuar las sesiones que corresponde.



Entendemos que es un problema, pero vamos a ver cómo lo manejamos.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo sugiero que busque una solución por la vía de fijar las horas de funcionamiento de la Sala. Esta podría mantener su sesión de la mañana, comenzando a las 12 y media y terminando a las 14, y la Comisión Especial Mixta funcionar hasta las 12:30, con lo cual se compatibilizan las dos cosas. Pero que no haya funcionamiento paralelo, porque es una experiencia que ha resultado fallida. 



Así, se mantiene la sesión de Sala, entre las horas que he indicado, concentrada, apegada al horario y sin hora de Incidentes. Y en la tarde se podría proceder en una forma parecida, según las disponibilidades de tiempo, a fin de compatibilizar las dos cosas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habría que verlo en su momento.



Recibo su sugerencia, señor Senador. 



Ahora, si la Sala está de acuerdo, modificamos el acuerdo de Comités para que la sesión del martes 7 de noviembre, en vez de ser de 10 a 14, se realice de 12:30 a 14, y la Comisión Especial Mixta funcione hasta las 12:30.



¿Habría acuerdo?

El señor MONTES.- ¿Y en la tarde, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la tarde la Sala sesionaría de 16 a 20 horas, sin perjuicio de que ese mismo día se pueda adoptar otra resolución sobre el tema.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de pasar al proyecto que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, le voy a dar la palabra al señor Secretario para que dé cuenta de un asunto reglamentario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición del Senador señor Guillier, a fin de que el proyecto que modifica el artículo 3° del decreto ley N° 3.059, de 1979, para autorizar el cabotaje de pasajeros a cruceros de bandera extranjera en los casos que señala, el cual ya cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, sea informado también por la Comisión de Trabajo y Previsión Social antes de ser visto por la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado y el proyecto pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

V. ORDEN DEL DÍA
MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIO DE COBRE PARA PEQUEÑA MINERÍA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según el acuerdo adoptado por la Sala, corresponde tratar en primer lugar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.995-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Minería y Energía: sesión 26ª, en 4 de julio de 2017.



Minería y Energía (segundo): sesión 57ª, en 24 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 57ª, en 24 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesión 28ª, en 11 de julio de 2017 (se aprueba en general).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 11 de julio de 2017.



Las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1, 2 y 6 permanentes y los artículos primero, tercero, cuarto y quinto transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Habría que dejar constancia del quorum respecto del artículo 6, que es norma de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación 21 votos favorables.



La Comisión de Minería y Energía declaró inadmisibles todas las indicaciones formuladas a la iniciativa, por lo que propone su aprobación en particular en los mismos términos en que fue despachada en general.



Por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las normas de su competencia e introdujo modificaciones en los artículos 3, 4, 5, 7 y 8 permanentes del texto despachado por la Comisión de Minería y Energía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como la Sala acordó tratar este proyecto sin debate, correspondería proceder a su votación particular, según el texto despachado por la Comisión de Hacienda.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (27 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que ingrese el Subsecretario de Salud Pública, don Jaime Burrows, y la asesora abogada Andrea Martones.



--Se autoriza.
El señor PIZARRO.- ¿Pueden ingresar nuestros asesores, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Un asesor por Comité, señor Senador.

REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde reanudar la discusión particular del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.914-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.



Salud (segundo): sesión 80ª, en 11 de enero de 2017. 



Salud (nuevo segundo informe): sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 68ª, en 10 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (el proyecto vuelve a la Comisión de Salud); 49ª, en 3 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular); 52ª, en 10 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en una sesión anterior fueron aprobadas aquellas enmiendas unánimes respecto de las cuales no se solicitó votación separada.



Asimismo, y como se señaló al iniciarse la discusión de este asunto, entre las enmiendas aprobadas por mayoría se encuentran los números 23 y 24 del artículo 1°, que introducen un artículo 129 G y un artículo 129 H al Código Sanitario, respectivamente, normas de quorum calificado que requieren para su aprobación 19 votos favorables y que se pondrán en discusión y votación en su oportunidad.



Prosiguiendo con las solicitudes de votación separada, ruego a los señores Senadores dirigirse a la página 10 del informe comparado. 



Ahí comienza la letra b) del número 5, que fue aprobada en la Comisión por 3 votos a favor y 2 abstenciones.



Su texto es el siguiente:



“b) Sustitúyese el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:



“Para efectos de este Código y las normas relacionadas del área sanitaria, se entenderá que hay inaccesibilidad cuando existan barreras económicas, financieras, geográficas o de oportunidad, que impidan acceder a un medicamento, conforme al reglamento.



“La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud podrá solicitar ante el Instituto el registro sanitario de productos farmacéuticos contemplados en planes, programas o acciones de salud que se lleven a cabo en el Sistema Nacional de Servicios de Salud. Dicho registro, autorizará la distribución de los productos en situaciones de inaccesibilidad y no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros.



“La inaccesibilidad de productos farmacéuticos contemplados en planes, programas o acciones de salud que se lleven a cabo en el Sistema Nacional de Servicios de Salud, constituye una razón de salud pública para todos los efectos legales.



“Lo dispuesto en los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto de este artículo, será aplicable también a los elementos de uso médico y alimentos.”.


Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la letra b) del número 5.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora CASTILLO (Ministra de Salud).- Muy buenas tardes a todos los presentes.



Le voy a pedir al señor Subsecretario que explique lo que se propone.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la autorización de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, el artículo 99 que se propone modificar ahora ya contempla la facultad para que la CENABAST pueda registrar medicamentos por razones de desabastecimiento o inaccesibilidad. Sin embargo, su texto no precisa qué se entiende por este vocablo, lo cual ha generado dificultades interpretativas.



¿Qué se pretende con esta modificación? Otorgar certeza jurídica respecto del término “inaccesibilidad”, y, con ello, garantizar a la población el acceso a los medicamentos contemplados en planes y programas como el GES, la Ley Ricarte Soto, etcétera, además de extender la facultad a alimentos y elementos de uso médico.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este es un artículo importante, en el sentido de que resulta muy relevante entregar la atribución pertinente a la Central de Abastecimiento cuando, por distintas razones, no haya registro para determinado medicamento que se necesite en el país.



Claramente, esto tiene un fin no comercial: que la CENABAST esté facultada para registrar medicamentos destinados a atender necesidades fundamentales. Puede tratarse de vacunas, de epidemias de diverso tipo, o, de situaciones en que, por distintas razones, ningún laboratorio se encuentre interesado en registrar un medicamento importante en materia de salud pública.



Se trata de habilitar a la Central de Abastecimiento para poder registrar este tipo de medicamentos y permitir el acceso a ellos. Y esto queda claro al señalarse que “no obstará a la libre comercialización del producto por parte de terceros”.



Es una facultad esencial, que existe en la mayoría de los países justamente para garantizar ese acceso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, la verdad es que hoy día se debe resguardar en la legislación que la gente tenga acceso a los medicamentos, sobre todo tratándose de aquellos asegurados legalmente, como los requeridos en patologías AUGE o de la Ley Ricarte Soto.



Sin embargo, nosotros planteamos en su minuto, aunque no fue aclarado adecuadamente, que nos parece que definir la palabra “inaccesibilidad” como “barreras económicas, financieras, geográficas o de oportunidad” no es una descripción suficiente, pues es extremadamente general.



Por lo tanto, consideramos que, de no existir accesibilidad a ese medicamento, sobre todo si se debe a barreras financieras o económicas, y no están determinados los criterios técnicos pertinentes, a lo menos debiera ponerse en conocimiento -así lo planteamos en una indicación- de la Fiscalía Nacional Económica esta situación. Porque se puede deber a que ningún laboratorio se encuentre interesado en traer el medicamento, o a alguna otra situación que amerite que la Fiscalía tome conocimiento de lo acaecido.



Aquí no hubo la voluntad para incluir nuestra propuesta. En términos generales, nosotros pensamos que es bueno resguardar la accesibilidad. Sin embargo, la definición y la forma como se procederá para que la CENABAST reparta el medicamento no están suficientemente establecidas, y los antecedentes pertinentes no han sido puestos en manos de la Fiscalía para evitar que se produzca algún tipo de competencia desleal u otra situación que valga la pena investigar por ese organismo.



Por lo tanto, considerando ambas situaciones, nosotros nos vamos a abstener en esta disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solo deseo reiterar que, a mi juicio, esta norma avanza en certeza para los consumidores. Además, aquí estamos hablando no de cualquier bien, sino de medicamentos.



Efectivamente, el artículo 99, que ya fue modificado por la Ley de Fármacos I, faculta a la CENABAST para registrar medicamentos por razones de desabastecimiento -como se ha señalado- o de inaccesibilidad.



Pero aquí no solo explicitamos de mejor manera a qué se refiere el término “inaccesibilidad”, sino que además incorporamos esa facultad respecto de alimentos y elementos de uso médico. En ese sentido, pienso que esa extensión y clarificación, tal como lo hacemos en este artículo, solamente genera mayor protección para las personas que necesiten utilizarlos.



Insisto, se incorpora en el proyecto lo relativo a los alimentos y elementos de uso médico, lo que justamente va en la línea de ampliar esto a  las materias en que se requiera que la CENABAST tenga esta atribución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En realidad, no podemos hacer una corrección al texto propuesto, porque para ello se requiere unanimidad.



En todo caso, se dejará constancia en la Versión Oficial, para los efectos de la historia de la ley, de las aprensiones que se han hecho presentes.



En votación la letra b) del número 5 propuesto por la Comisión de Salud.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me quedó dando vueltas la argumentación de la Senadora Van Rysselberghe, y me pareció correcta. O sea, la palabra “inaccesibilidad” tiene que ver con “no accesible”.



¿Qué significa “accesible”, de acuerdo con el diccionario?



“De fácil acceso”.



Entonces, en la iniciativa estamos hablando de algo de difícil acceso, no imposible.



Yo siento que aquí -y está bien la constancia que se deja- se pudo haber utilizado una expresión distinta y una clarificación más precisa respecto de qué estamos hablando. 



Como para la interpretación de la ley uno tiene que atenerse a lo que expresa el diccionario, cabe señalar que este no dice que “inaccesible” sea algo imposible, sino que es de difícil acceso. Y esto puede ser de distinto grado.



Yo entiendo que tengan la mayoría para aprobar lo que les parezca, pero creo que habría sido más deseable redactar esta norma en términos de que quedara claro el principio que busca establecer el Gobierno, según lo planteado por el Subsecretario.



Lo que nadie quiere es una actitud discrecional. Todos esperamos que, en una situación de emergencia, de dificultad total, de inaccesibilidad absoluta, se pueda recurrir a alguna instancia distinta dentro de la regla general.



Al no definirse con claridad la disposición, queda expuesta a una interpretación diferente. Y yo solo estoy leyendo lo que dice el diccionario. No estoy tratando de hacer otra cosa.



Por eso me parece correcto el planteamiento de la Senadora Van Rysselberghe en cuanto a abstenerse, por la forma de la redacción, que a esta altura efectivamente no es posible corregir, y que claramente puede ser fuente de conflictos más que de soluciones.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del número 5 propuesto por la Comisión de Salud (15 votos a favor, 3 abstenciones y 3 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Girardi, Guillier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma y Pérez Varela.



No votaron, por estar pareados, las señoras Allende y Von Baer y el señor Quinteros.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, les ruego dirigirse a las páginas 16 a 20 del comparado. Ahí está el número 6, que contiene las letras a) y b).



Hay peticiones de votación separada y normas aprobadas por mayoría.



Dicho numeral, en el nuevo segundo informe, propone sustituir el inciso primero del artículo 101 contenido en la letra a) por el siguiente:


“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica, el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional.”.


Los demás incisos quedan de la siguiente manera:



“No obstante lo anterior, no serán intercambiables los productos farmacéuticos que el Instituto de Salud Pública de Chile determine, condición que quedará consagrada en su registro sanitario. 



“Será obligación de los establecimientos de expendio, poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que no son intercambiables. 



“Asimismo, será obligación de los establecimientos de expendio contar con un petitorio farmacéutico, en los términos indicados en el artículo 94 de este Código, el cual será aprobado mediante resolución del Ministerio de Salud, indicando los medicamentos registrados bajo denominación común internacional que deban obligatoriamente ponerse a disposición del público.”.


Y la letra b), que figura en la página 20, dice: “Modifícase el actual inciso décimo primero, que ha pasado a ser décimo, de la siguiente manera:



“i) Intercálase entre la palabra ‘farmacia’ y la preposición ‘en’, la siguiente frase, entre comas: ‘este último cuando corresponda’.



“ii) Suprímese la frase ‘diferente del indicado en la receta’ y la coma que le sigue.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las letras a) y b) del número 6.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este proyecto aborda varios temas muy importantes.



Nosotros buscamos justamente promover la política de medicamentos genéricos.



En Chile existen los genéricos de calidad, que han demostrado sus efectos terapéuticos. 



Pero en este momento nuestro país tiene precios muy caros en medicamentos, mucho más caros que en el resto del mundo, lo que provoca uno de los mayores gastos al bolsillo. 



¿Por qué, si existen los genéricos? Bueno, porque los genéricos no se venden, debido a que las farmacias cuentan con laboratorios propios y tienen genéricos de marcas. 



Por ejemplo, existiendo la atorvastatina, que vale 2 mil pesos, se comercializa un medicamento que se llama Lipox, que cuesta 13 mil. Y es el mismo genérico al que solo se le cambió el envase. Entonces, para las farmacias el incentivo no es vender el genérico, sino su genérico. ¡Le cambian el envase y el precio sube en más de 500 por ciento!



Y también está el producto original, como el Lipitor, que vale 54 mil pesos. Claro, los laboratorios hacen convenios con las farmacias para vender el original o las farmacias tratan de introducir su marca propia genérica de fantasía. ¡Pero no se vende el de 2 mil pesos!



Por otra parte -y esto es muy importante-, Chile es uno de los pocos países en el mundo donde los médicos no están obligados a recetar el genérico. En la mayoría de las naciones del planeta tal obligación existe. Solo en países como Chile, Venezuela, Barbados, no se receta el medicamento con DCI.



Por supuesto, el doctor le receta a la persona Lipitor, que vale 54 mil pesos. Y esta va a comprar y no tiene idea de que hay una denominación común internacional que se llama, en este caso, “atorvastatina”. No sabe -¡no tiene cómo saberlo!- que el genérico cuesta 2 mil pesos y que normalmente se lo esconden en el punto de venta.



Ello está vinculado con la obligación de mostrar listas de precios. Ahora la persona en el mostrador va a pedir atorvastatina, porque el médico deberá recetar el genérico.



Ciertamente, los laboratorios, sobre todo los internacionales, han realizado numerosas publicaciones en todos los periódicos, en que declaran: “¡Se está vulnerando el derecho de los médicos!”. ¡Pero no es así! En todas partes del mundo los doctores tienen que prescribir el DCI. 



Claro, aquí muchos médicos -no todos- finalmente se financian viajes, congresos, relacionados con la cantidad de medicamentos que recetan.



En cambio, si los facultativos carecieran de incentivos y estuvieran obligados a recetar el DCI, igual podrían decirle a la persona que cierta alternativa es mejor que el genérico, pero solo en la relación médico-paciente.



Además, recuerden que gran parte de esos medicamentos tiene una eficacia terapéutica garantizada. Entonces, ¡por qué alguien va a comprar un medicamento en 54 mil pesos si hay otro a 2 mil pesos con eficacia garantizada! ¡Por qué alguien va a comprar un antibiótico en 20 mil pesos cuando hay otro que vale mil 600!



Yo uso solo medicamentos genéricos. ¿Por qué? Porque así no pago un sobreprecio por marca.



Hacia eso apunta la iniciativa en análisis, y a que cuando alguien vaya a intercambiar un medicamento, por ejemplo, para evaluar la opción cara que le recomendó el médico, pueda decir: “Mire, prefiero el más barato”. Y podrá elegir el remedio de la lista de precios.



A mí me parece que eso es fundamental. Si no, vamos a seguir teniendo una distorsión en esta materia. No es que en Chile no existan medicamentos baratos. ¡Existen, pero no los venden!



Veamos el caso del alopurinol, que es un remedio que usan muchas personas sobre cincuenta años con el ácido úrico elevado y que vale mil pesos el genérico. Hubo un momento en que, al comprarlo en la farmacia, le decían a la persona: “No. Está descontinuado”; “No existe”; “Los laboratorios no lo hacen”. ¡Mentira! Claro, vendían la alternativa genérica de marca, que costaba 14 mil pesos.



Entonces, ¡esconden los genéricos!



Ahora, como el médico deberá recetar el genérico, a quien vaya al punto de venta a adquirirlo le tendrán que mostrar el medicamento; por ejemplo, la atorvastatina con todas sus denominaciones (Lipitor, Lipox, atorvastatina, etcétera, etcétera), y la persona podrá decidir por precio.



Me parece que ello es parte de la esencia del proyecto. Si no, estaremos permitiendo que las cadenas y los laboratorios puedan vender los medicamentos caros, pese a haber alternativas baratas, de bajo precio.



Por eso considero tan tan relevante esta iniciativa, y espero que la norma que nos ocupa cuente con el apoyo de nuestro Senado, pues aquí estamos hablando de transparencia, de derechos de los pacientes.



Por último, deseo recordar que los medicamentos no son un bien como cualquier otro. Nadie va a una farmacia porque quiere, sino porque necesita un remedio que le abra la posibilidad de mejorar su estado de salud o de salvar su vida.



Si una persona no puede acceder a un hipotensor, es factible que tenga un accidente vascular. Si un niño no puede acceder al antibiótico o al salbutamol, porque, como ocurrió en Chile, las farmacias aumentaron su precio hasta en mil por ciento -y fueron denunciadas, formalizadas, sancionadas por colusión-, se puede morir. 



Entonces, evidentemente, aquí estamos hablando de un tema que es central.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me han pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo para ello, respetando los tiempos?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, la verdad es que en este artículo tenemos una mirada un poco distinta con el Senador Girardi. 



Para quienes no son médicos, existen tres tipos de medicamentos en las farmacias. El que inventó el laboratorio para poder resolver un problema se llama “original”. Después están las copias de esos fármacos, que contienen la misma sustancia activa (en el caso que planteó el Senador Girardi, la atorvastatina) pero con una marca diferente; en el lenguaje que estamos usando acá se denominan “genéricos de marca”. Y luego está el genérico-genérico, por decirlo de alguna manera, que es solo el principio activo sin ningún nombre de fantasía y que normalmente se conoce como “denominación común internacional” (DCI).



Estos tres tipos diferentes de medicamentos que contienen la misma molécula no necesariamente son bioequivalentes. ¡Ese es el problema! Nosotros creemos que con esto se está desincentivando la bioequivalencia, porque los medicamentos se podrán intercambiar con cualquiera que no esté en una lista que emana del ISP o de la institución que corresponda.



Entonces, ese es un primer problema: podemos cambiar un medicamento por otro sin que necesariamente esté acreditada la bioequivalencia. Personalmente, creo que eso es un error.



En segundo lugar, como se puede intercambiar por cualquier fármaco que no esté en esa lista, si no se encuentra disponible el medicamento genérico-genérico, ¿quién va a decidir cuál es la mejor opción? ¡La farmacia! Y considero que entregar ese poder a la farmacia no corresponde. Creo que es perfectamente legítimo -quiero que quede en la historia de la ley- que el médico, a través de su experiencia clínica, pueda recetar el medicamento que en su opinión actúa de mejor manera.



El mismo Ministerio de Salud hace años importó una insulina china que cumplía probablemente con todos los índices de bioequivalencia, pero los endocrinólogos decían que en la práctica médica esa insulina tenía un peor rendimiento clínico que la insulina danesa. ¡Y créanme que yo estoy convencida de que no estaban haciendo un negocio, sino que contaban con la experiencia para afirmar que tenía un mejor rendimiento, por distintas razones!



El artículo 101 señala que la receta debe llevar la denominación común internacional; es decir, siguiendo con el ejemplo del Senador Girardi, tiene que decir “atorvastatina”. Sin embargo, se le debe permitir al médico sugerir en la misma receta el medicamento que considere mejor para el paciente. En el caso de los pediatras existen jarabes que son mucho mejor tolerados que otros, a pesar de que contienen la misma sustancia. Ello ocurre, probablemente, por los excipientes que contienen.



Entonces, me parece que también es un error plantear que solo puede dejarse la denominación común internacional, negándole al médico la posibilidad de sugerir el medicamento de la marca que estima mejor, dada su experiencia clínica.



En tercer lugar, tal como decía en un comienzo, me parece que la eliminación de la bioequivalencia para poder intercambiar los medicamentos es un error. Y dejar esta facultad de cambio en manos del dependiente de la farmacia creo que es un error aun mayor. Y, además, que solo se puedan intercambiar por los que están en un listado a mi juicio representa una burocratización de la situación que no corresponde.



Yo entiendo que todo esto tiene una buena intención, sé hacia dónde se pretende ir; pero me parece que el resultado final no va a ser el esperado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es quizás uno de los temas más importantes del proyecto de ley, porque está en juego el precio de los medicamentos, lo que es muy relevante para el consumidor. 



Quiero dar datos que de alguna manera retratan qué ha ocurrido con el valor de los medicamentos y que, a mi juicio, me dan la razón para votar a favor de esta norma.



Los ingresos de las farmacias han crecido en 34,1 por ciento entre los años 2008 y 2012. Esto no es un problema per se; no me molesta que las farmacias tengan más utilidades. Sin embargo, voy explicar por qué ha sido así. 



Mientras las ventas durante el 2008 alcanzaron los 545 mil 444 millones de pesos, en el 2012 aumentaron a 731 mil 424 millones de pesos.



El precio de los medicamentos subió en 23,1 por ciento en promedio, entre los años 2008 y 2013. El alza fue de 26,2 por ciento en los medicamentos con receta y de solo 17,3 por ciento en los sin receta. Ello, teniendo en cuenta que el 76,7 por ciento de los ingresos de las farmacias corresponde a medicamentos con receta. 



En este mismo período de tiempo (2008-2012), cayó la comercialización de medicamentos genéricos en 14,6 por ciento en las tres principales cadenas farmacéuticas. 


Por último, entre esas mismas fechas (2008-2012) los ingresos de las farmacias aumentaron 100,7 por ciento en medicamentos de la propia marca; 34,9 por ciento en medicamentos de marca; 28,7 por ciento en similares, y solo 20 por ciento en genéricos. 



Esto nos señala claramente por qué los incentivos están colocados en determinados medicamentos, ya que si existe bioequivalencia, si producen el mismo efecto positivo debieran venderse más los que son más baratos. Hay alguna razón por la cual se siguen vendiendo aquellos medicamentos que les reportan mayores ingresos a las farmacias.



Por otro lado, según un informe de la consultora IMS Health, en 2008 el precio promedio de los medicamentos (incluye genéricos, marca propia, marca y similar) alcanzó los 2 mil 936 pesos, mientras que en el año 2015 este llegó a 3 mil 603; es decir, 22,7 por ciento más que hace siete años, durante el boom de la colusión de las tres principales cadenas farmacéuticas de nuestro país. Entre los años 2014 y 2015 el alza llegó a 5,4 por ciento, mientras que entre 2007 y 2008, en pleno período de colusión, ella alcanzó a 3,3 por ciento.



Considero, señor Presidente, que es bueno que confiemos en la palabra y en la decisión de los médicos cuando emiten una receta. Pero no nos olvidemos de que existen aquí varias presunciones que nos llevan a no tomar ese documento como la Biblia, como una disposición pétrea que no se puede cambiar; porque, la verdad es que cuando uno mira el número de licencias médicas que no son reales, según se publica en algunos estudios, no puede sino creer cada vez menos en la opinión de los médicos y en este tipo de decisiones.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, comparto muchas de las cosas que expuso el Senador Girardi, pero a mí lo único que me preocupa -y ojalá que quede en la historia de la ley- es qué sucede cuando el médico no tiene certeza de la calidad del genérico. Porque conozco casos de personas que han consumido medicamentos DCI no bioequivalentes y han obtenido un resultado complemente distinto.



Entonces, ¿qué ocurre si en la receta el médico -es importante que quede en la historia de la ley- pone el ingrediente activo y recomienda el uso de algún producto original?



Yo tengo claro que esta medida va a ayudar mucho a eliminar -entre comillas- la corrupción que existe y que permite negociar viajes y otros beneficios según la cantidad de medicamentos que se recetan. 



Espero que mejore la capacidad técnica en Chile para que todos los remedios que se expendan sean bioequivalentes de verdad. De ser así, no existiría ninguna razón para comprar un fármaco caro. Actualmente, se venden en nuestro país medicamentos de deficiente calidad que podrían perjudicar la salud del paciente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización a la Sala para darle la palabra al señor Subsecretario, quien nos quiere hacer una aclaración.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Por supuesto, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, solo deseo clarificar que la bioequivalencia es sacada de la referencia de la ley. Sin perjuicio de lo anterior, constituye uno de los referentes para la intercambiabilidad entre medicamentos en los que ella se comprueba. Además, sigue siendo uno de los elementos que forman parte de las políticas del Instituto de Salud Pública (ISP). 



Les doy un ejemplo. 



No es posible ocupar la bioequivalencia en medicamentos biológicos o en aquellos que no sean administrados por vía sistémica.



Tenemos el caso del inhalador de salbutamol. Por tratarse de un fármaco de tipo inhalatorio, no se le puede realizar un estudio de bioequivalencia respecto de otro medicamento. Entonces, ¿qué se hace en la ley? Se saca esa referencia, que más bien es un elemento técnico para comprobar la intercambiabilidad, pero se la mantiene dentro de la normativa para aquellos grupos de fármacos en que sí corresponda aplicarse.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nosotros pedimos votación separada de este artículo dado que cuando se receta un medicamento (un producto farmacéutico) mediante su denominación común internacional, lo que se está haciendo, en definitiva, por la asimetría de la información, es dejar al paciente o al usuario en manos del vendedor.



Este es un asunto complejo. 



Nosotros propusimos que en la caja del fármaco estuviera la denominación común internacional (DCI) más el nombre o marca comercial, para los efectos de que fuese el médico quien pudiera determinar si un producto específico genera el efecto sanitario que se busca, dadas las condiciones del paciente.



En este caso, creo yo, la asimetría de información puede afectar el tratamiento médico.



Por otra parte, un aspecto de mayor relevancia apunta a saber si los productos genéricos son o no bioequivalentes. Y acá surge un problema adicional. Si contáramos con un mismo estándar para los laboratorios, podríamos sostener que estamos frente a una situación inocua para los pacientes. Pero, como ello no ocurre y existen distintos estándares para los laboratorios -no hay una certificación que les otorgue un alto estándar-, ocurre que finalmente el médico no puede asegurar si determinado tratamiento va a provocar el efecto sanitario deseado en un paciente en particular.



En consecuencia, voy a votar en contra. 



Me habría gustado que en la receta quedaran establecidos la denominación común internacional (DCI) y el nombre o marca comercial, para que finalmente el paciente pudiera optar.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, voy a votar a favor, porque es bien importante cortar, de una vez por todas, el negocio que existe en esta materia.



Las personas pobres son las que más sufren, porque terminan comprando cualquier medicamento, incluso en lugares no autorizados, o buscando alternativas por cuenta propia, porque los fármacos que generalmente les recetan son demasiado caros.



Por eso, me parece indispensable que los médicos receten sobre la base de la fórmula del medicamento y que corresponda a los productos en oferta en las farmacias, a fin de que la persona pueda decidir si lo compra, independiente de si viene recubierto o no. 



La receta debe incluir la fórmula de lo que implica el medicamento. 



En la actualidad, la diferencia de precios de los medicamentos, por ejemplo, del Formulario Nacional respecto de uno elaborado por un laboratorio equis es tan tan grande que termina siendo dramática.



Y eso es así, objetivamente, ante los ojos de cualquier persona. 



Me parece que estas normas representan un tremendo avance y resulta sumamente interesante y positivo que nuestro país se ponga a tono en la materia. 



En otras partes del mundo los médicos prescriben los medicamentos por sus componentes. En base a los datos de tales componentes son los medicamentos que se consumen.



Por otro lado, ojalá podamos ingresar mucho más al mundo de la medicina alternativa, que muchas veces dispone de remedios que son igual de positivos, que pueden generar un impacto, una mejoría en la salud y que hoy día no son parte de lo que recetan muchos médicos. 



A mi juicio, este es un paso adelante y voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, solicité fundar mi voto...   

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya di por terminada la votación, señor Senador.

El señor COLOMA.- Lo había solicitado con antelación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma, para fundar su voto. 

El señor COLOMA.- Gracias, señor Presidente. 



Seré breve, porque este tema es bien importante…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Discúlpeme, Su Señoría. Voy a aprovechar esta interrupción para dar la bienvenida a una delegación.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero saludar al Cuarto Medio del Complejo Educacional C-53, de Los Sauces, que nos acompaña hoy día en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Gracias, señor Presidente.



Junto con adherir al saludo al Complejo Educacional de Los Sauces, quiero señalar que el aspecto que estamos tratando debiera quedar superbién establecido en la ley. No obstante, siendo objetivo con lo que he oído en el transcurso del debate, creo que se está prestando para todo tipo de interpretaciones.



Cuando se establece que el médico tendrá que individualizar el medicamento “por su denominación común internacional”, hay quienes entienden que ese será el único modo de prescribirlo; otros, que es solo una de las formas de hacerlo.



Me parece bien importante precisar ese punto. 



Yo me inclino por la segunda alternativa. Lo otro lo encontraría bastante limitado, por más que algunos digan que hay países que lo han implementado. Yo he pedido remedios y me han dado lo que la experiencia médica le señala al doctor. Al final, para algo debe servir la experiencia, supongo yo. Si no fuera así, uno tendría que acudir a una especie de catálogo y el médico diría: “Mire, estos son los principios, pero no le puedo decir cuál creo yo que es mejor”. O tendría que darse una relación médico-paciente “clandestina”. O sea, para callado, el médico le podría decir a uno: “Mire, esta es la denominación común internacional. Pero entre este y este otro, me parece que funciona mejor el primero.”.



Yo soy de aquellos que, lamentablemente, toman todas esas cosas que ustedes mencionan -atorvastatina, entre otras-, de distinta forma. No sé si eso me hace ser más o menos normal en esta materia, pero algunos medicamentos me funcionan mejor que otros y los exámenes posteriores así lo reflejan.



Yo creo que esta es una manera más bien confusa de buscar un objetivo, que es tratar de dar mayor información al paciente, intentar disminuir las capturas que puedan producirse respecto de determinadas relaciones médico-laboratorio o médico-farmacia, como se las quiera llamar. 



Aquí se necesita tener claridad y transparencia para entender que es perfectamente posible poner una denominación común internacional junto con lo que la experiencia médica dicta. 


El resto de la redacción lo encuentro especialmente complejo. Porque, por ejemplo, en el inciso segundo del artículo 101 propuesto se señala que “no serán intercambiables los productos farmacéuticos que el Instituto de Salud Pública de Chile determine, condición que quedará establecida en su registro sanitario.”. 


¿Cómo se fija esa condición de intercambiable? ¿Es caso a caso? ¿Es una sola norma o son miles de normas? ¿Cada vez, respecto de un remedio, será necesario establecer si es intercambiable o no?



Me parece muy complejo.


Si el ánimo es facilitarles la vida a los pacientes, asegurar de mejor manera su salud, procurar una reducción en el precio de los medicamentos, la fórmula que se plantea no parece adecuada.



Se ha elaborado una norma complicada para explicar algo simple, en lo cual, a mi juicio, se requiere sumar mejores voluntades.


Señor Presidente, en este caso, igual que en el anterior, se está provocando más confusión que solución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las letras a) y b) contenidas en el numeral 6 del artículo 1° del proyecto (19 votos a favor, 5 en contra y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Espina, Girardi, Guillier, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Van Rysselberghe y los señores Chahuán, Coloma, García y Pérez Varela.



No votó, por estar pareado, el señor Quinteros.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a la delegación del Liceo Bicentenario Italia, de la Región Metropolitana, que nos acompaña esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra  el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se ha pedido votación separada del número 8, que sustituye el artículo 111 del Código Sanitario por el que se consigna en las páginas 23 a 26 del boletín comparado.



Se trata de las competencias del Instituto de Salud Pública.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ese artículo fue aprobado por unanimidad en la Comisión.


En discusión.


Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, las atribuciones y funciones que se establecen tanto para el Instituto de Salud Pública cuanto para las Secretarías Regionales Ministeriales nos parecen razonables en el contexto del proyecto en debate. Sin embargo, dado que unas y otras generarán fiscalizaciones adicionales en el ISP y en las Seremías, consideramos que debería haber un informe financiero; sin embargo, nada se acompaña a esta iniciativa. Entonces, no se asegura el financiamiento necesario para cumplir las nuevas atribuciones y funciones.



Por esa razón solicitamos votación separada, señor Presidente.


Ahora, yo me voy a abstener en esta materia, pues, aunque las atribuciones y funciones son coherentes, estimo que debiera existir el sustento económico indispensable para llevarlas a cabo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?



Acordado.



En votación el artículo 111 que la Comisión propone para el Código Sanitario. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la autorización de Sus Señorías, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, tal como señalamos en la sesión de la Comisión de Salud en que se dio la unanimidad para aprobar este artículo, existe un informe financiero.


Sin embargo, en su momento dijimos que no implicaba mayor gasto el incremento de labores que ha estado experimentando en los últimos años el ISP -también las Seremías-, ya que dentro de su proyecto de desarrollo se contempla el aumento de fiscalizadores para cumplir este tipo de funciones, más otras que mandata la Ley de Fármacos I, actualmente en aplicación. 



Por lo tanto, reafirmo que las atribuciones en comento no generan mayores costos para el Fisco.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 111 de remplazo propuesto para el Código Sanitario por la Comisión (13 votos a favor y 4 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores García, Girardi, Guillier, Matta, Navarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Chahuán, Coloma y Pérez Varela.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Queda constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ossandón.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en las páginas 29 a 30 figura el artículo 111 bis, respecto del cual se pidió votación separada.



Ahora bien, en el primer inciso de la referida norma se aprobó con dos abstenciones la frase “u otro artículo similar o relacionado”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Quiero explicar la razón de la solicitud de votación separada, señor Presidente.



Nos parece que el artículo está bien, salvo la frase señalada por el señor Secretario, que pedimos votar separadamente, pues la rechazaremos.



El artículo 111 bis define los elementos de uso médico (prótesis, implantes, etcétera), los cuales deben cumplir una serie de requisitos para lograr el registro sanitario. Empero, todo eso se relativiza al incorporar la frase “u otro artículo similar o relacionado”.



¡Eso significa “todo”!



Entonces, se es en extremo exigente para definir lo que es un artículo de uso médico, pero se abre totalmente la puerta con la expresión “u otro artículo similar o relacionado”.



Eso es contradictorio con el esfuerzo que se está haciendo para determinar -a través del reglamento correspondiente, imagino- qué es un artículo de uso médico.



Señor Presidente, nosotros vamos a votar en contra de la frase en cuestión y a favor del resto del artículo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con autorización de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, aquí hay una modificación de la ley vigente con respecto a la definición actual, que data de 1997. Lo que se hace es poner acorde dicha definición con la nomenclatura internacional de la Organización Mundial de la Salud, que incluye la frase mencionada recién por la Senadora Van Rysselberghe, toda vez que importa tener claro que con ella se pretende posibilitar la incorporación de los nuevos desarrollos tecnológicos. Porque nosotros no sabemos qué elementos de uso médico se inventarán en los años venideros.


En consecuencia, la definición planteada en el artículo 111 bis (repito que es la propuesta hecha por la Organización Mundial de la Salud) deja abierta dicha posibilidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ante la solicitud de votación separada, sugiero dar por aprobado el artículo 111 bis, salvo la frase cuestionada, que pondré en votación.


--Queda aprobado el artículo 111 bis, salvo la frase “u otro artículo similar o relacionado”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la frase “u otro artículo similar o relacionado”.


Quienes están de acuerdo en mantenerla votan que no; aquellos que quieren suprimirla, que sí.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la supresión de la frase “u otro artículo similar o relacionado” (8 votos en contra de la eliminación, 4 a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la negativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Girardi, Matta, Navarro, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa la señora Van Rysselberghe y los señores Chahuán, Coloma y Ossandón 


Se abstuvieron los señores Espina y Prokurica.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento: 

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, entre las páginas 30 y 33 del comparado se halla el artículo 111 ter, que en la Comisión fue aprobado por 3 votos a favor y 2 abstenciones.



A su respecto se pidió votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el artículo 111 ter.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe. 

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, quiero hacer dos acotaciones acerca de esta norma.



En primer lugar, entendiendo que el asunto es opinable, nos parece mejor y más claro que los criterios generales de riesgo -cuándo un elemento de uso médico es de alto o de bajo riesgo- queden consignados en la ley y que los criterios específicos se establezcan en el reglamento.



Eso no ocurre con el artículo 111 ter.



En segundo lugar, hay algo que consideramos más grave y complejo todavía.



Estamos hablando de los elementos de uso médico -por ejemplo, una prótesis-, los que deben tener un registro sanitario, el cual es otorgado por el Instituto de Salud Pública, que clasifica dichos elementos.



Sin embargo, el precepto que nos ocupa dice que el ISP “podrá otorgar la autorización especial para uso provisional para ensayos clínicos” sin que exista registro sanitario. 



¿Qué pasa si con posterioridad uno se da cuenta de que ese elemento de uso médico es dañino, nocivo?



Estimo, pues, que ahí se está generando un espacio que no corresponde. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con autorización de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, a propósito del ejemplo puesto por la Senadora Van Rysselberghe, debo aclarar que lo que se está estableciendo es lo mismo que se hace actualmente con los medicamentos.



Hoy día se autoriza el uso de medicamentos para la investigación. Así se prueban los remedios nuevos, por ejemplo, o respecto de fármacos existentes se indaga sobre usos distintos de los ya conocidos. Y para eso hay exigencias particulares vinculadas con la investigación científica. 



En el caso que nos ocupa, se puede autorizar un nuevo dispositivo médico si cumple los requisitos -nuestra legislación es muy exigente al respecto- existentes en materia de investigación científica en seres humanos, en los términos de la ley N° 20.120.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, desde hace muchos años en Chile se desarrolla investigación clínica en seres humanos para probar distintos tipos de medicamentos o de vacunas. Por ejemplo, hoy día se está experimentando con una vacuna contra el virus sincicial. 



Ahora, un fármaco no puede tener registro definitivo hasta que esté comprobada su eficacia. 



¡Lo que se propone mediante el artículo 111 ter es obvio!



Por lo tanto, hay que autorizar para que en los campus clínicos se hagan investigaciones. Y si los resultados demuestran, por ejemplo, que una vacuna tiene eficacia suficiente -sobre 80 por ciento-, o bien, que un dispositivo médico cumple el objetivo perseguido, ahí se da el registro definitivo. Antes, no, pues falta la acreditación.



Señor Presidente, de no aprobarse las normas en comento estaremos impidiendo la investigación médico-científica en seres humanos, lo que sería un contrasentido para nuestro país. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 111 ter (9 votos a favor, 4 abstenciones y un pareo). 



Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores Araya, Chahuán, Girardi, Navarro, Ossandón, Quintana, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Coloma, Pérez Varela y Prokurica.


No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 40 del comparado figura el número 10 del artículo 1° del proyecto, que incorpora al artículo 121 del Código Sanitario un inciso tercero del siguiente tenor: “Ninguna farmacia o almacén farmacéutico podrá instalarse o funcionar sin que previamente se le haya otorgado la correspondiente concesión de servicio público. Las condiciones y requisitos de estas concesiones serán objeto de un reglamento dictado por el Ministerio de Salud.”.



Para esa norma se  pidió votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el inciso tercero explicitado por el señor Secretario. 



Ofrezco la palabra. 



Puede intervenir la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, en el inciso tercero que se plantea para el artículo 121 del Código Sanitario hay un problema de fondo.



Cuando se votó en general este proyecto en la Comisión, yo concurrí con mi voto favorable porque creía en la posibilidad de hacer más eficaz la regulación y así ayudar a tener mayor información acerca de los medicamentos y mejor control sobre sus precios.



Sin embargo, en este momento nos hallamos frente a una norma que apunta en otro sentido.



En efecto, todo el articulado, con más o menos diferencias, discurre sobre la base de que en las farmacias haya bioequivalentes; de que los fármacos de denominación común internacional (DCI) sean de calidad y estén al alcance del público; de que los pacientes accedan a la información, pues el desequilibrio en este aspecto puede provocar alteraciones en la decisión de compra.



No obstante, en este caso se está haciendo una expropiación regulatoria de las farmacias.



En efecto, en el artículo que nos ocupa se dice que de ahora en adelante las farmacias de un pueblo, las farmacias Simi -no las de las grandes cadenas- serán concesionadas.



De verdad, lo propuesto no ayuda en nada a la regulación de los medicamentos, a la transparencia de la información.



Me parece que ello se sustenta en un ideologismo que atenta contra la propiedad privada. 



Yo no estoy sosteniendo que no debe haber transparencia; que no tiene que existir mayor control; que los medicamentos no deben ser de buena calidad; que la “canela” es admisible. Pero hay un mundo de diferencia entre eso y plantear, por ejemplo, que la farmacia de Yumbel, que ha acompañado al pueblo durante toda su existencia y donde se instaló un químico farmacéutico, ahora tendrá que ser concesionada.



¿Qué va a pasar con las farmacias Simi?



Acá hay un prejuicio contra las grandes cadenas. No estoy planteando que ellas no sean objeto de control, pero creo que la norma en análisis es expropiatoria. Ese otro aspecto es un asunto de fondo que sería preciso discutir, si se quiere, y que no se debiera contemplar en la ley en proyecto.



Por lo tanto, nosotros -al menos es el caso de la Senadora que habla- vamos a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- He sido requerido por el Ejecutivo en cuanto a la admisibilidad de la disposición. Al revisar el texto, me surge una duda, en mi calidad de Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Es inadmisible.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Someto el punto a la Sala.



Puede intervenir el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, no quiero evadir el debate de fondo y deseo refutar lo expresado. No se está cuestionando la operación privada de las farmacias. El sistema existe en toda Europa, y no se me dirá que ese continente vive un retroceso y una espiral estatista. Allá todos estos establecimientos son privados, pero el Estado se reserva la posibilidad de regularlos.



Sus Señorías pueden caminar un poco y encontrar cinco farmacias en la misma cuadra. Claro, median un negocio inmobiliario y un sobreprecio que permiten esa cantidad de locales, de las mismas cadenas.



Entonces, la concesión determina un criterio. Para la instalación de una de ellas será preciso cumplir ciertos requisitos mínimos. Y eso se aplica en todos los lugares civilizados del planeta, diría.



Solo en Chile puede haber un local de una cadena en cada esquina del Paseo Ahumada, lo que resulta ser lo más ineficiente del mundo. ¿Esto cómo se financia? Con el sobreprecio que pagan los pacientes.



Juzgo que el Ejecutivo tiene derecho a formular su petición, pero el tema es muy de fondo. 



No he escuchado a ningún Senador de la Oposición cuestionar las concesiones. Solo se contempla una suerte de regulación a fin de fijar una pauta de dónde es posible instalar uno de estos establecimientos de acuerdo con criterios epidemiológicos o sanitarios. Hoy día rige la ley de la selva: al frente de una farmacia pequeña se instala otra de una cadena y la destruye. Me parece que finalmente tendremos que discutir eso en algún momento.



¿Pueden las farmacias ser un monopolio, como sucede hoy día, en el noventa por ciento de los puntos de venta?



¿Pueden instalarse cinco en la misma cuadra?



¿Puede haber una en cada esquina?



Algunos pensarán que sí. Pero estamos haciendo referencia a un bien público: la salud, no a zapatos. A mí no me importaría una zapatería en cada esquina. La gente puede elegir, y si no quiere comprar, no lo hace. El otro ámbito es totalmente distinto: se trata de pacientes, de bienes públicos, de la vida de las personas.



A mi juicio, este es el punto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la disposición no solo es completamente inadmisible -resulta ajena a la idea matriz del proyecto-, sino también inconstitucional, ya que atenta contra el principio de la libertad económica.



Si la admisibilidad contara con el pronunciamiento de la Sala, el Senador que habla formularía expresa reserva de constitucionalidad.



Queremos que la iniciativa avance para generar más transparencia en el mercado de los fármacos y hacerlos más accesibles. En definitiva, se trata de obtener seguridad sanitaria y una política nacional de genéricos. Pero algo muy distinto es lo planteado por el texto, ya que atenta -repito- contra el principio de la libertad económica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede usar de la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, intervendré en la misma línea.



En verdad, el contenido de la norma es bien complejo, porque es una forma completamente distinta de enfocar los emprendimientos y los requisitos en cada caso.



En días pasados conocí una experiencia en Licantén, zona que el Presidente de la Corporación conoce muy bien, donde la instalación de una farmacia exige una serie de trámites ante la Secretaría Regional Ministerial de Salud y un montón de antecedentes justamente por demandarse un grado de seguridad en lo que se debe entregar. Mas limitar absolutamente el derecho a desarrollar una actividad económica lícita, al concesionarse lo que por naturaleza se encuentra en el ámbito de la libertad de emprendimiento, es un retroceso muy grande.



¿Por qué no se podrían concesionar mañana supermercados o librerías o cualquier área que se le ocurriera a alguien?



Se trata de una cuestión de principios, uno de los cuales, en nuestro país, es la libertad de emprender. Ello se condicionaría a una concesión, la que no tiene nada que ver con la actividad en examen. La naturaleza de este sistema se relaciona con otro tipo de bienes, como los de infraestructura, la cual es de uso público y donde existe el derecho a realizar determinadas actividades con una remuneración en el tiempo, sin adquirirse la propiedad. Es una forma de ejercer el uso y goce de ellos como una contraprestación, en general, en circunstancias muy distintas.



No advierto ninguna razón, francamente, para expropiar farmacias. Es posible que a uno le gusten más o menos, pero es distinto decidir que tienen que pasar por la vía de una concesión, la cual supone un acto de autoridad y puede determinar: “Se quiere una en Licantén, dos en Talca o tres en Curicó, y no más”.



No, pues. Las que pueden ayudar son justamente medidas en el sentido inverso, en orden a facilitar el emprendimiento, a poner menos barreras de entrada, a dar una mayor facultad para competir.



El texto está diciendo que se quiere menos competencia. Y eso, conceptualmente, más allá de la voluntad que haya tenido quien redactó la disposición, constituye un grave retroceso.



El artículo 19, número 22°, de la Constitución es explícito en la materia. En estos años he visto hartas normas sorprendentes, pero la que nos ocupa probablemente es la top one, digamos, para una posible alteración del funcionamiento económico de nuestro país. Por eso, me parece claramente inadmisible, y el señor Presidente hace bien en formular un planteamiento como el que ha hecho.



Francamente, el punto no tiene nada que ver, además, con el principio matriz del resto del proyecto. Uno podrá estar a favor de algunas cosas y en contra de otras, pero el articulado dice relación con una idea central. La disposición se escapa por completo de ello e invade un campo distinto, lo que constituye un grave error.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la admisibilidad.



Los que estén de acuerdo con ella tienen que votar que sí, y los que estén en contra, pronunciarse por el rechazo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se declara inadmisible el inciso tercero propuesto para el artículo 121 del Código Sanitario (9 votos contra 4 y un pareo).


Votaron por la negativa la señora Van Rysselberghe y los señores Chahuán, Coloma, García, Matta, Ossandón, Prokurica, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores Girardi, Navarro y Quintana.


No votó, por estar pareado, el señor Tuma.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha pedido votación separada para el número 12.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Retiramos la solicitud.



--Queda retirada la petición.
El señor LABBÉ (Secretario General).- También se pidió votación separada para el número 16, que agrega un artículo 128 bis, nuevo, relativo a las menciones que debe incluir el envase de los medicamentos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, formulo una reserva expresa de constitucionalidad respecto de la disposición, ya que obliga a un formato con la denominación común internacional y no con la de fantasía del medicamento. Ello constituye una discriminación arbitraria en materia económica, prohibida expresamente en el artículo 19, número 22°, de la Carta Fundamental.



Ciertamente, esta es una dificultad que dice relación con la certificación o los estándares de calidad de los distintos laboratorios. Si existiera un estándar parejo, se podría juzgar inocuo que una proporción importante del rótulo se destinara a la denominación común internacional y no al nombre de fantasía. Pero eso no ocurre en la práctica, por lo que se puede generar un efecto sanitario de envergadura para el paciente.



Por eso es que voy a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para que el señor Subsecretario haga una aclaración.



Acordado.
El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, el texto hace referencia a algo que ya se hace. Si se lee el envase de los medicamentos, se observará que el nombre de fantasía es de un tamaño determinado y la denominación común internacional de otro. Eso está normado.



Lo que se propone es invertir la proporción para incentivar el uso de esta última.



Por lo tanto, estamos trabajando en una regulación que ha probado, en el hecho, su compatibilidad con nuestra Constitución y las leyes, y que apunta a fomentar una política con relación a la cual creo que todos estamos detrás, que es el uso de la denominación común internacional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, es efectiva la inversión a la que hace referencia el señor Subsecretario.



A mi juicio, la medida es mala. Creo que se está tratando de privar del derecho de marca.



Comprendo que la persona tenga que disponer de toda la información; que sea preciso evitar que el dependiente de la farmacia influya en la decisión de compra por parte del paciente, y que ojalá se promueva que la mayor cantidad de medicamentos con denominación común internacional sean bioequivalentes, para que su efectividad terapéutica sea la misma. Pero me parece un error tratar de igualar todo, sobre todo cuando no se está garantizando la bioequivalencia.



Cabe recordar que en relación con un artículo anterior se dijo que el intercambio no iba a ser posible con productos que estuvieran en un listado. Todo el resto no enfrentaría problemas.



Entonces, estimo que se atenta también contra la propiedad intelectual.



A un laboratorio que haya elaborado un medicamento original y descubierto la atorvastatina -como le gusta tanto exponer al Senador señor Girardi-, que baja el colesterol, denominándola “Lipitor”, me parece un error negarle la posibilidad de mostrar su marca.



Además, estamos regulando los fármacos en forma extremadamente rígida, como a las cajetillas de cigarrillos. Se podría llegar a desincentivar la investigación. Muchas veces, los laboratorios la llevan a cabo, tal como se decía acá, y avanzan en conocimientos médicos con una determinada sustancia, que posteriormente, con todos los registros sanitarios, ponen en el mercado. La obligación del Estado es evitar abusos con este derecho.



Opino que aquí se nos está pasando la mano y que estamos cayendo en un igualitarismo que no corresponde.

El señor NAVARRO.- ¡De nuevo con la obsesión con el igualitarismo…!

El señor CHAHUÁN.- ¿Es posible abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el asunto es muy importante: apunta justamente a la política respecto de los genéricos.



Fue una definición muy difícil, porque la Comisión era partidaria mayoritariamente de prohibir la integración vertical y las marcas propias. ¿Qué significa eso? Como ocurre en todas partes, el que una farmacia no pudiera usar su canal de distribución para ofrecer el medicamento de marca o la marca propia.



Sus Señorías me dirán: “Pero en el Líder existe la Coca Cola Líder”. Así es. Mas la gente elige. En cambio, acaban de ser cerradas siete farmacias por pagarles “canelas” a los dependientes para vender la marca propia, que contiene el mismo genérico, pero vale un mil por ciento más.



¡Esto es lo que se está defendiendo!



Después de una larga discusión, acordamos no ir a la supresión de las marcas propias. En el Ejecutivo no había voluntad al respecto, lo que me parece un error. Ellas no existen en Europa: el médico receta el genérico.



¿Qué pasa hoy día? La persona elige un medicamento que dice “Lipitor” y no tiene idea de que es atorvastatina, en realidad, de la cual existe una de dos mil pesos. Y tiene que comprar la de 54 mil. ¡Maravilloso…! O bien, se llama “Lipox”, genérica que vale 13 mil.



Entonces, ¿qué resolvimos? Invertir, para ayudar al paciente. Porque este desconoce todas las denominaciones de fantasía. Se trata de poner grande la denominación común internacional y pequeña la marca.



No es cierto que ello no sea posible. El mismo Senado aprobó la cajetilla de cigarrillos sin marca, lo que la redujo a su mínima expresión.



Lo que hacemos prevalecer ahora es un criterio de salud.



Mantener la situación es favorecer lo que quieren las cadenas y los laboratorios: que no se venda el genérico; que la gente no tenga idea de que existe. ¡Esa es la realidad!



Queremos que en el país exista una política acerca de los genéricos; que se puedan comprar medicamentos baratos. ¡Si los hay! ¡Si no los venden!



La gente no sabe que, cuando le recetan el medicamento llamado “Amoval”, le prescriben amoxicilina. En cambio, si le recetan amoxicilina, llegará al punto de venta y le mostrarán el producto con sus distintas denominaciones.

El señor LAGOS.- ¡Ojalá…!

El señor GIRARDI.- Así es.



Acaban de ser cerradas siete farmacias justamente por pagar “canela”. ¡Y eso que está prohibida!



¿Cuál medicamento creen Sus Señorías que quiere vender un establecimiento? ¿El omeprazol genérico, que vale mil 300 pesos, o el producto al que le cambian el envase y le ponen una marca de fantasía, que cuesta 14 mil? ¿Han pedido un genérico en una farmacia?



Como vienen varios artículos que exigen quorum especial, voy a pedir un aplazamiento para el resto del articulado, a fin de que podamos discutirlo con el número suficiente de Senadores.



Este es un proyecto muy importante, de los más sensibles para el país. Estamos legislando respecto de si los chilenos más pobres van a tener acceso o no a medicamentos de bajo precio. ¡Existen en el mercado, pero no se los venden! ¡Están ahí, pero los esconden! Porque la gente no sabe.



Además, ya aprobamos la receta del genérico. A la persona le prescribirán atorvastatina y en el mostrador le mostrarán un medicamento en el que la denominación ni siquiera se podrá leer, porque se halla en una ínfima posición y en una letra minúscula. ¿Por qué creen que es así, Honorables colegas? ¿Por qué ello no va en grande? Justamente para poder vender los medicamentos de marca, las marcas propias y el mismo genérico a un precio un mil por ciento superior.



Son la misma pastilla y la misma línea de producción, con el solo cambio del envase, distinto del original del Lipitor, el que, por último, es fabricado por el laboratorio que obtuvo la patente.



Para mí, la medida no se justifica tampoco cuando hay equivalencia terapéutica o una eficacia terapéutica comprobada; pero, en el caso de las marcas propias es el mismo genérico. ¡Miren qué maravilloso: el mismo genérico, le cambian el envase y vale un mil por ciento más!



Por tanto, señor Presidente, pido aplazamiento de la votación del resto del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como Su Señoría solicitó aplazamiento de la votación de la totalidad de las disposiciones que faltan, continuaremos votando en otra sesión.



--Queda aplazada la votación particular del proyecto.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo a la Sala, por el tema del quorum, despachar los proyectos signados con los números 12 y 13 del Orden del Día. El primero concede nacionalidad por especial gracia y el otro es el Convenio sobre el Trabajo Marítimo, adoptado el 23 de febrero de 2006, que viene de la Comisión aprobado por unanimidad.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Les solicito a los señores Senadores mantenerse en la Sala, por el quorum.

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SEÑOR ADOLF CHRISTIAN BOESCH

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Matta, García y De Urresti, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.183-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Matta, García y De Urresti):



En primer trámite: sesión 8ª, en 12 de abril de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores señora Van Rysselberghe y señores Letelier y Matta).



El órgano técnico deja constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Adolf Christian Boesch, por su destacado aporte en la formación educacional y musical de los niños chilenos del mundo rural, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, conforme a la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (15 votos a favor y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Van Rysselberghe y los señores Coloma, Girardi, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votaron, por estar pareados, los señores Montes y Tuma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor García-Huidobro.

CONVENIO SOBRE TRABAJO MARÍTIMO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre el Trabajo Marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de dicho año en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.193-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite: sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es establecer el derecho de la gente de mar a disfrutar de condiciones de trabajo decentes.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Puede intervenir el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente.



Este Convenio sobre el Trabajo Marítimo fue adoptado hace ya algunos años, cuenta con el acuerdo de la OIT y procura asegurar condiciones de trabajo decentes a los trabajadores que operan en naves. La forma como estos desarrollan su labor no permite mantener las condiciones de una oficina, porque implica largas travesías y, por lo tanto, los horarios tienden a ser distintos, como también las vacaciones y las licencias.



Por consiguiente, lo que se busca, con el acuerdo de todos los estamentos, es establecer mecanismos de información sobre los derechos de los trabajadores y asegurar luego que los armadores, los capitanes y todos desarrollen planes a través de los cuales las normas laborales correspondientes se apliquen efectivamente, es decir, que se garantice por esta vía el trabajo decente.



En la Comisión recibimos a los representantes de estos sectores y hubo pleno acuerdo y unanimidad respecto de este proyecto de acuerdo.



En virtud de lo anterior, nuestra Comisión se formó la convicción de que había que aprobar el proyecto en forma unánime porque reunía todos los requisitos que en el ámbito laboral de esta naturaleza se aplican a nivel internacional.



Por eso, recomendamos su aprobación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor TUMA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación el proyecto de acuerdo.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el mensaje señala que el Convenio sobre el Trabajo Marítimo se refiere a una actividad fundamental para los Estados ribereños y no ribereños, pues establece el derecho de la gente de mar a disfrutar de condiciones de trabajo decentes, ya que el transporte marítimo internacional opera el 90 por ciento del comercio mundial.



En ese contexto, resulta óptimo que finalmente Chile pueda ratificar el Convenio sobre Trabajo Marítimo, que data de 2006 y que fue adoptado el 23 de febrero de ese año en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.



Sobre la base de lo anterior, por supuesto, nosotros consideramos que esto era fundamental para los Estados, por cuanto la gente de mar tiene condiciones de trabajo especiales, pues en los buques que enarbolan pabellones de países que no ejercen su jurisdicción y control sobre las naves, como lo exige el Derecho Internacional, a menudo se debe trabajar en circunstancias inaceptables.



Para los efectos de velar por el trabajo marítimo decente, la Comisión de Relaciones Exteriores pidió que este proyecto, el cual estaba esperando ser visto por dicha instancia, pudiera ser discutido y aprobado. Y, obviamente, creemos que esta Sala debiera acogerlo.



El proyecto en análisis, además, guarda relación con tres Convenios clave de la Organización Marítima Internacional. A saber, el Convenio Internacional de la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, de 1974; el Convenio Internacional sobre Normas de Titulación y Guardia para la Gente de Mar, de 1978, y el Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, de 1973.


Cabe destacar que, en virtud de este instrumento, la gente de mar tendrá que ser debidamente informada de sus derechos, de los recursos que tiene a su disposición en caso de presunto incumplimiento de los requisitos de aquel y, en particular, de la facultad para presentar quejas tanto a bordo del buque como en tierra.



Resulta pertinente señalar que este proyecto fue aprobado en la Cámara de Diputados el 17 de mayo de 2017 y que desde ese entonces se encontraba a la espera de ser aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, cuestión que ocurrió durante las sesiones celebradas hace un par de meses.



Se estaba a la espera de que el proyecto fuera visto por la Sala. De ahí que agradecemos al señor Presidente que lo haya puesto en tabla.



Claramente -insisto-, este instrumento apunta a la armonización de la legislación internacional del trabajo en materia de transporte y trabajo marítimos.



En ese contexto, pedimos a la Sala que apruebe este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (17 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Van Rysselberghe y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminado el Orden del Día.



Corresponde entrar al Tiempo de Votaciones, en el que hay dos proyectos de acuerdo pendientes.



Solicito a los señores Senadores que se mantengan en la Sala.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

CREACIÓN DE ÁREA MARINA PROTEGIDA EN ISLA GUAFO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Patricio Walker, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros e Ignacio Walker.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.949-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 12 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, la creación del “Área Marina Protegida en Isla Guafo” como parte de la red de áreas marinas protegidas en la Patagonia.

El señor LAGOS.-  “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría, primero se debe verificar el quorum.

El señor MOREIRA.- Hay unanimidad en todo el Senado, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

PAGO DE ASIGNACIONES DE FISCALIZACIÓN Y ESPECIAL A FUNCIONARIOS DE DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA CIVIL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Navarro, señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, García, Guillier, Harboe, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.950-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a la señora Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva implementar el pago de la Asignación de Fiscalización y de la Asignación Especial a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar este segundo proyecto de acuerdo con la misma votación?

El señor MOREIRA.- Que se tome la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (11 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Van Rysselberghe y los señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Prokurica, Quintana y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Moreira.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objeto, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor ARAYA:



Al señor Presidente del Directorio de la Corporación Nacional del Cobre, para que informe al Senado acerca del CUMPLIMIENTO DE ACTA DE ACUERDO SUSCRITO CON SINDICATOS DE TRABAJADORES EL 24 DE AGOSTO DE 2012, EN PARTICULAR RESPECTO DE ACTUALIZACIÓN DE ESTRUCTURA DE CARGOS, CONFORME AL CUAL DEBERÍA HABER 64 PERSONAS CONTRATADAS EN EL ÁREA DE OPERACIONES.



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que la Seremía del ramo de Magallanes informe sobre DOMINIO ACTUAL DE TERRENO FISCAL UBICADO EN CALLE OVEJERO N° 0155, COMUNA DE PUNTA ARENAS, Y VIGENCIA DE COMODATO EN FAVOR DE CORPORACIÓN MUNICIPAL.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, a fin de que indique razón de NO CONSIDERACIÓN DE IMPOSICIONES ENTERADAS EN EMPART ENTRE 1975 Y 1980 EN LIQUIDACIÓN DE PENSIÓN DE DON JUAN PABLO PINOCHET GARCÍA.



Del señor DE URRESTI:



A los señores Ministros de Defensa Nacional, Comandante en Jefe del Ejército y Director Nacional (s) de la Corporación Nacional Indígena, a fin de que remitan antecedentes y copia de CONVENIO DE COOPERACIÓN SUSCRITO ENTRE EJÉRCITO Y CONADI, INDICANDO CRONOGRAMA REGIONAL Y UNIDADES MILITARES COMPROMETIDAS.



A los señores Ministro de Defensa Nacional y Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el fin de que envíen antecedentes sobre GESTIONES PARA SUSCRIPCIÓN DE CONVENIO CON INSTITUCIONES AÉREAS DE FUERZAS ARMADAS EXTRANJERAS PARA FACILITACIÓN DE AERONAVES DESTINADAS A COMBATE DE INCENDIOS FORESTALES y acerca de PROTOCOLO DE ACUERDO CON FUERZA AÉREA DE CHILE EN EL MISMO SENTIDO.



Y a los señores Ministro de Agricultura y Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, para que remitan antecedentes, conclusiones o copias digitalizadas de ESTUDIOS DENOMINADOS “EVALUACIÓN DE LA MUERTE REGRESIVA DE LA ARAUCARIA ARAUCANA EN CHILE” Y “EVALUACIÓN ESTRATÉGICA DE GESTIÓN DE INCENDIOS EN CHILE”, RECIENTEMENTE SOLICITADOS A LA FAO POR EL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y LA CONAF.



Del señor ESPINA:



Al señor Director de Vialidad de la Provincia de Malleco, solicitándole REPARACIÓN DE RUTA 150 EN COMUNA DE ANGOL y EVALUACIÓN DE TRABAJOS REALIZADOS EN CAMINO MONTE LAS DIUCAS-MANZANAL.



Del señor GARCÍA:



A la señora Intendenta de La Araucanía, pidiéndole informar sobre CRONOGRAMA DE PROYECTO DE APR CAIVICO-EL ÁGUILA.



Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, para reiterarle oficio sobre ACTUACIÓN DE SCOTIABANK RESPECTO A CRÉDITO HIPOTECARIO DE SEÑOR HÉCTOR SILVA NAVARRETE.



Al señor Director de Vialidad de La Araucanía, solicitándole información en cuanto a ETAPAS PARA DISEÑO DE PROYECTOS VIALES EN SECTOR LOS NOTROS y a CRONOGRAMA PARA DISEÑO DE PROYECTOS DE ASFALTADO ENTRE PUENTE QUEPE Y CAMINO NUEVO (COMUNA DE PADRE LAS CASAS) Y ENTRE SANTA TERESITA Y CRUCE CAIVICO, DE LOS NOTROS.


Y al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, para consultarle si existe PROCEDIMIENTO DE SOLICITUD DE COMPRA DE INMUEBLE EN CALLE EJÉRCITO CON LAUTARO, PUERTO SAAVEDRA.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Salud, a fin de que se revise UTILIZACIÓN DE VERTEDERO MUNICIPAL DE MELINKA PARA SALMONES EN MAL ESTADO y se proporcionen antecedentes respecto de MUERTE DE SEÑORA MARÍA CHIGUAY EN POSTA DE COMUNA DE GUAITECAS.



Del señor NAVARRO:



Al señor General Director de Carabineros, solicitándole información acerca de COMPRA DE CONTENEDORES BLINDADOS PARA PROTECCIÓN DE PERSONAL EN LA ARAUCANÍA.



A los señores General Director de Carabineros y Gobernador de Chiloé, solicitándoles antecedentes sobre ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN TRAMO CASTRO-QUELLÓN EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.


Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole opinión por COLOCACIÓN DE ANTENA CELULAR EN COMUNA DE RECOLETA SIN AVISO PREVIO A VECINOS MEDIANTE CARTA CERTIFICADA.



Y a los señores Director Nacional del SENDA, Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio y Director (s) del Hospital Claudio Vicuña de San Antonio, solicitándoles información relativa a CONVENIOS EXISTENTES ENTRE SENDA Y HOSPITAL CLAUDIO VICUÑA.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Hacienda, requiriéndole información detallada sobre INVERSIÓN EN EL EXTRANJERO DE FONDOS PARA RECONSTRUCCIÓN DE ATACAMA.
)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:17.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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1
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.423, DEL SISTEMA INSTITUCIONAL PARA EL DESARROLLO DEL TURISMO 
(9.170-23)
Oficio Nº 13.563

VALPARAÍSO, 17 de octubre de 2017

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo, correspondiente al boletín No 9.170-23, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo:


1. Intercálase en el artículo 1, entre el vocablo “creación” y la expresión “, conservación”, la frase “, protección, salvaguardia”.


2. En el artículo 5:


a) Sustitúyese en el literal d) la palabra “bienes” por la frase “elementos y expresiones”.


b) Reemplázase el literal e) por el siguiente:


“e) Clasificación: procedimiento a través del cual se define la clase de prestador de servicio turístico, en función de las características arquitectónicas del establecimiento, de su tipo, servicios prestados o de su localización geográfica.”.


c) Sustitúyese la letra f) por la siguiente: 


“f) Calificación: grado que se le otorga a un servicio o establecimiento turístico, según la concurrencia de los requisitos establecidos para una determinada clase, de acuerdo a la norma técnica de calidad aplicable.”.


d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente:


“g) Certificación: constancia documentada, emitida por un organismo certificador, en la cual se certifica que un servicio o establecimiento turístico cumple con los requisitos de calidad o seguridad, definidos en las normas técnicas aplicables y en el reglamento dictado por la autoridad competente.”.


e) Incorpórase la siguiente letra h), pasando las actuales letras h), i), j), k), y l) a ser las letras i), j), k), l) y m), respectivamente.:


“h) Prestador de servicios turísticos o prestador: persona natural o jurídica que, habitual o estacionalmente, presta algún servicio remunerado asociado al turismo. Los tipos de servicios turísticos deberán ser establecidos por el reglamento señalado en el artículo 30 de esta ley.”.


f) Sustitúyese la actual letra h), que pasa a ser letra i), por la siguiente: 


“i) Servicios de alojamiento turístico: establecimientos en que se provee remuneradamente el servicio de alojamiento, por un período no inferior a una pernoctación; mantienen como procedimiento permanente un sistema de registro de ingreso y egreso, con la identificación del huésped; permiten el libre acceso y circulación de los huéspedes a los lugares de uso común, y están habilitados para recibir huéspedes en forma individual o colectiva, con fines recreativos, deportivos, de salud, de estudios, de gestiones de negocios, familiares, religiosos, vacacionales u otros de turismo en general.”.


g) Agrégase la siguiente letra n):


“n) Turismo cultural: aquel tipo de turismo cuya motivación es conocer, vivenciar y comprender el patrimonio cultural y la actividad creativa de una comunidad o grupo social, con los elementos distintivos que la caracterizan y que expresan la identidad de un destino.”.


3. Sustitúyese el epígrafe del Título II por el siguiente: 

“DE LA POLÍTICA NACIONAL DE TURISMO”.


4. Elimínase el epígrafe: “Párrafo 1° De la Política Nacional del Turismo.”.


5. A continuación del artículo 6:

a) Incorpórase como Título III, el siguiente:

“TÍTULO III

DE LA PLANIFICACIÓN Y COORDINACIÓN DEL SECTOR Y LA INSTITUCIONALIDAD TURÍSTICA”

b) Reemplázase el epígrafe del párrafo 2°, que pasa a denominarse párrafo 1°, por el siguiente:

“Párrafo 1°

Del Comité de Ministros del Turismo”


6. En el artículo 7:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “del Ministro Presidente del mismo” por “del Ministro de Economía, Fomento y Turismo”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, el siguiente numeral 5), pasando los actuales números 5), 6) y 7) a ser números 6), 7) y 8), respectivamente:


“5) El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.”.


c) Sustitúyese el numeral 6), que ha pasado a ser número 7), por el siguiente:


“7) El Ministro del Medio Ambiente.”.


d) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto:


“Los integrantes antes mencionados serán subrogados de acuerdo a la ley, salvo en lo que se señala en el inciso siguiente.”.


e) Reemplázase el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“El Comité estará integrado, además, por el Subsecretario de Turismo, quien tendrá derecho a voz. El Subsecretario subrogará al Presidente del Comité en ausencia o impedimento de este.”.

f) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:


“El Subsecretario de Turismo prestará al Comité el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El Subsecretario será el secretario ejecutivo del Comité. En caso de producirse la subrogación del inciso anterior, el cargo de secretario ejecutivo del Comité será ejercido por el Director Nacional de Turismo.


Asimismo, podrá participar en el Comité, con derecho a voz, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.


El Comité, mediante acuerdo, podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros ministros de Estado o subsecretarios.”.


7. Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:


“Artículo 8.- Corresponde al Comité de Ministros del Turismo:


1. Proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, los lineamientos generales de la Política Nacional de Turismo.


2. Aprobar la declaración, revocación o modificación de las zonas de interés turístico.


3. Priorizar las áreas silvestres protegidas del Estado a fin de ser sometidas al procedimiento de desarrollo turístico, previa proposición de la Subsecretaría de Turismo.


4. Velar por el cumplimiento de la Política Nacional de Turismo.


5. Adoptar todos los acuerdos que sean necesarios para su buen funcionamiento.


6. Cumplir las demás funciones y tareas concernientes al desarrollo del turismo que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden.”.


8. En el artículo 9:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “su Presidente” por “el Ministro de Economía, Fomento y Turismo”.


b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Una resolución del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, a propuesta de la mayoría absoluta de los miembros del Comité, establecerá sus normas de funcionamiento.


No obstante lo que se disponga en dicha resolución, las actas de las sesiones en que se haya declarado, revocado o modificado una zona de interés turístico, o priorizado un área silvestre protegida del Estado, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 13 y 18, respectivamente, deberán ser suscritas por todos los ministros presentes en dicha sesión.”.


9. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- Sin perjuicio de las atribuciones que corresponden al Comité de Ministros del Turismo, de conformidad con el artículo 8, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo tendrá las siguientes funciones y atribuciones en materia de turismo:


1. Presidir el Comité, citarlo y dirimir los empates.


2. Dirigir el Comité de conformidad con las directrices e instrucciones que, en materia de política de turismo, imparta, por su intermedio, el Presidente de la República.


3. Velar por la coordinación en materia turística entre los ministerios, organismos y servicios públicos, de acuerdo a los lineamientos acordados en el Comité.


4. Proponer al Ministerio de Hacienda el presupuesto anual de la Subsecretaría de Turismo y del Servicio Nacional de Turismo.


5. Informar periódicamente al Presidente de la República sobre el cumplimiento y aplicación de la legislación vigente en materia turística.


6. Recabar periódicamente la opinión de los participantes del sector sobre asuntos de su competencia.


7. Vincularse técnicamente con los organismos internacionales dedicados al turismo, sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden al Ministerio de Relaciones Exteriores.


8. Aprobar los planes y programas nacionales para el fomento y desarrollo del turismo, a nivel local, regional y nacional.


9. Dictar normas e instrucciones relativas a la actividad turística.


10. Delegar en el Subsecretario de Turismo cualquiera de las funciones y atribuciones señaladas en esta disposición.


11. Cumplir las demás funciones concernientes al desarrollo del turismo que las leyes y el Presidente de la República le encomienden.”.


10. Reemplázase el epígrafe “TÍTULO III DE LA SUBSECRETARÍA DE TURISMO”, por el siguiente:

“Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Turismo”.


11. En el artículo 11:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “del Ministro Presidente del Comité” por la expresión “del Ministro de Economía, Fomento y Turismo”.


b) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “sector” y el punto y aparte, la siguiente frase: “y la Secretaría Técnica del Comité”.


c) Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “financieras” y la expresión “y de auditoría”, lo siguiente: “, jurídicas”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“El Servicio Nacional de Turismo se relacionará con el Ministro de Economía, Fomento y Turismo por medio de la Subsecretaría de Turismo.”.


12. Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- Corresponderá al Subsecretario de Turismo:


1. Asesorar al Ministro de Economía, Fomento y Turismo en materias propias de su competencia.


2. Elaborar y proponer al Ministro de Economía, Fomento y Turismo las políticas, planes, programas y proyectos para el fomento, promoción y desarrollo del turismo, y las demás materias que requieran del estudio o resolución de aquél, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 8.


3. Participar con derecho a voz en las sesiones del Comité, en la forma que determine la resolución a que hace referencia el artículo 9.


En caso de ausencia o impedimento del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, presidirá el Comité, con derecho a voz.


4. Declarar la admisibilidad a la postulación de las zonas de interés turístico, cuando éstas sean coherentes con la Planificación de Desarrollo Turístico Regional vigente, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 13.


5. Presentar al Comité la propuesta de zona de interés turístico, previa validación del Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo.


6. Informar periódicamente al Comité acerca de la marcha del sector y del cumplimiento, ejecución, resultados y desarrollo de sus acuerdos e instrucciones.


7. Contratar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, para la realización de estudios vinculados con el funcionamiento y desarrollo integral del sector, así como los de prefactibilidad y factibilidad que sean necesarios para la formulación y ejecución de la Política Nacional de Turismo.


8. Velar por la elaboración, ejecución y cumplimiento del Plan Anual de Acción del Servicio Nacional de Turismo.


9. Proponer al Ministro de Economía, Fomento y Turismo el presupuesto anual de la Subsecretaría de Turismo y del Servicio Nacional de Turismo.


10. Requerir de los ministerios, servicios públicos y entidades en que el Estado tenga aportes de capital, participación o representación, los antecedentes y la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones, debiendo aquéllos proporcionarlos en el más breve plazo, con un máximo de veinte días.


11. Proponer la modificación de las normas y procedimientos requeridos para el ingreso, permanencia y salida de los turistas del territorio nacional, y coordinar con los servicios competentes las respectivas medidas de facilitación.


12. Cumplir las demás funciones que le encomiende la ley y las que le delegue el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”.


13. Intercálase entre los artículos 12 y 13 el siguiente párrafo 3°, y los artículos 12 bis, 12 ter y 12 quáter, que lo componen:

“Párrafo 3°

De los Comités de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo


Artículo 12 bis.- Créase, en cada región del país, un Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo, cuya función será asesorar al Comité y a los demás órganos que participan del sistema institucional de desarrollo del turismo, en la fijación de lineamientos de la Política Nacional de Turismo, a nivel regional.


Artículo 12 ter.- Los Comités de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo estarán integrados por los secretarios regionales ministeriales de los ministerios que formen parte del Comité de Ministros del Turismo, además del director regional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.


Cada Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo estará presidido por el secretario regional ministerial de Economía, Fomento y Turismo. Los integrantes del Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo serán subrogados de acuerdo a la ley, salvo lo dispuesto en el inciso siguiente.


El Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo estará integrado, además, por el director regional del Servicio Nacional de Turismo, quien tendrá derecho a voz. Dicho director subrogará al presidente del Comité en ausencia o impedimento de éste.


La Dirección Regional del Servicio Nacional de Turismo respectiva prestará al Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El director regional será el secretario ejecutivo de este Comité. En caso de que opere la subrogación del inciso anterior, la secretaría ejecutiva de éste será ejercida por un funcionario designado por el director regional del Servicio Nacional de Turismo.


El Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo, mediante acuerdo, podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros funcionarios del Estado. 


Una resolución del secretario regional ministerial de Economía, Fomento y Turismo, a propuesta del Comité Regional del Turismo, fijará las normas de funcionamiento de los comités a que se refiere el presente artículo. 


Artículo 12 quáter.- Corresponderá al Comité de Secretarios Regionales Ministeriales del Turismo:


1. Proponer a la Subsecretaría de Turismo la admisibilidad o inadmisibilidad de la postulación de zona de interés turístico propuesta en la respectiva región, en los términos señalados en el respectivo reglamento.


2. Validar el Plan de Acción propuesto por la entidad solicitante, informando de ello al Comité, a través de la Subsecretaría de Turismo, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 13.


3. Conocer el estado de avance del cumplimiento del Plan de Acción de las zonas de interés turístico que hayan sido declaradas en la respectiva región, informando a la Subsecretaría de Turismo.


4. Efectuar un análisis de las zonas de interés turístico y generar recomendaciones en la forma establecida en el reglamento a que hace referencia el inciso final del artículo 13.


5. Proponer a la Subsecretaría de Turismo las áreas silvestres protegidas del Estado a priorizar para su desarrollo turístico.


6. Realizar las demás funciones y tareas concernientes al desarrollo del turismo que le encomienden las leyes, reglamentos, el Comité y el intendente regional.”.



14. Deróganse los artículos 15 y 17.


15. Sustitúyese el Título VI, y los artículos que lo integran, por el siguiente:

“TÍTULO VI

DE LA COLABORACIÓN PÚBLICO–PRIVADA.

Párrafo 1°

Del Consejo Público–Privado del Turismo


Artículo 22.- Créase el Consejo Público-Privado del Turismo (en adelante y para los efectos de esta ley, también, “el Consejo”), cuyo objeto primordial será asesorar a la Subsecretaría de Turismo y colaborar con ella en la formulación de la Política Nacional de Turismo.


Artículo 23.- El Consejo será presidido por el Subsecretario de Turismo, quien dirimirá los empates. Además, estará integrado por:


1. El Director Nacional de Turismo, quien subrogará al Presidente del Consejo en ausencia o impedimento de éste.


2. Los directivos superiores de los organismos y servicios públicos y/o funcionarios públicos o autoridades que representen a corporaciones o fundaciones, cuando éstas tengan a su cargo programas de promoción, desarrollo o fomento del turismo.


3. Un académico vinculado al turismo como área de conocimiento. 


Los representantes de las entidades a que hacen referencia los números 2 y 3 del inciso anterior serán designados por el Presidente de la República mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


En un mismo número que las autoridades o funcionarios a que hace referencia el inciso primero, el Consejo estará integrado por representantes de las asociaciones gremiales que representen los intereses de las empresas que desarrollan sus actividades en el sector.


Los miembros del Consejo durarán tres años en sus cargos.


La Subsecretaría de Turismo prestará al Consejo el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El Director Nacional de Turismo será el secretario ejecutivo del Consejo. En caso de que opere la subrogación del numeral 1 del inciso primero, la secretaría ejecutiva del Consejo será ejercida por un funcionario designado por el Director Nacional de Turismo.


Todos los miembros del Consejo Público–Privado del Turismo ejercerán sus labores ad-honorem.


Artículo 24.- Las asociaciones gremiales a que se refiere el artículo precedente deberán estar constituidas de conformidad con el decreto ley N° 2.757, de 1979. El Consejo podrá requerir al organismo que corresponda la información necesaria sobre tales asociaciones, con el objeto de elaborar y mantener un catastro de ellas.


Artículo 25.- Le corresponderá al Consejo: 


1. Asesorar a la Subsecretaría de Turismo en la propuesta de políticas, en la elaboración de planes y programas de turismo, y en la promoción turística.


2. Proponer a la Subsecretaría de Turismo modificaciones de los planes y programas señalados en el numeral anterior.


3. Emitir opiniones consultivas sobre temas vinculados con los objetivos del Consejo.


4. Responder las consultas que le formule el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la Subsecretaría de Turismo, el Servicio Nacional de Turismo y el Comité.


5. Cumplir las demás funciones que le encomiende la ley.


Artículo 26.- La Subsecretaría de Turismo será el organismo responsable de las actividades y tareas que deriven de las funciones que se señalan en el artículo anterior, las que podrá desarrollar directamente o a través del Servicio Nacional de Turismo, según corresponda.


Artículo 27.- Autorízase a los gobiernos regionales para que, en el ejercicio de las facultades conferidas por la letra d) del artículo 18 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, constituyan instancias público-privadas con el objeto de prestar asesoría en las materias vinculadas con el turismo en la respectiva región. En ellas podrán participar, entre otros, los órganos descentralizados o desconcentrados territorialmente de las entidades a que se refiere el inciso primero del artículo 24 y los secretarios regionales ministeriales de Economía, Fomento y Turismo.

Párrafo 2°

De los Comités Técnicos Temáticos Público-Privados


Artículo 28.- El Consejo podrá constituir comités asesores público–privados para el estudio y propuesta de políticas, planes y programas específicos, relativos al turismo. Los comités podrán tener carácter permanente o especial.


Sin embargo, el Consejo deberá constituir, a lo menos, comités temáticos permanentes que versen sobre la promoción internacional, calidad y sustentabilidad, y el capital humano.


Todos los miembros de los comités técnicos temáticos, permanentes o especiales, ejercerán sus labores ad-honorem.


Una resolución de la Subsecretaría de Turismo establecerá la estructura y funcionamiento de cada uno de los comités técnicos temáticos, sean éstos permanentes o especiales, sin perjuicio de lo señalado en el párrafo siguiente.

Párrafo 3°

Del Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo


Artículo 28 bis.- Créase el Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo, que será el colaborador de la Subsecretaría de Turismo y del Consejo Público–Privado de Turismo en la elaboración y ejecución de la promoción internacional del turismo.


Artículo 28 ter.- Corresponderá al Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo:


1. Asesorar a la Subsecretaría de Turismo en la formulación, diseño y ejecución de planes, programas y estrategias de promoción turística internacional.


2. Proponer a la Subsecretaría de Turismo la evaluación y actualización de la ejecución y aplicación de los planes y programas de promoción turística internacional.


3. Cumplir las demás funciones que le encomiende el respectivo reglamento, la Subsecretaría de Turismo y el Consejo Público–Privado del Turismo.


Artículo 28 quáter.- Las actividades y tareas que deriven de los acuerdos adoptados por el Comité Técnico Público-Privado, y todas las otras actividades relacionadas con la promoción internacional de Chile en el exterior, serán ejecutadas a través de la Subsecretaría de Turismo, la que podrá llevarlas a cabo con la colaboración de entidades del sector privado.


Artículo 28 quinquies.- El Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo será presidido por el Subsecretario de Turismo, quien dirimirá los empates. Además, estará integrado por:


1. El jefe de la división de la Subsecretaría de Turismo a cuyo cargo se encuentre la promoción turística internacional, quien subrogará al Presidente del Comité en ausencia o impedimento de éste.


2. Los directivos superiores de los organismos públicos o de las instituciones que tengan a su cargo programas de promoción, desarrollo y fomento de la actividad turística. Estos integrantes serán designados por el Presidente de la República mediante decreto supremo.


3. Las personas designadas por los consejeros a que hace referencia el inciso tercero del artículo 23, en un número igual al de las autoridades designadas en virtud de los numerales 1) y 2) del presente artículo. El procedimiento de nombramiento de estas personas será el establecido de conformidad al reglamento señalado en el artículo 28 sexies.


Los miembros del Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo durarán dos años en su cargo.


La Subsecretaría de Turismo prestará al Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento. El jefe de la división de la Subsecretaría de Turismo a cuyo cargo se encuentre la promoción turística internacional será el secretario ejecutivo del Comité. En caso de que opere la subrogación del número 1 del inciso primero, la secretaría ejecutiva de este Comité será ejercida por un funcionario designado por el jefe de la mencionada división.


Todos los integrantes del Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo ejercerán sus funciones ad–honorem.


El reglamento señalado en el artículo siguiente determinará la designación, nombramiento y remoción de los integrantes del Comité Técnico Público–Privado de Promoción Internacional del Turismo y los demás aspectos relacionados con su funcionamiento.


Artículo 28 sexies.- Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará la composición del Consejo Público-Privado del Turismo, la designación y duración en el cargo de sus integrantes y las causales de término anticipado de sus funciones, cuando corresponda, así como las demás materias relativas al funcionamiento de este Consejo y de los Comités Técnicos Público-Privado de calidad y sustentabilidad y de capital humano a que hace referencia el artículo 28.


Este reglamento fijará el procedimiento de creación de los demás Comités Temáticos Público-Privado a que hace referencia el artículo 28 y de nombramiento de sus integrantes.


El reglamento también deberá establecer la participación de representantes de empresas de menor tamaño en el Consejo Público-Privado del Turismo y en cada uno de los comités temáticos, sean permanentes o especiales.”.


16. Intercálase el siguiente Título VII, pasando el actual Título VII a ser Título VIII:

“Título VII

DEL FONDO DE PROMOCIÓN TURÍSTICA INTERNACIONAL


Artículo 29.- Créase en la Subsecretaría de Turismo el Fondo de Promoción Turística Internacional, cuyo objeto será financiar líneas de acción para la promoción internacional del turismo.


La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá consultar anualmente recursos destinados a financiar el Fondo de Promoción Turística Internacional. 


El Fondo de Promoción Turística Internacional se podrá incrementar con los aportes que le efectúen personas naturales o jurídicas privadas y, en general, con los recursos y bienes que reciba a cualquier título.


Las donaciones que se efectúen al Fondo de Promoción Turística Internacional estarán exentas del trámite de insinuación judicial que establece el artículo 1.401 del Código Civil.”.


17. Intercálase en el inciso primero del artículo 30, entre la palabra “tipo” y la coma que le sucede, los vocablos “y clase”.


18. Reemplázase el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- La inscripción en el Registro a que hace referencia el artículo 31 será obligatoria para los prestadores de servicios turísticos. La obtención de la certificación de calidad será voluntaria.”.


19. Derógase el artículo 34.


20. Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- La inscripción en el Registro se realizará en base a un método de autoclasificación, mediante el cual cada prestador completará, por sí mismo, un formulario preparado por el Servicio Nacional de Turismo, de acuerdo al reglamento a que hace referencia el inciso segundo del artículo 30.


El Servicio podrá reclasificar o eliminar del Registro a un determinado prestador, mediante resolución fundada, previa audiencia del mismo, en caso de incumplimiento de las condiciones que aquél establezca de conformidad a las facultades que le confiere la presente ley y sus normas complementarias, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.


El prestador que haya sido eliminado del Registro podrá solicitar su reincorporación una vez transcurridos seis meses, contados desde la notificación del acto administrativo que dispuso la eliminación.”.


21. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- La certificación de calidad es la constancia documentada, emitida por un organismo certificador, en la cual se acredita que un servicio o establecimiento turístico cumple con los requisitos definidos en las normas técnicas aplicables y el marco jurídico vigente.


De acuerdo a la norma técnica aplicable, la certificación comprenderá la clase y calificación respectivas, las que en conjunto determinarán la categoría del servicio o establecimiento turístico.


Una vez transcurrido el período de vigencia de dicha certificación, conforme al reglamento a que hace referencia el inciso segundo del artículo 30, el prestador podrá obtener una nueva.


Durante la vigencia de la certificación, el prestador tendrá la obligación de mantener las condiciones que justificaron su obtención.”.


22. Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Los prestadores de servicios de turismo aventura deberán cumplir con las normas, estándares y requisitos de seguridad que fije la autoridad competente, para cada una de las actividades que realicen.


En caso de que una o más actividades no tengan normas, estándares o requisitos de seguridad, el Servicio Nacional de Turismo podrá solicitar su regulación a la autoridad competente.”.


23. En el artículo 39:


a) Reemplázase la expresión “certificador de calidad” por “organismo certificador”.


b) Intercálase, entre la palabra “reglamento” y el punto final, la expresión “del inciso segundo del artículo 30 de la presente ley”.


24. Reemplázase en el artículo 40 la frase “a que alude el artículo anterior será emitida por la persona autorizada,” por “de calidad será emitida por el organismo certificador,”.


25. En el inciso primero del artículo 41:


a) Reemplázase la expresión “El Servicio Nacional de Turismo” por “La Subsecretaría de Turismo”.


b) Elimínase la oración final. 


26. En el artículo 42:


a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser inciso final:


“Será obligación del prestador de servicios turísticos exhibir el Sello de Calidad en forma y lugar visibles.”.


b) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso final, por el siguiente:


“Ninguna persona podrá falsificar este sello, ni ningún prestador de servicios turísticos podrá atribuirse públicamente una determinada calificación o categoría, sin estar amparado por una certificación vigente e inscrito en el Registro contemplado en el artículo 31. La contravención de lo señalado será sancionada de conformidad a la presente ley y demás disposiciones legales aplicables.”.


27. Sustitúyese el inciso primero del artículo 43 por el siguiente:


“Artículo 43.- Las normas técnicas de calidad a que se refiere esta ley serán requeridas por el Servicio Nacional de Turismo, a través de la Subsecretaría de Turismo, elaboradas por el Instituto Nacional de Normalización y aprobadas por decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.


28. Sustitúyese el epígrafe del Párrafo 8° del Título VII, que pasa a ser Título VIII, por el siguiente: “De la Supervisión”.


29. Agrégase en el artículo 46 el siguiente inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, y respecto de los prestadores de servicios de alojamiento turístico y de turismo aventura, dicha supervisión se realizará de oficio, sin necesidad de denuncia previa por parte de un particular.”.


30. Derógase el artículo 48.


31. Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:


“Artículo 50.- Especialmente serán sancionados:


1. Con una multa de entre 5 y 20 unidades tributarias mensuales, el prestador de servicios que no cumpla con la obligación de registro establecida en el artículo 33. No obstante, el juez podrá abstenerse de aplicar la multa si el denunciado ha dado cumplimiento a la obligación antes de la audiencia de contestación y prueba o dentro del plazo que prudencialmente le fije en esa instancia, bajo apercibimiento de aplicar el máximo de la multa.


2. Con una multa de entre 5 y 20 unidades tributarias mensuales, el prestador de servicios que haya clasificado deliberadamente el servicio que presta en una categoría diferente de la que le corresponde, de acuerdo al reglamento del inciso segundo del artículo 31.


3. Con una multa de entre 25 y 35 unidades tributarias mensuales, el prestador de servicios de turismo aventura que no cumpla con los requisitos, normas y estándares de seguridad que fije la autoridad competente.


4. Con multa de 25 a 35 unidades tributarias mensuales, el prestador de servicios turísticos que se atribuya públicamente una determinada calificación o categoría, sin estar amparado por una certificación vigente.


5. Con una multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, el prestador de servicios turísticos que falsifique o haga uso indebido del Sello de Calidad Turística del Servicio Nacional de Turismo.


Para la determinación del monto de las multas señaladas en el inciso anterior, se deberá tener en cuenta:


a) Si el infractor es persona natural o jurídica.


b) En el caso de las personas jurídicas, se deberá considerar el monto de las ventas del infractor, conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño; o el número de trabajadores, conforme lo dispuesto en el artículo 505 bis del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo.


c) La reincidencia en los hechos que motivan la infracción impuesta.


Se entenderá que hay reincidencia cuando existan dos o más sanciones ejecutoriadas por infracciones de la misma naturaleza en un período de doce meses.”.


32. Intercálase, entre el artículo 51 y el Título Final, el siguiente Título IX: 

“TÍTULO IX

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 51 bis.- En todo lo no regulado en esta ley se aplicará la ley N° 19.880, que fija las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.


Artículo 2.- Modifícase el decreto ley Nº 1.224, de 1975, de la siguiente forma:


1. En el artículo 1:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “Reconstrucción” por “Turismo”.


b) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración final: 
“El accionar de este servicio será coordinado por la Subsecretaría de Turismo.”.


2. En el artículo 5:


a) Sustitúyese el numeral 5 por el siguiente:


“5.- Proponer al sector público y promover en el sector privado, a través de la Subsecretaría de Turismo o de las secretarías regionales ministeriales de Economía, Fomento y Turismo, cuando corresponda, la construcción, ampliación o mejoramiento de obras de infraestructura y equipamiento que incidan directa o indirectamente en la actividad turística.”.


b) Elimínanse en el numeral 6 las expresiones “, tanto” y “como en el extranjero,”.


c) Agrégase el siguiente numeral 10:


“10.- Proponer al gobierno regional, a través de los intendentes respectivos, o a los municipios, según corresponda, las modificaciones a los planes reguladores comunales, intercomunales y metropolitanos que estime necesarias.”.


d) Agrégase en el numeral 14, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “En virtud de lo anterior, le corresponderá determinar cuándo debe entenderse que un establecimiento o empresa posee el carácter de alojamiento turístico, de conformidad con lo dispuesto en la letra i) del artículo 5° de la ley N° 20.423.”.


e) Suprímese el numeral 16. 


f) Sustitúyese el numeral 19 por el siguiente: 


“19.- Asesorar a los organismos pertinentes en la puesta en valor, protección, conservación, preservación y salvaguardia del patrimonio histórico, cultural y natural de interés turístico.”.


g) Suprímese el numeral 23.


h) Agrégase el siguiente numeral 29:


“29.- Presentar programas de promoción internacional, los que deberán ser propuestos al órgano encargado de la promoción internacional, el que podrá disponer la coordinación en la ejecución de dichos programas.”.


3. Agrégase el siguiente artículo 24:


“Artículo 24.- Créase en el Servicio Nacional de Turismo el Fondo de Promoción Turística Nacional, cuyo objeto será financiar líneas de acción para la promoción nacional del turismo.


La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá consultar anualmente recursos destinados a financiar el Fondo de Promoción Turística Nacional. 


El Fondo de Promoción Turística Nacional se podrá incrementar con los aportes que le efectúen personas naturales o jurídicas privadas y, en general, con los recursos y bienes que a cualquier título reciba.


Las donaciones que se efectúen al Fondo de Promoción Turística Nacional estarán exentas del trámite de insinuación judicial que establece el artículo 1.401 del Código Civil.”.


Artículo 3.- Créase en la planta de personal de la Subsecretaría de Turismo contenida en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2010, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en Planta de Directivos de exclusiva confianza, un cargo de Jefe de División grado 3° EUS.


Artículo 4.- Agrégase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2010, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija la planta de personal de la Subsecretaría de Turismo, la siguiente letra D):


“D. Planta de Administrativos Grado 16°: Licencia de educación media o equivalente.”.


Artículo 5.- Traspásase sin solución de continuidad a la Subsecretaría de Turismo el número máximo de funcionarios que a continuación se indica, en su mismo grado y calidad jurídica, y encasíllase a los de planta, provenientes de las siguientes instituciones:


1. Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño: número máximo de funcionarios a traspasar, 2.


2. Servicio Nacional de Turismo: número máximo de funcionarios a traspasar, 14.


El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


Mediante una o más resoluciones del Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño o del Director Nacional de Turismo, según corresponda, que, además, deberán ser suscritas por la Dirección de Presupuestos, se efectuará el traspaso y encasillamiento, cuando corresponda, de los funcionarios señalados en el inciso primero, con indicación de su calidad jurídica y grado. Dichas resoluciones deberán ser dictadas dentro de los  treinta días siguientes a la publicación de la presente ley.


Los traspasos y el encasillamiento comenzarán a operar a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de la total tramitación del acto administrativo indicado en el inciso anterior. A contar de dicha fecha se eliminarán de pleno derecho, en las plantas del personal de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño y del Servicio Nacional de Turismo, los cargos de planta que se traspasen. Desde esa misma data, se rebajará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño y del Servicio Nacional de Turismo, en el mismo número de cargos que se traspasen en cada una de esas instituciones.


Además, desde la fecha indicada en el inciso anterior, se traspasarán desde la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño y desde el Servicio Nacional de Turismo a la Subsecretaría de Turismo, los recursos presupuestarios liberados por el traspaso y encasillamiento, cuando proceda, del personal dispuesto en lo incisos anteriores. A contar de esa fecha se aumentará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Turismo en el número de cargos traspasados de acuerdo a este artículo.


Artículo 6.- Los traspasos y el encasillamiento del artículo anterior quedarán sujetos a las siguientes restricciones respecto de los funcionarios titulares de cargos de planta y a contrata a quienes afecten:


1. No podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrán importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


2. No podrán significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


3. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida y el tiempo computable para dicho reconocimiento.


4. Los funcionarios traspasados a la Subsecretaría de Turismo podrán continuar afiliados a los servicios de bienestar de las instituciones de origen. Asimismo, podrán mantener su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas instituciones. Con todo, transcurridos dos años, contados de la publicación de esta ley, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a los servicios de bienestar y a las asociaciones de funcionarios de las instituciones de origen.


Artículo 7.- Suprímese en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2011, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija la planta de personal del Servicio Nacional de Turismo, un cargo, Subdirector, grado 4°, de la Planta de Directivos, segundo nivel jerárquico Título VI Ley N° 19.882.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los requisitos para el desempeño de los cargos establecidos en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2010, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija la planta de personal de la Subsecretaría de Turismo, no serán exigibles para efectos del encasillamiento y promoción, respecto de los funcionarios traspasados según el artículo 5. Asimismo, a los funcionarios a contrata que se traspasen en virtud del antedicho artículo no les serán exigibles los requisitos establecidos en el decreto con fuerza de ley antes indicado para efectos de su traspaso y prórroga de dichos contratos en las mismas condiciones.


Artículo segundo.- Durante el año del traspaso y el subsiguiente a aquél, los funcionarios que sean traspasados a la Subsecretaría de Turismo de conformidad al artículo 5, tendrán derecho al pago del incremento por desempeño institucional y colectivo en las mismas condiciones que tenían en sus respectivas instituciones de origen.


Artículo tercero.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 32 y 33 de la ley N° 20.423, la Subsecretaría de Turismo, dentro de noventa días corridos, contados desde la publicación de esta ley, y previo informe del Servicio Nacional de Turismo, deberá dictar las instrucciones para implementar la inscripción en el registro a que hace referencia el párrafo 2° del Título VII de dicha ley.


El informe del Servicio Nacional de Turismo señalado en el inciso anterior constará en un plan en el que se detallen los términos en los cuales deberán inscribirse cada una de las categorías de prestadores de servicios turísticos. 


El plazo de los prestadores de servicios turísticos para la inscripción en el mencionado registro, en cualquier caso, no podrá exceder de un año, contado desde la publicación de la presente ley. En caso de que los prestadores no se inscriban en el mencionado registro, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 35 de la ley N° 20.423.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.423 y del decreto ley N° 1.224.”.

***

Hago presente a V.E. que los números 6 y 7 del artículo 1 del proyecto de ley fueron aprobados en general y en particular con el voto favorable de 96 diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE PROTECCIÓN DE LA SALUD MENTAL

(10.563-11 y 10.755-11)

Oficio Nº 13.564

VALPARAÍSO, 18 de octubre de 2017

Con motivo de las mociones, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley sobre protección de la salud mental, correspondiente a los boletines Nos 10.563-11 y 10.755-11, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“DEL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS CON ENFERMEDAD MENTAL, CON DISCAPACIDAD INTELECTUAL Y CON DISCAPACIDAD PSÍQUICA

Título I

Disposiciones generales


Artículo 1.- Esta ley tiene por finalidad reconocer y garantizar los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental, con discapacidad intelectual o con discapacidad psíquica, en especial, su derecho a la libertad personal, a la integridad física y psíquica, al cuidado sanitario y a la inclusión social y laboral.


El pleno goce de los derechos humanos de estas personas se garantiza en el marco de los instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes. Estos instrumentos constituyen fuente de los derechos fundamentales que a continuación se reconocen a todas las personas con enfermedad mental, discapacidad intelectual o discapacidad psíquica.


La salud mental es de interés y prioridad nacional, es un derecho fundamental y componente del bienestar general.


Esta ley se aplicará a todos los servicios públicos o privados, cualquiera que sea la forma jurídica que tengan.


Artículo 2.- Para los efectos de esta ley se entenderá por enfermedad o trastorno mental una condición mórbida que sobreviene a una determinada persona, afectando en intensidades variables el funcionamiento de la mente, el organismo, la personalidad y la interacción social, en forma transitoria o permanente.


Persona con discapacidad intelectual o psíquica es aquella que, teniendo una o más deficiencias mentales, sea por causas psíquicas o intelectuales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.


La enfermedad o la discapacidad de que trata esta ley puede ser transitoria o permanente, lo que será definido con criterios clínicos y supervisado por la autoridad competente, cuando lo requiera el paciente o su representante legal.


Para el diagnóstico de la enfermedad o de la discapacidad se debe tener presente que la salud mental está determinada por factores culturales, históricos, socio-económicos y biológicos que suponen una dinámica de construcción social esencialmente evolutiva.


Artículo 3.- En el marco de los derechos consignados en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y en las demás normas elaboradas por la Organización Mundial de la Salud, se reconoce como derecho básico de las personas con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica, el derecho a la igualdad y no discriminación, a la participación, a la libertad y autonomía personal; a la prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes, y a la aplicación del principio del ambiente menos restrictivo de la libertad personal, así como los demás derechos garantizados a las personas en otros instrumentos internacionales relacionados con la materia y ratificados por Chile.


Artículo 4.- Toda persona que adolece de enfermedad mental, de discapacidad intelectual o de discapacidad psíquica tiene la plenitud de los derechos contemplados en el título II de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


Cuando, conforme con el artículo 15 de la ley señalada en el inciso anterior, no se pueda otorgar el consentimiento para una determinada acción de salud, se deberá dejar siempre constancia escrita de tal circunstancia en la ficha clínica, la que también deberá ser suscrita por el director del establecimiento.


Para el ejercicio del derecho a ser informado, se deberán emplear los medios y tecnologías adecuados para su comprensión.


Artículo 5.- El Estado promoverá la atención en salud mental interdisciplinaria, con personal debidamente capacitado y acreditado por la autoridad sanitaria competente. Se incluyen las áreas de psiquiatría, psicología, trabajo social, enfermería y demás disciplinas pertinentes.


El proceso de atención debe realizarse preferentemente de forma ambulatoria, con personal interdisciplinario, y encaminado al reforzamiento y desarrollo de los lazos sociales, la inclusión y la participación del paciente en la vida social.


La hospitalización psiquiátrica se entiende como un recurso excepcional y transitorio.


Artículo 6.- No puede hacerse un diagnóstico de salud mental basándose exclusivamente en criterios relacionados con el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona, ni con su identidad u orientación sexual. Tampoco será determinante la hospitalización previa de dicha persona, que se encuentre o se haya encontrado en tratamiento sicológico o psiquiátrico.

Título II

De los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental, con discapacidad intelectual o psíquica


Artículo 7.- Se reconoce que la persona con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica goza de todos los derechos que la Constitución Política de la República le garantiza a todas las personas. En especial, se le reconocen los siguientes derechos:

1. A ser reconocido siempre como sujeto de derecho.

2. A que se vele, especialmente, por el respeto a su derecho a la vida privada, a la libertad de comunicación y a la libertad personal.

3.
 A no ser sometido a tratamientos invasivos e irreversibles de carácter psiquiátrico, sin su consentimiento.

4.
 A que no se realice el procedimiento de esterilización como método anticonceptivo, sin su consentimiento. 
Cuando la persona no pueda manifestar su voluntad o no sea posible desprender su preferencia, sólo se utilizarán métodos anticonceptivos reversibles. Con todo, excepcionalmente se podrá realizar el procedimiento de esterilización, siempre que concurran previamente todas las circunstancias siguientes:

a) Que la necesidad de realizar el procedimiento obedezca exclusivamente a indicación médica.

b)
 Que se cuente con el consentimiento del representante legal, si lo hubiere.

c) Que el comité de ética asistencial respectivo haya dado su opinión favorable.

d)
 Que la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales haya otorgado su aprobación.

5.
 A que la Corte de Apelaciones respectiva autorice y supervise, periódicamente, las condiciones de su hospitalización involuntaria o voluntaria prolongada, y a contar con una instancia judicial de apelación. Si en el transcurso de la hospitalización voluntaria el estado de lucidez bajo el que se dio el consentimiento se pierde, se procederá como si se tratase de una hospitalización involuntaria. 

6.
 A recibir atención sanitaria integral y humanizada a partir del acceso igualitario y equitativo a las prestaciones necesarias para asegurar la recuperación y preservación de la salud.

7. A recibir una atención ajustada a principios éticos. Los establecimientos que otorguen prestaciones psiquiátricas de atención cerrada deberán contar con un comité de ética asistencial, conforme lo dispone el artículo 20 de la ley N° 20.584.

8.
 A recibir tratamiento y a ser tratado con la alternativa terapéutica más efectiva y segura, y que menos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, laboral y comunitaria.

9.
 A que su condición de salud mental no sea considerada inmodificable.

10.
 A recibir contraprestación pecuniaria por su participación en actividades realizadas en el marco de las terapias, que impliquen producción de objetos, obras o servicios que sean comercializados.

11. A recibir educación a nivel individual y familiar sobre su enfermedad mental o su discapacidad psíquica o intelectual y sobre las formas de autocuidado, y a ser acompañado antes, durante y después del tratamiento por sus familiares o por quien el paciente designe.


El listado de derechos contemplado en este artículo debe ser publicado por todos los prestadores que otorguen prestaciones de salud mental, conforme a las especificaciones que el Ministerio de Salud disponga a través de una norma técnica.

Artículo 8. La prescripción y administración de medicación psiquiátrica se realizará exclusivamente con fines terapéuticos y nunca como castigo, por conveniencia de terceros o para suplir la necesidad de acompañamiento terapéutico o cuidados especiales.  La prescripción de medicamentos sólo puede realizarse a partir de evaluaciones profesionales pertinentes y nunca de forma automática.

Título III

De la naturaleza y requisitos de la hospitalización psiquiátrica


Artículo 9.- La hospitalización psiquiátrica es una medida terapéutica excepcional, que sólo se justifica si garantiza mayor aporte y beneficios terapéuticos en comparación con el resto de las intervenciones posibles dentro del entorno familiar, comunitario o social del paciente, con una visión interdisciplinaria y restringida al tiempo estrictamente necesario conforme a la práctica médica. Se promoverá el mantenimiento de vínculos y comunicación de los pacientes hospitalizados con sus familiares y su entorno social.


Artículo 10.- De ningún modo la hospitalización psiquiátrica podrá indicarse para dar solución a problemas exclusivamente sociales o de vivienda.


Ninguna persona podrá permanecer hospitalizada indefinidamente en razón de su discapacidad y condiciones sociales. Es obligación del prestador agotar todas las instancias que correspondan con la finalidad de resguardar sus derechos e integridad física y psíquica.


Artículo 11.- La hospitalización psiquiátrica involuntaria afecta el derecho a la libertad de las personas con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica, de modo que deberá siempre ser autorizada y revisada por la Corte de Apelaciones respectiva, de acuerdo con lo establecido en el artículo 21 de la Constitución Política de la República.


La hospitalización psiquiátrica involuntaria sólo procederá cuando no sea posible un tratamiento ambulatorio y exista una situación real de riesgo cierto e inminente para el paciente o para terceros. Para que la Corte pueda autorizarla se requiere:

1. Un dictamen profesional del servicio asistencial que recomiende la hospitalización, que tenga la firma de dos profesionales de diferentes disciplinas, uno de los cuales siempre deberá ser un médico que cuente con las habilidades específicas requeridas. Los profesionales no podrán tener con el paciente relación de parentesco, amistad o vínculos económicos ajenos a las prestaciones de salud. 

2. La inexistencia de otra alternativa menos restrictiva y eficaz para el tratamiento del paciente o la protección de terceros.

3.
 Un informe acerca de las instancias previas implementadas, si las hubiere. La Corte deberá notificar su resolución a la secretaría regional ministerial de salud, a la Comisión Nacional y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental a las que se refiere la ley N° 20.584.

4.
 Que tenga una finalidad exclusivamente terapéutica.

5.
 Que sea por el menor tiempo posible.


Artículo 12.- La hospitalización psiquiátrica involuntaria de urgencia, debidamente fundada por la autoridad sanitaria o por el equipo de salud tratante, debe notificarse obligatoriamente a la Corte de Apelaciones competente, a más tardar el día hábil siguiente desde que se produzca la hospitalización, dejándose constancia del cumplimiento de las garantías establecidas en el artículo 11.


La Corte, una vez notificada, en el plazo de tres días deberá:

1. Autorizar la internación si considera que se cumplen las causales previstas en esta ley.

2. Requerir informes ampliatorios de los profesionales tratantes o indicar peritajes externos, siempre que no perjudiquen la evolución del tratamiento.

3.
 Denegar la hospitalización en caso de evaluar que no existen los supuestos necesarios para autorizarla, caso en el cual deberá asegurar el alta hospitalaria de forma inmediata.


Artículo 13.- La persona hospitalizada involuntariamente, o su representante legal, tiene siempre el derecho a nombrar un abogado. Si el paciente, o su representante legal, no lo hubiere hecho, el Estado deberá proporcionarle uno desde el momento de la hospitalización. El paciente, o su abogado, podrá oponerse a ella y solicitar a la Corte de Apelaciones el alta hospitalaria en cualquier momento. 


Artículo 14.- En el caso de hospitalización involuntaria, el alta o permiso de salida es una facultad del equipo de salud que no requiere autorización judicial. El equipo de salud deberá ofrecer a la persona continuar su hospitalización en forma voluntaria o bien su alta hospitalaria, apenas cese la situación de riesgo cierto e inminente para ella o para terceros. Esta situación deberá informarse a la secretaría regional ministerial de Salud, cuando corresponda, y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental.


Artículo 15.- Habiéndose autorizado la hospitalización involuntaria, la Corte de Apelaciones, en un plazo no mayor a treinta días, deberá solicitar informes a fin de reevaluar si perduran los motivos que dieron origen a la medida. En cualquier momento podrá disponer su inmediata alta hospitalaria.


Transcurridos noventa días desde el inicio de la hospitalización involuntaria, y luego del tercer informe, la Corte de Apelaciones respectiva designará un perito para una nueva evaluación.

Artículo 16.- La persona hospitalizada bajo su consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma su término. Cuando la hospitalización voluntaria se prolongue por más de sesenta días, la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental y el equipo de salud a cargo deberán comunicarlo de inmediato a la Corte de Apelaciones para que ésta evalúe, en un plazo no mayor a cinco días desde que tome conocimiento, si la hospitalización sigue teniendo carácter voluntario o si ha de considerarse involuntaria. En este último caso, será necesario que se cumpla con los requisitos y garantías establecidos en el artículo 11.


Artículo 17.- Con el fin de garantizar los derechos humanos de las personas con enfermedad mental o discapacidad intelectual o psíquica, los integrantes profesionales y no profesionales del equipo de salud serán responsables de informar a la secretaría regional ministerial de Salud y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental sobre cualquier sospecha de irregularidad que implique un trato indigno o inhumano a personas bajo tratamiento o una limitación indebida de su autonomía. El funcionario podrá actuar bajo reserva de identidad, no podrá ser objeto de represalias y no se considerará que ha incurrido en violación del secreto profesional. La sola comunicación a un superior jerárquico dentro de la institución no releva al equipo de salud de tal responsabilidad si la situación irregular persiste.


Artículo 18.- El tratamiento de las personas con enfermedades o trastornos mentales o con discapacidad intelectual o psíquica se realizará con apego a estándares de atención que garanticen:

1.
 Que la atención de salud se realice en establecimientos acreditados de conformidad con la ley N° 19.966, que establece un régimen de garantías en salud.

2.
 La certificación de las competencias de los profesionales a cargo de la salud mental y la revalidación de dichas competencias.

3.
 La evaluación de la calidad y pertinencia de los centros formadores de profesionales, en relación con las competencias profesionales requeridas para tratar debidamente a los pacientes con trastornos mentales.

4.
 Que se proporcione a estas personas un tratamiento en base a la mejor evidencia científica disponible, a criterios de costo-efectividad y con un enfoque biopsicosocial.

5.
 Que las instalaciones para la atención ambulatoria y hospitalaria cumplan con la autorización sanitaria.

6.
 La incorporación de familiares que puedan dar asistencia especial y/o participen del tratamiento si ello es requerido por sus médicos tratantes, especialmente en el caso de los pacientes mentales menores de edad.

Título IV

Derechos de los familiares y otros cuidadores de personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual


Artículo 19.- Los familiares y las personas que cuidan y apoyan a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual tienen derecho a recibir información general sobre las mejores maneras de ejercer la labor de cuidado, tales como contenidos psicoeducativos sobre las enfermedades mentales, la discapacidad y sus tratamientos.


Artículo 20.- Los familiares de personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual tienen derecho a organizarse para abogar por sus necesidades y las de las personas a quienes cuidan, a crear instancias comunitarias que promuevan la inclusión social, y a denunciar situaciones que resulten violatorias de los derechos humanos.

Título V

De la Inclusión Social


Artículo 21.- La articulación intersectorial del Estado deberá incluir acciones permanentes para la cabal inclusión social de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual.

Título VI

Modificaciones legales


Artículo 22.- Modifícase la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, de la siguiente manera:


1. Incorpórase en el inciso primero del artículo 10, luego del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Asimismo, todo niño tiene derecho a recibir información sobre su enfermedad y la forma en que se realizará su tratamiento, adaptada a su edad, desarrollo mental y estado afectivo y psicológico.”. 


2. Agréganse en el artículo 14 los siguientes incisos quinto y sexto:

“Sin perjuicio de las facultades de los padres o del representante legal para otorgar el consentimiento en materia de salud en representación de los menores de edad, todo niño tiene derecho a expresar su conformidad con los tratamientos que se le aplican y a optar entre las alternativas que éstos otorguen, según la situación lo permita, tomando en consideración su edad, madurez, desarrollo mental y su estado afectivo y psicológico. En el caso de que, conforme a este artículo, se requiera contar con el consentimiento escrito, deberá dejarse constancia que el niño ha sido informado y que se le ha oído.


En el caso de una investigación científica biomédica en el ser humano y sus aplicaciones clínicas, la negativa de un niño a participar o continuar en ella deberá ser respetada.”.


3. Suprímense los artículos 23 y 24.


4. En el artículo 26:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 26.- El manejo de conductas perturbadoras o agresivas debe hacerse con estricta adhesión a las normas de respeto a los derechos humanos, incorporando estrategias y protocolos para evitar su ocurrencia y prevenir la aplicación de medidas de contención física, farmacológica o de observación continua en sala individual, y cuando sean necesarias, evitando tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes o que puedan llegar a constituir tortura. Quedan prohibidas las salas de aislamiento que no permitan una adecuada supervisión, confort o dignidad de la persona, con insuficiente posibilidad de observación visual y que impliquen su privación sensorial.”.


b) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre las palabras “por” y “el”, la frase “indicación médica, por”.


ii. Remplázase la frase “debiendo utilizarse los medios humanos suficientes y los medios materiales que eviten” por el vocablo “evitando”.


iii. Intercálase, entre las palabras “con” y “discapacidad”, la expresión “enfermedad mental o”.


c) Sustitúyese en el inciso tercero la frase “del aislamiento o la sujeción” por “de estas medidas excepcionales”.


d) Reemplázase en el inciso cuarto la frase “de aislamiento y contención” por “excepcionales de que trata este artículo”.


e) Elimínase en el inciso quinto la frase  “que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieren tener en establecimientos de salud”.


5. Suprímese el artículo 27.


6. Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:

“Artículo 28.- No se podrá desarrollar investigación biomédica en adultos que no son capaces física o mentalmente de expresar su consentimiento o de los que no es posible conocer su preferencia, a menos que la condición física o mental que impide otorgar el consentimiento informado o expresar su preferencia sea una característica necesaria del grupo investigado.


En estas circunstancias, además de dar cabal cumplimiento a las normas contenidas en la ley N° 20.120, sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, y en el Código Sanitario, según corresponda, el protocolo de la investigación deberá contener las razones específicas para incluir a individuos con una enfermedad que no les permite expresar su consentimiento o manifestar su preferencia. Asimismo, se deberá contar previamente con el informe favorable de un comité ético científico acreditado y con la autorización de la secretaria regional ministerial de Salud.


En esos casos, los miembros del comité que evalúe el proyecto no podrán encontrarse vinculados directa ni indirectamente con el centro o institución en el cual se desarrollará la investigación, ni con el investigador principal o el patrocinador del mismo.


Se deberá obtener a la brevedad el consentimiento o manifestación de preferencia de la persona que haya recuperado su capacidad física o mental para otorgar dicho consentimiento o manifestación de su preferencia. 


Las personas con enfermedad neurodegenerativa podrán otorgar anticipadamente su consentimiento informado para ser sujetos de ensayo en investigaciones futuras.


La investigación biomédica en personas menores de edad se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.120. Con todo, deberá respetarse su negativa a participar o continuar en la investigación.”.”.

***

Hago presente a V.E. que el número 5 del inciso primero del artículo 7, el artículo 11, el inciso primero del artículo 12 y los artículos 13, 15 y 16 del proyecto de ley fueron aprobados en general con el voto favorable de 100 diputados, y en particular el artículo 11, el inciso primero del artículo 12 y los artículos 13, 15 y 16 fueron aprobado con el voto afirmativo de 97 diputados, mientras que el número 5 del inciso primero del artículo 7 lo fue con el voto a favor de 95 diputados, en todos los casos de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.828, QUE CREÓ EL SERVICIO NACIONAL DEL ADULTO MAYOR, PARA ESTABLECER EL CONCEPTO DE CUARTA EDAD

(11.224-18)

Oficio Nº 13.575

VALPARAÍSO, 19 de octubre de 2017

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, para establecer el concepto de cuarta edad, correspondiente al boletín No 11.224-18, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Incorpórase, en el artículo 1 de la ley Nº 19.828 que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, el siguiente inciso final:  

“Denomínase adulto mayor de la cuarta edad a quien ha cumplido ochenta años.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PERFECCIONA LOS BENEFICIOS OTORGADOS A BOMBEROS POR ACCIDENTES Y ENFERMEDADES Y LA DEMÁS LEGISLACIÓN APLICABLE A DICHAS INSTITUCIONES

(11.465-22)

Oficio Nº 13.574
VALPARAÍSO, 19 de octubre de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones, correspondiente al boletín No 11.465-22, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1757, de 1977: 

1. En el artículo 1: 

a) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, ordenándose la numeración correlativa de los restantes incisos:

“Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto de servicio toda actividad desempeñada por los miembros de los Cuerpos de Bomberos en situaciones de emergencia, tales como incendios, rescates, salvamentos de personas y animales, en medios acuáticos, montaña, acantilados, mineros, subterráneos, túneles, pozos, inundaciones, aluviones, temporales, derrames, contención y recuperación de materias peligrosas, fugas de gas o similares. De igual manera, se considerará acto de servicio la participación en actividades de capacitación y entrenamiento bomberil en Chile o en el extranjero, acuartelamientos, guardias nocturnas y prestación de servicios a la comunidad consistentes, entre otros, en distribución de agua, cambios de drizas de banderas y lavado de calzadas.

Para los efectos de esta ley, se entenderá como labores que tengan relación directa con la institución bomberil aquellas consistentes en la participación de los miembros de los Cuerpos de Bomberos en exposiciones de materiales y equipos, en formaciones para funerales y desfiles, en actos de representación institucional y en actividades para recaudación de fondos institucionales, entre otras.”.

b) En el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto:
i. Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal b):

- Intercálase, entre las expresiones “o superior,” y “este subsidio”, la siguiente frase: “hasta dos años después de su titulación o que acredite estar cursando un programa en una institución que otorgue los servicios de preparación a la Prueba de Selección Universitaria, mediante certificado extendido al efecto,”.

- Agrégase en su párrafo segundo, después de los vocablos “actividades laborales”, la frase “o académicas en el caso de estudiantes”.

ii. Sustitúyese el párrafo final de la letra c) por el siguiente:

“Luego de esta segunda acreditación de invalidez, y para efectos del pago de la renta vitalicia correspondiente, la Superintendencia de Valores y Seguros continuará pagando la pensión respectiva.”.

iii. Modifícase la letra d) en la siguiente forma:

- Intercálase en su párrafo primero, entre las palabras “cónyuge sobreviviente” y la expresión “y los hijos menores de 18 años”, la siguiente frase: “o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase en el párrafo tercero la expresión “y el cónyuge sobreviviente falleciere,” por la frase “y falleciere el cónyuge sobreviviente o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”. 

- Sustitúyese en el párrafo cuarto la expresión “la viuda” por “el cónyuge sobreviviente”. 

- Introdúcese en el párrafo cuarto, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Igual procedimiento se aplicará respecto de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento, cuando aquella contraiga matrimonio o celebre un nuevo acuerdo civil de vida en común.”.

- Intercálase en el párrafo quinto, entre las expresiones “A falta de cónyuge sobreviviente” y “e hijos,”, la siguiente frase: “o de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase el párrafo sexto por el siguiente:

“El pago de la renta vitalicia por muerte del voluntario se efectuará por la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

- Elimínase en el párrafo octavo la siguiente oración: “En este último caso, si el voluntario se encontraba percibiendo su pensión de parte de la Superintendencia, corresponderá a este organismo, cotizar y contratar la renta vitalicia para sus beneficiarios.”.

- Suprímese en el párrafo noveno la frase “y que, en este último caso, la pensión estuviera siendo pagada por la Superintendencia,”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Junto a la certificación de Carabineros de Chile a que se refiere este artículo, el Superintendente del Cuerpo de Bomberos al que pertenece el voluntario fallecido, lesionado o enfermo, deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Junta Nacional un informe fundado en una investigación sumaria, que dé cuenta de las circunstancias de hecho que dan origen a la petición de otorgamiento de los beneficios contemplados en esta ley, y que evite la incidencia de futuros accidentes.”.

2. Suprímese en el inciso primero del artículo 4 lo siguiente: “; cotizará y contratará por cuenta de los voluntarios o sus beneficiarios, según corresponda, rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, conforme a lo señalado en las letras c) y d) del artículo 1° de este decreto ley,“.

3. En el artículo 5: 

a) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “de los honorarios profesionales de los médicos” y “y paramédicos”, la siguiente frase: “, de otros profesionales del área de la salud, cuya intervención haya sido dispuesta por el médico tratante,”.

b) Intercálase en el inciso cuarto, entre la frase “pagará los servicios prestados por” y la expresión “personal paramédico”, la siguiente frase: “otros profesionales del área de la salud, de acuerdo a lo indicado por el médico tratante, y por”.

c) Intercálese en el inciso quinto, entre las expresiones “la Superintendencia” y “podrá extenderlo a un período”, la siguiente frase: “, previa autorización médica,”.

d) Agrégase el siguiente inciso sexto, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente. 

“Se entenderán comprendidos en los gastos de traslado establecidos en el inciso precedente aquellos correspondientes a los traslados desde y hacia el hospital y el lugar de tratamiento ambulatorio o desde el domicilio del convaleciente hasta el hospital o lugar de su tratamiento y hasta su alta definitiva; e, igualmente, desde el lugar en que ocurre el accidente o se contrae la enfermedad hasta el centro hospitalario en que se le preste atención o entre este último lugar y el centro médico de mayor complejidad o especialidad al que sea derivado.”.

4. Agrégase en el artículo 7 el siguiente inciso segundo:

“Al que fraudulentamente obtuviere o intentare obtener los beneficios consagrados en esta ley le serán aplicables las penas previstas en los artículos 467 y siguientes del Código Penal.”.

Artículo 2.- Decláranse extinguidas, por el solo ministerio de la ley, todas las cuentas por cobrar pendientes a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, y que correspondan a transferencias de fondos fiscales efectuadas por ese organismo entre los años 2008 a 2012.

La extinción precedente bastará para regularizar administrativamente las rendiciones de cuenta pendientes en la Superintendencia de Valores y Seguros, por parte de los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile por el período señalado en el párrafo anterior, debiendo éstas ajustarse en la contabilidad de dicho Servicio con el solo mérito de esta disposición.

Artículo 3.- Esta ley regirá a contar de su publicación. Sin embargo, su entrada en vigor no afectará a los procesos de licitación de renta vitalicia que se hayan iniciado con anterioridad, los que se regirán por la ley vigente en el momento de publicación de las bases respectivas. Las primas para el pago de dichas rentas serán de cargo y cobradas por la Superintendencia de Valores y Seguros a las aseguradoras y mutualidades que vendan el riesgo de incendio, en la misma forma que los demás beneficios del decreto ley N° 1757, de 1977. 
Las rentas vitalicias de invalidez o sobrevivencia contratadas con compañías de seguros de vida autorizadas para operar en Chile a favor de voluntarios accidentados o sus beneficiarios, y las que se contraten en virtud de lo indicado en el inciso anterior, continuarán vigentes, y no serán afectadas por la presente modificación.”.
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA EL 20 DE OCTUBRE DE CADA AÑO COMO EL DÍA NACIONAL DE LA DIVERSIDAD CULTURAL PARA EL DIÁLOGO Y EL DESARROLLO

(11.332-24)

Oficio Nº 13.577
VALPARAÍSO, 19 de octubre de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 11.332-24:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Declárase el 20 de octubre de cada año como el Día Nacional de la Diversidad Cultural para el Diálogo y el Desarrollo.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 39 A DE LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA GARANTIZAR LAS COMUNICACIONES EN SITUACIONES DE EMERGENCIA

(10.402-15)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón. 

- - - - - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ---.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ---.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1 y 2.


IV.- Indicaciones rechazadas: N° 3.


V.- Indicaciones retiradas: ---.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ---.

- - - - - - - - -


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez: del Asesor Legislativo de la Ministra, señor Fernando Abarca; de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez; de la Jefa de la División Jurídica de dicha entidad, señora Elena Ramos; del Jefe de la División de Política Regulatoria y Estudios del citado órgano público, señor Raúl Lazcano; del Jefe de la División de Concesiones de tal servicio, señor Enoc Araya; del Asesor de este último organismo, señor José Bastías y del Periodista de la Ministra, señor Patricio Cofré.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señor Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadangos y señor José Huerta; del Instituto Igualdad, señor Rodrigo Márquez; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Nicolás García y de la Segpres, señora Vanessa Astete y señores Luis Batallé y Daniel Portilla.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 3 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO ÚNICO


El artículo único aprobado en general por el Honorable Senado, agrega al artículo 39 A de la Ley General de Telecomunicaciones, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Frente a la ocurrencia de situaciones de emergencia, a que se refiere el artículo 7° bis, la autoridad competente declarará esta situación mediante una resolución fundada y los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos que dispongan de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa, estarán obligados a proveer Roaming Automático Nacional a los concesionarios que hayan visto afectada su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica involucrada. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan resultar aplicables a estos últimos de acuerdo a la normativa de telecomunicaciones. A tales efectos, todos los concesionarios que dispongan de espectro asignado para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil estarán obligados a generar una oferta para la prestación del servicio de Roaming Automático Nacional en dichas circunstancias. El concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada no podrá traspasar el costo del servicio de Roaming Automático Nacional a sus usuarios.


Las llamadas a los niveles especiales de emergencia u otros organismos encargados de la gestión de emergencias que reglamentariamente se establezcan se considerarán prioritarias y tendrán preferencia en materia de interconexión y encaminamiento en situaciones de emergencia.


Las obligaciones de los concesionarios señaladas en este artículo cesarán una vez que expire el período fijado por la resolución citada en el inciso segundo o cuando se levante, por resolución, la declaración que hubiere sido efectuada.”.


A este artículo único se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 1, 2 y 3.

Inciso tercero propuesto

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Bianchi, para agregar las siguientes oraciones finales: "Asimismo, los mensajes de texto y las llamadas que se realicen a números de emergencia durante la vigencia del período indicado en el inciso anterior, no serán de costo de los usuarios. Para tales efectos, la autoridad competente comunicará a los concesionarios un listado con aquellos números que sean considerados de emergencia a nivel nacional y para cada región del país.".


En discusión esta indicación, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, subrayó la necesidad de especificar claramente, en el texto del proyecto en referencia, los siguientes puntos: qué organismo público decreta la emergencia, qué situaciones se comprenderán bajo tal categoría y cuándo concluye dicho estado.


Por otra parte, señaló que al establecer la iniciativa la gratuidad para el usuario en tales contextos de emergencia, se debe fijar una tarifa entre los concesionarios que asumirán los costos del siniestro, a fin de que se asegure efectivamente la continuidad del servicio.


A su vez, precisó que se debe detallar adecuadamente el caso de los “usuarios especiales” en estas hipótesis, los que por razón de las labores o funciones que desempeñan siempre deben estar conectados (por ejemplo, Bomberos o Carabineros de Chile), por lo que se debe definir qué organismos serán incluidos en esta categoría y qué autoridad será la encargada de determinarlos (en cada caso o de forma permanente).


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que tales temáticas, en su opinión, debiesen ser entregadas a la regulación reglamentaria, debiendo definirse qué autoridad en concreto será la que cuente con la potestad para su dictación.


El Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que a fin de mantener una coherencia sistemática sobre el punto, sugirió concordar el contenido de la presente iniciativa con lo contemplado en los demás proyectos de ley que el Ejecutivo envíe sobre situaciones de emergencia, a fin de evitar discrepancias legislativas entre aquéllos.


Por otro lado, preguntó al Subsecretario de Telecomunicaciones en qué estado se encuentra la problemática referente a la no provisión solidaria de roaming entre empresas en aquellas localidades aisladas, en donde sólo existe una antena, la cual, en muchas ocasiones, ha sido subsidiada por el propio el Estado. 


En efecto, explicó que de no efectuarse tal provisión, las compañías dueñas de las antenas se benefician de un verdadero monopolio, en tanto sólo acceder a tales señales los usuarios de dichas empresas, lo que no le parece aceptable.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, señaló que, además de dicha situación, el organismo que encabeza ha detectado que, en múltiples ocasiones, las empresas emiten señales en bandas que no son compatibles con los transmisores de los celulares de los usuarios de las localidades, por lo que el panorama se complejiza aún más.


De ahí, agregó, es que prontamente se reunirá con los representantes de la industria, a fin de suscribir un acuerdo formal en donde tales obligaciones consten de manera expresa, con el objetivo de que sean cumplidas de forma efectiva.


El Honorable Senador señor García Huidobro, consultó si tales obligaciones han sido incorporadas en las bases administrativas de futuras concesiones.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, respondió afirmativamente a la pregunta formulada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


El Honorable Senador señor Ossandón, preguntó al Ejecutivo de qué forma se puede abordar una hipótesis en la cual, producto de una situación de emergencia, sólo quede en buen estado una compañía que cuente con una infraestructura que permite efectuar un servicio con capacidades limitadas (en relación al total de la población que utilizaría tales prestaciones).


Lo anterior, añadió, es necesario aclarar a fin de dotar al presente proyecto de una real eficacia y operatividad.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez, señaló que, de acuerdo a la experiencia internacional sobre el punto, es razonable establecer un mecanismo de duración limitada de llamadas en casos de emergencia. Así, agregó, la llamada se extiende sólo un determinado tiempo, posterior al cual se corta, evitando de ese modo que las líneas se copen.


Dicho mecanismo, explicó, pudiese estar explicitado y regulado en el reglamento que al efecto se dicte por la respectiva autoridad administrativa.


El Honorable Senador señor Letelier, sugirió que, a fin de evitar eventuales problemas de constitucionalidad, y con el objetivo de que la provisión solidaria de roaming entre las empresas en casos de emergencia no se interprete como una medida expropiatoria o como una carga desproporcionada, se establezcan, asimismo, mecanismos de fomento para aquellas compañías que cumplan con tal prestación, evitando de esa forma que hayan argumentos que, eventualmente, les permitan a las compañías exentarse de dicha obligación.


Posterior a las observaciones antes efectuadas, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, presentó la siguiente propuesta de redacción de la iniciativa en examen, basada en los argumentos que se pasan a describir.



I. Consideraciones al proyecto de ley



- Automaticidad en situación de emergencia no es viable técnicamente.



- Para ello se requiere una evaluación propia de la red, en escenarios dinámicos y permanentes.



- Asimismo, se hace necesaria la programación del servicio en las distintas zonas del país.



- Se debe analizar el eventual colapso de redes y la merma en la calidad del servicio, del o los operadores que no hayan sido afectados en su infraestructura.



- De igual modo, se debe examinar el lapso de duración del siniestro y el tiempo de restablecimiento de redes en tal contexto, a fin de generar un incentivo a la reposición del servicio.  



II. Elementos de la propuesta



- Roaming nacional para mensajería SMS (red con capacidad aumentada en un 25% desde 2010, por acuerdo con operadoras) y llamadas al número de emergencia.



- Valor del servicio, entre operadores, similar al precio promedio de roaming nacional verificado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



- Listado de números para organismos y autoridades nacionales encargados de la gestión de emergencia con preferencia (SIM Card).



- Listado de números para organismos y autoridades que se encuentren en la zona de emergencia y durante su duración (SIM Card).



- Mensajes gratuitos de emergencia en situación de corte de servicio o cuando el usuario no cuenta con saldo en su equipo.



III. Texto de la propuesta


“Artículo único.- Agréguese un artículo 39 C a la Ley General de Telecomunicaciones, en los siguientes términos:



“Artículo 39 C.- Frente a la ocurrencia de situaciones de emergencia, a que se refiere el artículo 7° bis, advertidas por ONEMI o el organismo que la reemplace e informadas a los operadores de acuerdo al procedimiento que reglamentariamente se establezca, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos que dispongan, por sí mismos o a través de una filial o persona jurídica relacionada, de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa, estarán obligados a proveer el servicio de roaming para mensajería SMS y para llamadas a numeración de emergencia, a los concesionarios que hayan visto comprometida la operación de su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica afectada por la emergencia, quienes a su vez estarán obligados a contratarlo con las características y condiciones que se establecen más adelante. 



Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan resultar aplicables a estos últimos de acuerdo a la normativa de telecomunicaciones. El precio del servicio de roaming en situación en emergencia será similar al precio promedio del servicio de roaming nacional, lo cual será verificado por la Subsecretaría de acuerdo al procedimiento de cálculo determinado en el reglamento a que se refiere el inciso final del presente artículo, el que deberá considerar a lo menos la información de las ofertas y contratos vigentes a la fecha de su fijación. El concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada por la emergencia no podrá traspasar ninguno de los costos del servicio de roaming  a sus usuarios.



Mediante resolución fundada de la Subsecretaría del Interior se establecerá un listado de números telefónicos de organismos encargados de la gestión de emergencias y de autoridades con responsabilidades de gestión de la emergencia, las cuales tendrán preferencia en materia de acceso, interconexión y encaminamiento. Además, se establecerá otro listado de números telefónicos los cuales se utilizarán por las autoridades responsables en la zona en situación de emergencia y sólo mientras dure dicha situación. Ambos listados de números telefónicos deberán habilitarse de manera que las redes de telecomunicaciones puedan reconocerlos de manera genérica. Un reglamento regulará la operación y la logística necesaria para el funcionamiento eficiente de estos números.



En situaciones de emergencia a que se refiere el artículo 7° bis, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos móviles deberán poner a disposición de sus usuarios que no tuvieran saldo o estuvieren en situación de corte del servicio por no pago, el número de mensajes gratuitos de emergencia que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 39°C de la ley.



Las obligaciones señaladas en el inciso primero cesarán una vez que se restablezcan los servicios de los concesionarios cuya infraestructura se hubiera visto afectada.

 



Un reglamento establecerá la forma, oportunidad, condiciones y demás aspectos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente artículo.”.”.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, destacó que, de acuerdo a la propuesta previamente descrita, se otorgará a ciertas autoridades garantías de comunicación permanente en episodios de emergencia.



La Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez, señaló que a las autoridades que determine la Subsecretaría del Interior, se les brindará preferencia de enrutamiento en la red, proporcionándoles, además, en caso de alguna anomalía producto de alguna catástrofe, conexiones con capacidad de soportar cualquier red, quedando sus emails registrados en todas las compañías.



El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, señaló que la iniciativa en examen es fundamental para nuestro país, especialmente desde el punto de vista de las lamentables catástrofes que azotan, con cierta regularidad, a diversas zonas del territorio.



En efecto, indicó que Chile se configura como un verdadero “laboratorio natural” para analizar situaciones derivadas de sismos de magnitud y de cambio climático, lo cual, además de constituir un desafío permanente para sobrellevar tales siniestros, debe ser una oportunidad para robustecer nuestra infraestructura tecnológica, a fin de que esta última pueda soportar dichos episodios. Lo anterior, agregó, especialmente en materia de redes telefónicas y de Internet, en tanto ser, desde ya, los principales medios de comunicación entre las personas.



De ese modo, añadió, se debe desplegar un sistema institucional que permita viabilizar la continuidad de tales servicios en escenarios de emergencia, proporcionando roaming universal a los usuarios de diversas compañías, y permitiendo que las autoridades respectivas cuenten siempre con conexión para de esa forma sobrellevar de mejor forma la catástrofe.



Así, se manifestó a favor de la propuesta del Ejecutivo anteriormente reseñada.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, valoró que en la mencionada propuesta se establezca un piso mínimo de los servicios a proveer por parte de la industria en episodios de emergencia, siendo ello una necesidad urgente para enfrentar los diversos contextos catastróficos por los que atraviesa con regularidad nuestro país.



El Honorable Senador señor Ossandón, sin perjuicio de valorar la propuesta en examen, señaló que los servicios que se presten en estos contextos pudiesen abarcar medios diversos a la mensajería tecnológica, en tanto esta última haber sido desplazada, hace ya un tiempo, por aplicaciones que permiten la comunicación más expedita entre usuarios, tales como whatsapp.



El Honorable Senador señor García Huidobro, en la misma línea expresada por quien le antecedió en el uso de la palabra, manifestó que el particular debe encontrarse abierto a recoger las diversas tecnologías que vayan surgiendo, sin circunscribir el modo de comunicación en episodios de emergencia a sólo un tipo de medio digital.



El Honorable Senador señor Girardi, sugirió, para ello, hacer una remisión al reglamento respectivo en donde se recojan las nuevas tecnologías que vayan surgiendo en este ámbito.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en el mismo sentido antes referido, recomendó intercalar,  en el inciso primero de la propuesta, entre las expresiones “a numeración de emergencia,” y “, a los concesionarios” la frase “así como nuevas tecnologías, servicios o aplicaciones, según lo determine el reglamento”.



De ese modo, en su opinión, se recogería la preocupación previamente indicada en este punto.



La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, manifestó su respaldo a la incorporación de la aludida frase.


En votación la indicación N° 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, sustituyendo el texto del artículo único aprobado en general por el siguiente:



“Artículo único.- Agréguese un artículo 39 C a la Ley General de Telecomunicaciones, del siguiente tenor:



“Artículo 39 C.- Frente a la ocurrencia de situaciones de emergencia, a que se refiere el artículo 7° bis, advertidas por ONEMI o el organismo que la reemplace e informadas a los operadores de acuerdo al procedimiento que reglamentariamente se establezca, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos que dispongan, por sí mismos o a través de una filial o persona jurídica relacionada, de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa, estarán obligados a proveer el servicio de roaming para mensajería SMS y para llamadas a numeración de emergencia, así como nuevas tecnologías, servicios o aplicaciones, según lo determine el reglamento, a los concesionarios que hayan visto comprometida la operación de su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica afectada por la emergencia, quienes a su vez estarán obligados a contratarlo con las características y condiciones que se establecen más adelante. 



Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan resultar aplicables a estos últimos de acuerdo a la normativa de telecomunicaciones. El precio del servicio de roaming en situación en emergencia será similar al precio promedio del servicio de roaming nacional, lo cual será verificado por la Subsecretaría de acuerdo al procedimiento de cálculo determinado en el reglamento a que se refiere el inciso final del presente artículo, el que deberá considerar a lo menos la información de las ofertas y contratos vigentes a la fecha de su fijación. El concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada por la emergencia no podrá traspasar ninguno de los costos del servicio de roaming  a sus usuarios.



Mediante resolución fundada de la Subsecretaría del Interior se establecerá un listado de números telefónicos de organismos encargados de la gestión de emergencias y de autoridades con responsabilidades de gestión de la emergencia, las cuales tendrán preferencia en materia de acceso, interconexión y encaminamiento. Además, se establecerá otro listado de números telefónicos los cuales se utilizarán por las autoridades responsables en la zona en situación de emergencia y sólo mientras dure dicha situación. Ambos listados de números telefónicos deberán habilitarse de manera que las redes de telecomunicaciones puedan reconocerlos de manera genérica. Un reglamento regulará la operación y la logística necesaria para el funcionamiento eficiente de estos números.



En situaciones de emergencia a que se refiere el artículo 7° bis, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos móviles deberán poner a disposición de sus usuarios que no tuvieran saldo o estuvieren en situación de corte del servicio por no pago, el número de mensajes gratuitos de emergencia que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 39°C de la ley.



Las obligaciones señaladas en el inciso primero cesarán una vez que se restablezcan los servicios de los concesionarios cuya infraestructura se hubiera visto afectada.

 



Un reglamento establecerá la forma, oportunidad, condiciones y demás aspectos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente artículo.”.”.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que el Ejecutivo, además, sugirió incorporar a la disposición permanente anterior, una de carácter de transitorio, bajo la siguiente redacción:



“Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el Artículo 39 C de la ley Nº 18.168 será dictado en el plazo máximo de ciento veinte días contado desde la publicación de la presente ley.”.


En votación este precepto transitorio, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, lo aprobó, en los términos previamente descritos, incorporándolo al proyecto en examen. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - 

Indicación Nº 2


2.- Del Honorable Senador señor Bianchi, para incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


"Los concesionarios estarán obligados a implementar las medidas técnicas necesarias que permitan hacer operativo lo dispuesto en el inciso primero de este artículo de manera expedita y sin mayor demora. Asimismo, para cumplir con tal objetivo, los concesionarios están obligados a emplear permanentemente los cuidados necesarios a fin de mantener en buen estado sus instalaciones para tal efecto.".


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió entenderla como subsumida, con la misma redacción final, en la propuesta previamente discutida y votada (indicación N° 1). Lo anterior, subrayó, en tanto las ideas de ambas apuntar en la misma dirección.


En votación la indicación N° 2, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los mismos términos que el tenor resultante de la indicación N° 1, previamente examinada.

- - - - - - - - 

Indicación Nº 3


3.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


"En caso de corte del suministro eléctrico debido a una situación de emergencia, será responsabilidad de los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos el disponer de equipos de reemplazo y proveer de baterías de respaldo para contar con energía eléctrica de emergencia en cada estación base, por al menos dos horas continuas desde ocurrida la catástrofe.".


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto, a diferencia de las anteriores, apuntar a objetivos adicionales a la línea central del proyecto de ley en estudio.


En votación la indicación N° 3, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - - -
MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

Ley General de Telecomunicaciones

Artículo 39 C, nuevo

ARTÍCULO ÚNICO


--- Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo único.- Agréguese un artículo 39 C a la Ley General de Telecomunicaciones, del siguiente tenor:



“Artículo 39 C.- Frente a la ocurrencia de situaciones de emergencia, a que se refiere el artículo 7° bis, advertidas por ONEMI o el organismo que la reemplace e informadas a los operadores de acuerdo al procedimiento que reglamentariamente se establezca, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos que dispongan, por sí mismos o a través de una filial o persona jurídica relacionada, de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa, estarán obligados a proveer el servicio de roaming para mensajería SMS y para llamadas a numeración de emergencia, así como nuevas tecnologías, servicios o aplicaciones, según lo determine el reglamento, a los concesionarios que hayan visto comprometida la operación de su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica afectada por la emergencia, quienes a su vez estarán obligados a contratarlo con las características y condiciones que se establecen más adelante. 



Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan resultar aplicables a estos últimos de acuerdo a la normativa de telecomunicaciones. El precio del servicio de roaming en situación en emergencia será similar al precio promedio del servicio de roaming nacional, lo cual será verificado por la Subsecretaría de acuerdo al procedimiento de cálculo determinado en el reglamento a que se refiere el inciso final del presente artículo, el que deberá considerar a lo menos la información de las ofertas y contratos vigentes a la fecha de su fijación. El concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada por la emergencia no podrá traspasar ninguno de los costos del servicio de roaming  a sus usuarios.



Mediante resolución fundada de la Subsecretaría del Interior se establecerá un listado de números telefónicos de organismos encargados de la gestión de emergencias y de autoridades con responsabilidades de gestión de la emergencia, las cuales tendrán preferencia en materia de acceso, interconexión y encaminamiento. Además, se establecerá otro listado de números telefónicos los cuales se utilizarán por las autoridades responsables en la zona en situación de emergencia y sólo mientras dure dicha situación. Ambos listados de números telefónicos deberán habilitarse de manera que las redes de telecomunicaciones puedan reconocerlos de manera genérica. Un reglamento regulará la operación y la logística necesaria para el funcionamiento eficiente de estos números.



En situaciones de emergencia a que se refiere el artículo 7° bis, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos móviles deberán poner a disposición de sus usuarios que no tuvieran saldo o estuvieren en situación de corte del servicio por no pago, el número de mensajes gratuitos de emergencia que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 39°C de la ley.



Las obligaciones señaladas en el inciso primero cesarán una vez que se restablezcan los servicios de los concesionarios cuya infraestructura se hubiera visto afectada.



Un reglamento establecerá la forma, oportunidad, condiciones y demás aspectos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente artículo.”.”.

(Indicaciones Nos 1 y 2, aprobadas con modificaciones 5x0).

- - - - - - -

Artículo transitorio, nuevo


--- Incorporar el siguiente artículo transitorio:



“Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el Artículo 39 C de la ley Nº 18.168 será dictado en el plazo máximo de ciento veinte días contado desde la publicación de la presente ley.”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Agréguese un artículo 39 C a la Ley General de Telecomunicaciones, del siguiente tenor:



“Artículo 39 C.- Frente a la ocurrencia de situaciones de emergencia, a que se refiere el artículo 7° bis, advertidas por ONEMI o el organismo que la reemplace e informadas a los operadores de acuerdo al procedimiento que reglamentariamente se establezca, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de servicio público de transmisión de datos que dispongan, por sí mismos o a través de una filial o persona jurídica relacionada, de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa, estarán obligados a proveer el servicio de roaming para mensajería SMS y para llamadas a numeración de emergencia, así como nuevas tecnologías, servicios o aplicaciones, según lo determine el reglamento, a los concesionarios que hayan visto comprometida la operación de su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica afectada por la emergencia, quienes a su vez estarán obligados a contratarlo con las características y condiciones que se establecen más adelante. 



Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan resultar aplicables a estos últimos de acuerdo a la normativa de telecomunicaciones. El precio del servicio de roaming en situación en emergencia será similar al precio promedio del servicio de roaming nacional, lo cual será verificado por la Subsecretaría de acuerdo al procedimiento de cálculo determinado en el reglamento a que se refiere el inciso final del presente artículo, el que deberá considerar a lo menos la información de las ofertas y contratos vigentes a la fecha de su fijación. El concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada por la emergencia no podrá traspasar ninguno de los costos del servicio de roaming  a sus usuarios.



Mediante resolución fundada de la Subsecretaría del Interior se establecerá un listado de números telefónicos de organismos encargados de la gestión de emergencias y de autoridades con responsabilidades de gestión de la emergencia, las cuales tendrán preferencia en materia de acceso, interconexión y encaminamiento. Además, se establecerá otro listado de números telefónicos los cuales se utilizarán por las autoridades responsables en la zona en situación de emergencia y sólo mientras dure dicha situación. Ambos listados de números telefónicos deberán habilitarse de manera que las redes de telecomunicaciones puedan reconocerlos de manera genérica. Un reglamento regulará la operación y la logística necesaria para el funcionamiento eficiente de estos números.



En situaciones de emergencia a que se refiere el artículo 7° bis, los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos móviles deberán poner a disposición de sus usuarios que no tuvieran saldo o estuvieren en situación de corte del servicio por no pago, el número de mensajes gratuitos de emergencia que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 39°C de la ley.



Las obligaciones señaladas en el inciso primero cesarán una vez que se restablezcan los servicios de los concesionarios cuya infraestructura se hubiera visto afectada.



Un reglamento establecerá la forma, oportunidad, condiciones y demás aspectos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente artículo.”.”:


Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el Artículo 39 C de la ley Nº 18.168 será dictado en el plazo máximo de ciento veinte días contado desde la publicación de la presente ley.”.

- - - - - - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 13 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, (Presidente accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 3 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión. 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA PENA PARA LA RADIODIFUSIÓN NO AUTORIZADA

(10.456-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Alejandro Navarro.
- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36 C, contemplado en el número 2) del artículo único, revisten el carácter de orgánicos constitucionales, en tanto otorgar una nueva competencia y atribuciones a los Juzgados de Policía Local, en lo referente al conocimiento y juzgamiento de la infracción administrativa por efectuar radiodifusión no autorizada.


Lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República.


De ese modo, tales preceptos deberán ser aprobados por los cuatro séptimos de los Honorables Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 del texto constitucional.

- - - - - - - 

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Comisión, mediante oficio Nº 41/TT/17, de 10 de octubre de 2017, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del texto aprobado en particular, en este Segundo Informe, del proyecto de ley en referencia, especialmente respecto de los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36 C, nuevo, de la Ley General de Telecomunicaciones, contemplado en el número 2) del artículo único de la iniciativa, por ser preceptos que modifican las atribuciones de los Tribunales de Justicia. En específico, dichas disposiciones consagran una nueva competencia y facultades a los Juzgados de Policía Local, en lo concerniente al conocimiento y juzgamiento de la infracción administrativa consistente en la realización de acciones de radiodifusión no autorizada.


Lo anterior, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.
- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones:  


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N° 2.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 1.


IV.- Indicaciones rechazadas: Nos 3 y 4.


V.- Indicaciones retiradas: ---.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ---.

- - - - - - -


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Asesor Legislativo de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca; de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez; del Jefe de la División de Concesiones de este organismo público, señor Enoc Araya; del Asesor de esta última entidad, señor José Bastías y del Periodista de la Ministra, señor Patricio Cofré.

Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señor Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Huerta; del Instituto Igualdad, señor Rodrigo Márquez; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Nicolás García y de la Segpres, señor Daniel Portilla.

- - - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 4 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO ÚNICO

- - - - - - - 

Artículo 36 ter, nuevo

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable senador señor Girardi, para incorporar el numeral que sigue:


“…) Agrégase el siguiente artículo 36 ter:


“Artículo 36 ter.- El que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de 1 a 3 UTM. La resolución que establezca la multa, incorporará la obligación de quien opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización, de regularizar su situación conforme al artículo 13 A de la Ley General de Telecomunicaciones. Para ello deberá presentarse al concurso público inmediatamente posterior al establecimiento de la sanción.


En el caso de que el infractor no pagare la sanción pecuniaria ni acreditare que inició la solicitud para participar en el concurso público de concesión de radiodifusión sonora, serán retenidos los equipos e instalaciones utilizados en la comisión del ilícito. En este último caso, permanecerán retenidos los equipos e instalaciones hasta la regularización de la concesión, pago de la multa y costos asociados al retiro y traslado de los equipos. Transcurridos seis meses desde la notificación de las infracciones a esta norma, los equipos y medios de transmisión de telecomunicaciones instalados, caerán en comiso y deberán ser destinados a institutos profesionales, industriales o universidades que impartan enseñanza sobre telecomunicaciones, con prohibición de ser usados en alguna forma de radiodifusión pública.


En caso de infringir esta obligación de regularización se sancionará con multa de 3 a 5 UTM.


En el caso de reincidencia el tribunal  sancionará con multa equivalente al duplo de la multa establecida.


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por la infracción a que se refieren los incisos precedentes, el Juzgado de Policía Local de la comuna en que se encuentre ubicada la planta transmisora.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, recordó que durante el debate en general de la iniciativa en examen, existía un relativo consenso sobre el particular, consistente en la mantención de la sanción de multa y comiso para el caso de la radiodifusión no autorizada, pero excluyendo a la pena privativa actualmente existente en este ámbito, esto es, la de presidio menor en sus grados mínimo a medio (de 61 días a 3 años).


La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, concordando con lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, presentó la siguiente propuesta de redacción de la iniciativa en examen, basado en los argumentos que se pasan a describir.

I. Consideraciones al proyecto de ley

- Despenalización de la radiodifusión no autorizada.


- Resguardo del uso del espectro radioeléctrico sin interferencia.


- Existencia de sanción efectiva (multa – comiso).


- Incautación sólo por orden judicial.


- Competencia de los Juzgados de Policía Local.


II. Propuesta


- Derogar el artículo 36° B, letra a), de la Ley General de Telecomunicaciones.


- Sustituir el artículo 36° C de la Ley General de Telecomunicaciones por el siguiente:


“Artículo 36 C.- El que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de 1 a 3 UTM y comiso de los equipos e instalaciones utilizados en la comisión del ilícito. 


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por la infracción a que se refiere el inciso precedente el Juzgado de Policía Local de la comuna en que se encuentre ubicada la planta transmisora. 


Los Jueces de Policía Local, durante la sustanciación del procedimiento, podrán instruir a las policías a efectos de que procedan a la incautación de los equipos e instalaciones que parecieren haber servido o haber estado destinados a la comisión del ilícito.


Asimismo, en caso que Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales sorprendan la comisión de esta infracción, podrán, previa orden judicial, proceder a incautar los citados equipos e instalaciones, levantando un registro de la diligencia, de acuerdo con las normas generales, y poniéndolos a disposición del Juez de Policía Local competente.


Respecto de los equipos e instalaciones objeto de comiso se procederá en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38 de la Ley General de Telecomunicaciones. Asimismo, serán  de  cargo del infractor condenado los costos asociados al retiro y traslado de los equipos e instalaciones en que se incurra en la incautación o el comiso de los mismos.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó su respaldo a la propuesta previamente descrita, en tanto contener, en su opinión, los elementos de consenso sobre el particular.


No obstante lo previamente señalado, sugirió que sólo se proceda a votar el texto del nuevo artículo 36 C propuesto, en tanto la eliminación de la letra a) del artículo 36 B de la Ley General de Telecomunicaciones se contempla en la indicación N° 2, de autoría del Honorable Senador señor Girardi, la que se analizará posteriormente.


En votación la indicación N° 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, bajo la misma redacción que el artículo 36 C propuesto por el Ejecutivo, reemplazando el texto aprobado en general en este punto.


Sin perjuicio de lo anterior, se hizo presente que esta última disposición se recogería en el numeral 2) del artículo único de la iniciativa en estudio, de acuerdo a la estructura del proyecto de ley en examen.

- - - - - - - 

Número 1)

Artículo 36 B

Letra a)


La letra a) del artículo 36 B, de la Ley General de Telecomunicaciones, es del siguiente tenor:


“a) El que opere o explote servicios o instalaciones de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones. La pena será la de presidio menor en sus grados mínimo a medio, multa de cinco a trescientas unidades tributarias mensuales y comiso de los equipos e instalaciones, y”.


El numeral 1) aprobado en general por el Honorable Senado, dice lo siguiente:


“1) Elimínase la expresión “o de radiodifusión” del artículo 36 B letra a), y”.


A este numeral se presentó una indicación signada con el Nº 2.

Indicación Nº 2


2.- Del Honorable senador señor Girardi, para sustituirlo por el que sigue:


“1) Derógase la letra a) del artículo 36 B.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla, en tanto encontrarse en coherencia con la propuesta previamente recogida en el texto final de la indicación N° 1.


En votación la indicación N° 2, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

Numeral 2)

Artículo 36 C, nuevo


El numeral 2), artículo 36 C, nuevo aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“2) Agrégase el siguiente artículo 36 C, nuevo:


“Artículo 36 C.- Comete falta el que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones. La multa en estos casos será de 1 a 3 UTM.”.”.


A este numeral se presentó una indicación signada con el Nº 3.

Indicación Nº 3


3.- Del Honorable senador señor Navarro, para reemplazarlo por el siguiente:


“2) Agrégase al artículo 36 B el siguiente inciso final:


“La Radiodifusión no autorizada será sancionada en conformidad al artículo 38 de esta ley.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto la misma remitir a un artículo distinto al artículo 36 C, antes aprobado, para establecer las sanciones en este ámbito, no siendo coherente con el articulado previamente recogido.


En votación la indicación N° 3, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - - - 

Numeral, nuevo

Artículo 38


El artículo 38 de la Ley General de Telecomunicaciones, dispone que se considerará como infracción distinta, cada día que el infractor deje transcurrir sin ajustarse a las disposiciones de esta ley o de sus reglamentos, después de la orden y plazo que hubiere recibido de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Además, los equipos y medios de transmisión de telecomunicaciones instalados, operados y explotados sin la debida autorización, caerán en comiso y deberán ser destinados a institutos profesionales, industriales o universidades que impartan enseñanza sobre telecomunicaciones, con prohibición de ser usados en alguna forma de radiodifusión pública.



A este numeral se presentó una indicación signada con el Nº 4.

Indicación Nº 4


4.- Del Honorable senador señor Navarro, para consultar el nuevo numeral que se indica a continuación:


“…) Agrégase al artículo 38 un inciso final del siguiente tenor:


"El que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones será́ sancionado con multa de 1 a 3 UTM. La multa se aumentará al triple en el caso que se excedan los parámetros establecidos en la Ley 20.433 que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana. En caso de no demostrase por la autoridad correspondiente que existen interferencias en las señales de concesionarios legalmente habilitados, la multa será siempre de 1 UTM. En caso contrario, el concesionario afectado podrá recurrir al Juzgado de Policía Local de la comuna en que se produce la interferencia. En caso de reincidencia, el Juez podrá determinar además de las multas señaladas el sellado de los equipos de transmisión.”.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma se aleja del texto de consenso previamente descrito, en tanto sólo disponer la sanción de multa, y extraordinariamente el sellado de los equipos de transmisión, para quienes realicen acciones de radiodifusión no autorizada, y no así el comiso de los equipos con los cuales se efectúan dichas conductas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por las razones antes señaladas, sugirió rechazar la indicación en examen.


En votación la indicación N° 4, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Matta y Ossandón, la rechazó.

 - - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

ARTÍCULO ÚNICO

Numeral 1)


--- Sustituirlo por el que sigue:


“1) Derógase la letra a) del artículo 36 B.”.
(Indicación N° 2, aprobada 4x0).

- - - - - - -

Numeral 2)

Artículo 36 C, nuevo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 36 C.- El que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de 1 a 3 UTM y comiso de los equipos e instalaciones utilizados en la comisión del ilícito. 


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por la infracción a que se refiere el inciso precedente el Juzgado de Policía Local de la comuna en que se encuentre ubicada la planta transmisora. 


Los Jueces de Policía Local, durante la sustanciación del procedimiento, podrán instruir a las policías a efectos de que procedan a la incautación de los equipos e instalaciones que parecieren haber servido o haber estado destinados a la comisión del ilícito.


Asimismo, en caso que Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales sorprendan la comisión de esta infracción, podrán, previa orden judicial, proceder a incautar los citados equipos e instalaciones, levantando un registro de la diligencia, de acuerdo con las normas generales, y poniéndolos a disposición del Juez de Policía Local competente.


Respecto de los equipos e instalaciones objeto de comiso se procederá en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38 de la Ley General de Telecomunicaciones. Asimismo, serán  de  cargo del infractor condenado los costos asociados al retiro y traslado de los equipos e instalaciones en que se incurra en la incautación o el comiso de los mismos.”.

(Indicación N° 1, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Modifícase la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones del siguiente modo:


1) Derógase la letra a) del artículo 36 B.


2) Agrégase el siguiente artículo 36 C, nuevo:


“Artículo 36 C.- El que opere o explote servicios o instalaciones de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones, será sancionado con multa de 1 a 3 UTM y comiso de los equipos e instalaciones utilizados en la comisión del ilícito. 


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por la infracción a que se refiere el inciso precedente el Juzgado de Policía Local de la comuna en que se encuentre ubicada la planta transmisora. 


Los Jueces de Policía Local, durante la sustanciación del procedimiento, podrán instruir a las policías a efectos de que procedan a la incautación de los equipos e instalaciones que parecieren haber servido o haber estado destinados a la comisión del ilícito.


Asimismo, en caso que Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales sorprendan la comisión de esta infracción, podrán, previa orden judicial, proceder a incautar los citados equipos e instalaciones, levantando un registro de la diligencia, de acuerdo con las normas generales, y poniéndolos a disposición del Juez de Policía Local competente.


Respecto de los equipos e instalaciones objeto de comiso se procederá en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 38 de la Ley General de Telecomunicaciones. Asimismo, serán  de  cargo del infractor condenado los costos asociados al retiro y traslado de los equipos e instalaciones en que se incurra en la incautación o el comiso de los mismos.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 3 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE TRÁNSITO, RELATIVO AL USO DE VIDRIOS OSCUROS O POLARIZADOS EN VEHÍCULOS MOTORIZADOS

(10.645-15)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón.

- - - - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ---.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ---.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1 y 2.


IV.- Indicaciones rechazadas: ---.


V.- Indicaciones retiradas: ---.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ---.

- - - - - - - - -


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación de la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo; del Asesor Legislativo de la Ministra, señor Fernando Abarca; de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez; del Jefe de la División de Concesiones de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Enoc Araya; del Jefe de la División de Normas y Operaciones de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana; del Abogado de la División Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Alfredo Steinmeyer; del Asesor de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor José Bastías y del Periodista de la Ministra, señor Patricio Cofré.


Asimismo, fueron escuchadas las siguientes entidades:


- De Negocios Pioneros de Vidrios Polarizados, concurrieron la señora Marisol Biadayoli y los señores Octavio Dubosc y Rubén Ñanco.


- De Empresarios de Vidrios Polarizados, asistió su representante, el señor Willian Ribas.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señor Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadango y señores José Huerta y Ricardo Felipe Coñoepan; del Instituto Igualdad, señores Rodrigo Márquez y Sebastián Bastías; de la Fundación Jaime Guzmán, señor Cristóbal Alzamora; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Nicolás García y de la Segpres, señora Vanessa Astete y señores Luis Batallé y Daniel Portilla.

ANTECEDENTES ANALIZADOS


Se deja constancia que, previo a la discusión en particular del proyecto, la Comisión tuvo presente el Oficio N° 284, de fecha 4 de abril del presente año, de la Secretaría General de Carabineros de Chile, el que responde el Oficio N° 9/TT/2017, enviado por la Comisión con fecha 14 de marzo del año en curso, en donde se contienen los planteamientos de dicho órgano público respecto de la iniciativa en referencia. Se dio cuenta del mencionado documento en la sesión de fecha 11 de abril del presente año.


Posteriormente, en sesión celebrada con fecha 22 de agosto del año en curso, se escucharon los planteamientos del Representante de Empresarios de Vidrios Polarizados, señor Willian Ribas, con el objetivo de conocer la posición de la industria sobre el particular.


Por último, se examinó el análisis sobre legislación comparada, efectuado por la Biblioteca del Congreso Nacional, sobre utilización de vidrios oscuros en diversos Estados, instrumento del cual se dio Cuenta en la sesión de la Comisión de fecha 12 de septiembre del año en curso.


De ese modo, a continuación se transcriben, en lo pertinente, el contenido de los referidos documentos, así como el debate suscitado en la aludida exposición del señor Ribas.

OFICIO N° 284 DE LA SECRETARÍA GENERAL DE 

CARABINEROS DE CHILE


Respecto a la modificación del numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, relativo al uso de vidrios oscuros o polarizados en vehículos motorizados (Boletín N° 10.645-15), Carabineros estima que ello resultaría inconveniente, toda vez que se produciría una problemática a nivel de Decreto N° 22/2006 del MINTRATEL. En este sentido, el citado Decreto se limita a señalar que los vidrios pueden ser oscurecidos, sin establecer un estándar técnico en el tipo de opacidad, lo cual haría compleja la fiscalización en esta materia. En este mismo orden de ideas, la expresión “de fábrica”, sin señalar un estándar técnico en la opacidad, dejaría al arbitrio del vendedor o concesionario la adición de láminas a los vidrios del vehículo, generándose la misma dificultad señalada al momento de fiscalizar.


Asimismo, Carabineros estima inconveniente eliminar la frase “Prohíbanse la colocación en ellos de cualquier objeto que impida la plena visual”, toda vez que esto impediría al ente fiscalizador, controlar la colocación de diversos elementos, como por ejemplo, parasoles, autoadhesivos, etc., que resultan tan perjudiciales para la visual del conductor como las láminas de seguridad oscurecidas o polarizadas, además de obstaculizar la constatación de infracciones por parte del conductor (no uso de cinturón de seguridad, hacer uso de un teléfono móvil, no ir atento a las condiciones del tránsito).

Informe de la Secretaría General de Carabineros sobre el proyecto que introduce modificaciones a la Ley de Tránsito

I. Antecedentes:


- D.F.L. N° 1, MINTRATEL y Ministerio de Justicia del 27.12.2007, publicado el 29.10.2009, fija texto refundido coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito N° 18.290.

- Decreto N°22/2006 del MINTRATEL.

- Resolución N° 48/2000 MINTRATEL.

- Boletín N°10.645-15, proyecto de ley que modifica el numeral 1 del artículo 75 Ley de Tránsito.

II. Descripción:

1. Primera propuesta: modificación del numeral 1 del artículo 75° de la Ley de Tránsito

1.1. Propuesta del Senado: Cambiar la frase actual "Prohíbense los vidrios oscuros o polarizados, salvo los que se contemplen en el Reglamento", por la frase "Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados de acuerdo a los requisitos y modalidades establecidas en el Reglamento".

Observación: En la actualidad, está prohibido todo lo que no permite el Decreto N° 22/2006 del MINTRATEL; al efectuarse la modificación legal, la Ley del Transito permitirá el uso de vidrios oscuros o polarizados de acuerdo a los requisitos o modalidades establecidas en un Reglamento, generándose un vacío legal en relación a todos los elementos o situaciones no permitidas legalmente.

Efecto: Para la aplicación práctica de la Ley de Tránsito, se debe prohibir por regla general, permitiendo por vía de la excepción, es decir, debe constar con una autorización restrictiva. Ejemplo, se prohíbe virar a la izquierda excepto a los vehículos de emergencia.

En este caso, al indicar que podrá contar con los vidrios oscurecidos o polarizados de acuerdo al Reglamento genera una necesidad de la dictación de un Reglamento o Decreto que no existe, salvo que se continúe utilizando el criterio descrito en el Decreto N° 22, el cual se encuentra suficientemente normado especificando qué vidrios pueden ser oscurecidos (los distintos al parabrisas y puertas delanteras) y sólo de fábrica. Para el caso en particular, la problemática se presenta en el Decreto y no en la Ley, generándose conflictos con el estándar técnico de la opacidad o en la expresión "de fábrica" la cual es imprecisa dejando al arbitrio del vendedor o de los usuarios el hecho que al momento de adquirir vehículos con láminas de seguridad adicionales, situaciones que deberían ser aclaradas por el legislador.

1.2. Propuesta del Senado: Suprimir la frase "Prohíbense la colocación en ellos de cualquier objeto que impida la plena visual".

Observación: Al suprimir el inciso segundo del numeral 1o del artículo 75°, se genera una serie de inconvenientes relacionados con los estándares de seguridad. El hecho que exista este inciso no es azaroso, la colocación de objetos que impidan la visual genera diversos problemas, tanto para el conductor del vehículo, al no tener la adecuada visual que genere condiciones de riesgo de accidentes de tránsito, como para los entes fiscalizadores, quienes al no tener la adecuada visual no pueden identificar al conductor del vehículo, ni pueden percibir si éste está cometiendo alguna infracción (no uso del cinturón de seguridad, uso del teléfono celular mientras conduce o si está atento a las condiciones del tránsito, etc.).

Nuevamente, de existir una problemática, ésta se presentaría en el Decreto N°22 y no en la Ley de Tránsito, pues es aquí donde se podrían encontrar complicaciones cuando el ente fiscalizador se encuentre en casos que vulneren la visibilidad, por lo que es aconsejable que este Decreto sea regulado a nivel técnico y no en la Ley.

Efecto: No tiene relación directa con la fiscalización del nivel de opacidad del vidrio o la presencia de film polarizado. Este inciso permite fiscalizar la presencia de objetos que impidan la plena visual, tales como: presencia de publicidad con film micro perforados que pueden afectar la seguridad vial al disminuir notoriamente la capacidad visual del conductor respecto de las condiciones del entorno. Así también, la eliminación de este inciso no haría posible fiscalizar o infraccionar a conductores que adhirieran a los vidrios objetos que afecten la plena visual al momento de conducir, como ser, parasoles, toallas u otros objetos que afectan igualmente la condición de visibilidad del entorno.

Opinión: Conforme a lo anterior, no se estima necesario modificar la ley respecto de este punto, por cuanto el objetivo que se pretende obtener puede generarse a través de un cambio de orden administrativo en el Decreto 22/2006, y su referencia a la Resolución 48/2000, toda vez que aporta a la fiscalización de una situación cotidiana de riesgo de accidentes.

Conclusión de la Secretaría General de Carabineros respecto de la primera propuesta

La modificación de la ley en la práctica, mantendría la incertidumbre jurídica, por cuanto establecería al ser aprobada, el hecho de permitir el uso de vidrios oscurecidos o polarizados, dejando al Reglamento o Decreto la regulación de la materia en circunstancias que actualmente ocurre aquello. De no acontecer un cambio en la normativa reglamentaria, una modificación legal no significaría un mayor estándar de exigibilidad técnico, al contrario, generaría mayores inconvenientes al momento de fiscalizar; provocando un perjuicio a la seguridad vial, aumentando el riesgo de accidentes al permitir que los conductores puedan colocar objetos que impidan la plena visual de éstos.
UTILIZACIÓN DE VIDRIOS POLARIZADOS: LEGISLACIÓN EXTRANJERA

INFORME ELABORADO POR 

LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL


Introducción

Se describe la regulación sobre utilización de vidrios polarizados en vehículos en Argentina, Brasil, España y Estados Unidos de América (Estados de Colorado y Florida). En todas ellas, es permitido el uso de dichos vidrios sea de fábrica o por aplicación de láminas.


La selección de los casos analizados corresponde a jurisdicciones con origen en el derecho continental (Argentina, Brasil y España) y de raíz anglosajona. Todos esos países (más allá de los Estados), además cuentan con industria automotriz propia.


Las diversas legislaciones utilizan el concepto de transmitancia lumínica, solar o de la luz, que es el porcentaje de luz (cualesquiera sean las unidades utilizadas para cuantificar) que atraviesa dicho material. Se constata, que los vidrios polarizados pueden ser tales desde su fabricación, por tratamientos posteriores o por láminas que se le adhieren.


En Argentina, la transmitancia lumínica de los vidrios del vehículo no debe ser inferior al 75% en el caso de los parabrisas, ni inferior al 70 % en el caso de los otros vidrios.


Particularmente en la ciudad de Rosario se autoriza el uso de láminas de control solar que  garanticen la adecuada visibilidad. Ellas se podrán aplicar a toda la superficie de los vidrios laterales del conductor y acompañante, a otros vidrios laterales y parabrisas traseros o lunetas. Se autoriza como máximo grado de tonalidad el denominado "intermedio” de los catálogos de venta de dichas laminas.


En Brasil, la transmitancia de la luz no puede ser inferior a 75% para el parabrisas y 70% para los demás vidrios esenciales para la conducción (los laterales delanteros). En otros vidrios  la transparencia no podrá ser inferior al 28%.


En España, en el parabrisas el factor de transmitancia luminosa, medido perpendicularmente a la superficie, debe ser al menos del 70%. En el caso de los vehículos blindados, el factor de transmitancia luminosa es, como mínimo, del 60 %. Para el resto de los vidrios, es también del 70%


En el Estado de Colorado (EE.UU), el parabrisas no puede tener menos de 70% de trasmitancia luminosa. Las ventanas laterales delanteras pueden ser entintadas u opacadas de manera tal que permitan como mínimo un 27% de transmitancia. Las ventanas de la parte trasera, incluido el vidrio trasero, pueden ser entintadas permitiendo menos del 27% de transmitancia, siempre que las ventanas laterales delanteras y el parabrisas, a su vez, permitan al menos un 70% de transmitancia lumínica.


En el Estado de Florida, el parabrisas debe permitir una visibilidad al conducir de al menos  70% de transmitancia luminosa y de 60% en el caso de los vidrios blindados. Ninguna ventana lateral (de ambos lados) puede ser entintada con un material de protección solar que tenga una transmitancia lumínica de por lo menos 28% en el rango de la luz visible. El vidrio posterior debe tener una transmitancia lumínica de 35% al menos, y en el caso de los vehículos de al menos 6% en el rango de luz visible.


Tanto en España como en Florida, existen reglas especiales para las personas que padecen Lupus u otras enfermedades similares.


I. Argentina

En Argentina, a nivel federal, la Ley Nacional de Tránsito dispone en el artículo 30 que los automotores deben contar con los siguientes dispositivos mínimos de seguridad:


“f) Vidrios de seguridad o elementos transparentes similares, normalizados y con el grado de tonalidad adecuados.”.


Complementando esta ley, el Decreto 779/95 establece la reglamentación general de la Ley Nacional del Tránsito. En el artículo 30 de este Decreto se dispone que los dispositivos de seguridad para los vehículos deberán cumplir los siguientes requisitos mínimos, sin perjuicio de aquellos que la Norma IRAM (norma técnica) respectiva incorpore:


“f) Todo vidrio de seguridad que forme parte de la carrocería de un vehículo deberá cumplir con lo establecido en el Anexo F -"Vidrios de Seguridad para Vehículos Automotores"-"Prescripciones uniformes de los vidrios de seguridad y de los materiales destinados para su colocación en vehículos automotores y sus remolques"- de la presente, complementado por la Norma IRAM-AITA 1H3.”.


Luego, el anexo F, mencionado en el artículo 30 letra f), regula los vidrios de seguridad para vehículos. En concreto, el punto 1.9.1.4 establece que la transparencia (transmitancia lumínica) de los vidrios no debe ser inferior al 75% en el caso de los parabrisas, ni inferior al 70 % en el caso de los vidrios que no sean parabrisas.


Por su parte, el Manual argentino de Revisión Técnica Obligatoria, dispone en el punto 9.6 que se deberá inspeccionar el parabrisas, el vidrio trasero y los laterales del vehículo, verificando que ellos permitan una visión correcta y sin deformaciones, carezcan de elementos adheridos o pintados que no sean los reglamentarios y además a su respecto no se permite la colocación de filmes o láminas que afecten la transmisión luminosa original de fábrica. Asimismo, todos estos vidrios deben ser homologados.


1. Ciudad de Rosario

En el ámbito local, por ejemplo en la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, mediante la Ordenanza Nº 8.562/2010 y su Decreto Reglamentario Nº 300/2011 se regula el uso de láminas polarizadas en vehículos que circulan dentro de la ciudad y sólo para los fines de circulación en el radio urbano de la urbe.


La Ordenanza N° 8.562 prohíbe por regla general la colocación de elementos que dificulten la visibilidad del parabrisas y demás vidrios de seguridad del vehículo o la aplicación de elementos no autorizados o que no contemplen los requisitos que la disposición señala1.


Luego, indica la Ordenanza, las láminas de seguridad y control solar no serán utilizadas en el vidrio parabrisas delantero, excepto en forma de una banda o visera en la parte superior del mismo, la que no debe exceder de 15 centímetros de ancho.


De la misma manera, la Ordenanza indica que las láminas de seguridad y control solar deberán garantizar la adecuada visibilidad, se podrán aplicar a toda la superficie de los vidrios laterales de conductor y acompañante y otros vidrios laterales y parabrisas traseros o lunetas, autorizándose como máximo grado de tonalidad el comúnmente denominado "intermedio" (2.2.2). 


En concreto, este grado de tonalidad intermedio debe permitir distinguir desde el exterior del vehículo la silueta de sus ocupantes. Además, en caso de aplicarse en el vidrio parabrisas trasero o en una luneta se exigirá la instalación de espejos retrovisores a ambos lados del vehículo. 


Continua la Ordenanza estableciendo que las empresas y particulares debidamente habilitados para colocar láminas de seguridad y control solar a vehículos, deberán hacerlo conforme a dicha norma. 


Asimismo, de acuerdo a la Ordenanza, la Municipalidad de Rosario confeccionará una “oblea” habilitante identificadora del grado de tonalidad permitida en el vidrio y una cédula identificadora. 


La mencionada oblea deberá ser colocada en el parabrisas delantero del vehículo e indicará:


- Fecha de colocación de las láminas de seguridad y control solar;


- Número de código;


- Datos del vehículo;


- Grado de tonalidad permitido; 


- Organismos de control y responsables de la aplicación de los polarizados.


La oblea y la cédula habilitarán a los vehículos a transitar por la Ciudad de Rosario.


Los organismos de control y responsables de la aplicación de los polarizados tendrán la obligación de grabar en cada lámina de seguridad y de control solar un número de código legalizando su tonalidad. Dicho código deberá coincidir con el número establecido en la oblea habilitante identificadora. 


Por último, el Decreto Reglamentario N° 300 indica, en el artículo 1°, que se entiende, a los efectos de la Ordenanza, por láminas de seguridad y control solar de “tonalidad intermedia”, aquellas que reúnan las especificaciones técnicas correspondientes a la “denominada 20”2, en los catálogos de fabricación de uso corriente en la comercialización de las mismas. Se admitirán exclusivamente en color gris y negro quedando prohibidas las espejadas y semiespejadas.


II. Brasil

El Código de Tránsito Brasileiro, artículo 111. III, dispone que está prohibido, en las áreas con vidrios del automóvil, las películas reflectivas o pinturas cuando puedan comprometer la seguridad del vehículo, en la forma que lo disponga el Consejo Nacional de Tránsito (CONTRAN).


CONTRAN, de acuerdo al Código de Tránsito Brasileño, tiene entre sus competencias el disponer de las normas reglamentarias contempladas en dicho Código y las directrices de la Política Nacional de Tráfico.


Luego, la Resolución de CONTRAN N° 254 de 2007 establece en el artículo 3 que en los vehículos, la transmitancia de la luz no puede ser inferior a 75% para los vidrios del parabrisas y 70% para los demás vidrios esenciales para la conducción del vehículo.


Cabe señalar que la Resolución considera áreas esenciales para la conducción del vehículo, el parabrisas incluyendo la faja periférica de serigrafía destinada a dar terminación al vidrio o el área degrade en caso que ella exista y además el área vidriada situada en la zona delantera lateral del vehículo, respetando el campo de visión del conductor.


Luego, el mismo artículo 3 indica que quedan excluidos de la regla precedente, los vidrios que no interfieren con las áreas indispensables a la conducción del vehículo, en estos la transparencia no podrá ser inferior al 28%. En el caso del vidrio trasero, se aplica esta regla siempre que el vehículo esté dotado de espejo retrovisor externo derecho.


El artículo 7 de la Resolución, por su parte, permite la instalación de películas no reflectivas en las áreas con vidrios de los vehículos, siempre que ellas cumplan las mismas condiciones de transparencia precedentemente señaladas. 


Se deberá grabar en la película la marca del instalador, el índice de transmitancia lumínica, y un símbolo que indique que la mencionada película cumple con las normas brasileñas (artículo 4).


La verificación  del cumplimiento de los índices de transmitancia luminosa, será realizada mediante la utilización de instrumentos autorizados y homologados por la autoridad (artículo 10).


La Resolución de CONTRAN, también se remite a la norma brasileña NBR 94913 (cuya última versión es de 2015), sobre vidrios de seguridad para vehículos. Ésta, reitera el índice de transmitancia luminosa no inferior al 70%. 


III. España

El Reglamento General de Circulación4 de España, particularmente el artículo 19 relativo a la visibilidad en el vehículo dispone que la “superficie acristalada del vehículo” debe permitir, en todo caso, la visibilidad diáfana del conductor sobre toda la vía por la que circule, sin interferencias de láminas o adhesivos.


El mismo artículo 19 establece que únicamente se puede circular con láminas adhesivas o cortinillas contra el sol en las ventanillas posteriores cuando el vehículo lleve dos espejos retrovisores exteriores que cumplan las especificaciones técnicas necesarias.


A continuación, el artículo 19 precisa que la utilización de láminas adhesivas en los vehículos se permitirá en las condiciones establecidas en la reglamentación de vehículos. Sin embargo queda prohibida, en todo caso, la colocación de vidrios tintados o coloreados no homologados.


Puntualmente en relación al parabrisas, el Reglamento General de Vehículos5 establece en el artículo 11 las condiciones técnicas que deben cumplir los vehículos de motor, sus partes y sus piezas, para que puedan ser matriculados o puestos en circulación. La norma señala que los vehículos deben estar construidos y mantenidos de forma que el campo de visión del conductor hacia delante, hacia la derecha y hacia la izquierda (a través del parabrisas) le permita una visibilidad diáfana sobre toda la vía por la que circule.


Asimismo, el artículo 11 dispone que los elementos transparentes del habitáculo que afecten al campo de visión del conductor no deben deformar de modo apreciable los objetos vistos a su través, ni producir confusión entre los colores utilizados en la señalización vial.


Continuando con la regulación del parabrisas, el Reglamento General de Vehículos en su Anexo I establece que el campo de visión del conductor debe cumplir con las exigencias del Real Decreto N° 2.028/86 sobre normas para la aplicación de determinadas directivas de la CEE, relativas a la homologación de tipo de vehículos automóviles, remolques, semirremolques, motocicletas, ciclomotores y vehículos agrícolas, así como de partes y piezas de dichos vehículos.


En relación al Real Decreto N° 2.028/1986, cabe señalar que la Orden IET/1105/20146 actualiza sus anexos I y II.


Puntualmente, el Anexo I actualizado del Real Decreto N° 2.028, trata sobre vehículos automóviles y sus partes y piezas. En materia de campo de visión del conductor, la disposición reconduce a su vez a las normas del Reglamento N° 125 de la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa (CEPE/ONU), sobre disposiciones uniformes relativas a la homologación de vehículos de motor con respecto al campo de visión delantera del conductor.


Ahora bien, el punto 1.1. del Reglamento N° 125 se refiere al campo de visión delantera de 180° de los conductores de vehículos de la categoría M17. El objeto de dicha regla es garantizar la existencia de un campo de visión adecuado cuando el parabrisas y las demás superficies acristaladas estén secas y limpias. Este Reglamento, también, establece la llamada zona transparente, que es aquella parte del parabrisas o de otra superficie acristalada de un vehículo cuyo factor de transmitancia luminosa, medido perpendicularmente a la superficie es de al menos 70 %. En el caso de los vehículos blindados, el factor de transmitancia luminosa debe ser, como mínimo, del 60 %.


Respecto de otras áreas vidriadas del vehículo, distintas del parabrisas se aplica la Orden ITC/1992/20108 de España. Ésta, dispone en el artículo 1, que su objeto es la determinación de las condiciones técnicas que deben cumplir las láminas de material plástico destinadas a ser adheridas a los vidrios de seguridad y materiales para acristalamiento de los vehículos en servicio. Estas láminas pueden ser publicitarias o solares, conforme los fundamentos de la Orden mencionada.


Las láminas regulas por la Orden ITC/1992/2010 son aquellas plásticas, interiores o exteriores, no homologadas conjuntamente con el vidrio de seguridad o el material de acristalamiento soporte y destinadas a ser adheridas en los vidrios de seguridad o materiales de acristalamiento homologados ya instalados en los vehículos de motor en servicio y sus remolques, y que no estén situados en el campo de visión del conductor en 180º hacia delante, ni en las salidas de emergencia.


La Orden ITC/1992/2010 define a las láminas plásticas como aquellas elaboradas de: material plástico, pudiendo ser microperforada o continua, destinada a ser adherida en los vidrios de seguridad o material de acristalamiento de un vehículo, por la parte externa, o por la parte interna de los mismos, o por ambas, y que no estén situados en el campo de visión del conductor en 180º hacia delante, ni en las salidas de emergencia, salvo en las condiciones indicadas en el artículo 6 de esta orden.


Uno de los elementos que deben ser homologados en las láminas, conforme la Orden, es el color.


En este punto, paralelamente a la Orden ITC/1992/2010 existe el Reglamento N° 43 de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas (CEPE/ONU), sobre disposiciones uniformes relativas a la homologación de los materiales de acristalamiento de seguridad y su montaje en los vehículos. Este Reglamento también trata, entre otras materias, sobre la transmitancia lumínica de los diversos vidrios de los vehículos y de las láminas que se le adhieren. 


El Reglamento N° 43, define “Oscurecimiento opaco”, como toda superficie del acristalamiento que impida la transmisión de la luz9, incluyendo toda superficie serigrafiada, plena o con lunares, pero excluyendo cualquier banda parasol.  Luego, “Banda parasol” es toda zona del acristalamiento con una transmitancia de la luz reducida, excluyendo todo oscurecimiento opaco.


Este Reglamento N°43, indica que los resultados de las pruebas de los vidrios y láminas para parabrisas y otros acristalamientos de lugares sujetos a requisitos de visibilidad para la conducción deben arrojar como mínimo entre 70% y 75% de transmitancia regular de la luz para los vehículos categoría M (puntos: 3.6.1 del anexo 20, 4.1.1 del anexo 21 y 9.1.4 del anexo 3).


Sobre la homologación, en materia de seguridad de las láminas plásticas adheridas a los vidrios, la Orden ITC/1992/2010 (artículo 3) dispone reglas sobre los ensayos técnicos conducentes a garantizar que no se modifican las condiciones de seguridad del vidrio de seguridad o material de acristalamiento cuando se adhieren dichas láminas. Si los ensayos son superados, el laboratorio autorizado emitirá un certificado que deberá identificar las características del tipo de lámina y el resultado de los ensayos realizados. El fabricante presentará en el Registro del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, entre otros el Certificado de ensayos expedido por el laboratorio que ha realizado los ensayos de las láminas para ser instaladas al interior o al exterior, sobre su fragmentación10, resistencia al fuego11 y eventualmente su resistencia al sistema de fijación12.


1. Situación de vehículos de personas con Lupus

El ordenamiento español ha establecido reglas especiales sobre vidrios polarizados (particularmente de los parabrisas) para las personas que padecen de Lupus. 


En efecto, la Orden IET/543/2012 de 14 de marzo de 201213 asevera que existe una demanda de las de las personas afectadas por Lupus para que se permita la utilización de filtros de rayos ultravioleta en los parabrisas y cristales laterales delanteros de los vehículos en servicio, con la finalidad de mejorar su calidad de vida.


A continuación, la Orden IET/543/2012 declara como objetivo la determinación de las condiciones técnicas que deben reunir los filtros de rayos ultravioleta14 destinados a ser adheridos por el interior de los vidrios de seguridad y materiales de acristalamiento, debidamente homologados, situados en el campo de visión del conductor en 180º hacia adelante.


Además de determinar las condiciones técnicas de los filtros, la Orden IET/543/2012 establece que se entiende que el acristalado de seguridad con su lámina de rayos UVA adherida, se ajusta a la normativa, si el factor de transmitancia es superior o igual al 70%. En caso de que esta medida sea inferior al 70%, no se podrá emitir el documento de idoneidad para la instalación. En este caso, el servicio técnico encargado de los ensayos deberá retirar a su costo, de forma inmediata la lámina adherida, volviendo el acristalado de seguridad a sus condiciones iniciales, previstas en la homologación (artículo 7).


IV. Estados Unidos de América

La jurisdicción que regula a los vidrios polarizados de los vehículos en los Estados Unidos de América, es de nivel estatal. Por ello, se analizan las normas de dos estados: Florida y Colorado.


1. Estado de Colorado

Conforme el Colorado Revised Statutes, título 42 sobre vehículos y tráfico, sección 42-4-227, el parabrisas no puede tener menos de 70% de trasmitancia luminosa. 


Las ventanas contiguas al conductor (laterales delanteras) pueden ser entintadas u opacadas de manera tal que permitan como mínimo un 27% de transmitancia. 


Sin perjuicio de lo señalado, las ventanas de la parte trasera del conductor, incluido el vidrio trasero, pueden ser entintadas permitiendo menos del 27% de transmitancia, siempre que las ventanas laterales delanteras y el parabrisas, a su vez, permitan al menos un 70% de transmitancia lumínica.


La norma precisa que al parabrisas se le podrá aplicar un material no transparente en la parte más alta, sujeto a lo siguiente:


- El borde inferior del material no se extiende más de allá cuatro pulgadas15 medidas desde la parte superior del parabrisas hacia abajo.


- El material no debe ser de color rojo o ámbar, ni debe afectar la percepción de los colores primarios, ni distorsionar la visión o contener letras que distorsionen u obstruyan la visión.


- El material no debe reflejar la luz solar o deslumbrar los ojos de los ocupantes de los vehículos que se aproximan o preceden, en mayor medida que lo haría el parabrisas sin el material.


Los vehículos policiales, para el propósito de realizar servicios policiales salvo labores relacionadas a las operaciones de tránsito, pueden tener sus vidrios, excepto el parabrisas, tratados de manera tal que permitan menos del 27% de transmitancia lumínica.


La norma de Colorado precisa que la disposición reseñada no puede interpretarse de manera tal que  impida el uso de cualquier vidrio de un vehículo que esté compuesto, cubierto o tratado con cualquier material o componente, previamente aprobado por un Estatuto o Regulación Federal. Lo anterior, en la medida que el material fue incorporado durante la fabricación del vehículo o cuando se sustituyó el cristal por otro vidrio que cumple dichos estatutos o regulaciones.


Finalmente, se sanciona a quienes instalen, cubran o traten parabrisas o vidrios de los vehículos infringiendo las normas de la sección 42-4-227.


2. Estado de Florida

De acuerdo a los Florida Statutes de 2017, Título XXIII, sobre vehículos motorizados, capítulo 316, sección  316.2952, los parabrisas podrán disponer de un material de protección solar (“banda de sombra”) consistente en un una franja en la parte superior del mencionado parabrisas, siempre y cuando este material sea transparente y no invada el área de visión directa del conductor, conforme lo definido en las Normas Federales sobre Seguridad de Vehículos Motorizados (49 CFR16, Sección 571.205, estándar 205) para vehículos construidos con posterioridad a 2006. 


Esta norma federal sobre seguridad (sección 571.205) indica a su vez que las bandas de sombra para parabrisas deberán cumplir con los estándares de las normas técnicas SAE17 Recommended Practice J100 (1995). Éstas, de manera general, determinan barreras a las mencionadas bandas instaladas en superficies de vidrio en los vehículos de clase A. Esta banda debe permitir la visión del conductor, protegerlo respecto del encandilamiento y otorgar confort a los ocupantes respecto de la radiación solar. Considerando, que las bandas transmiten menos luz visible que el resto de la superficie del vidrio, sus límites están determinados por el campo visual del conductor.


Asimismo, la sección 571.205 del 49 CFR, dispone que el material de los vidrios deberán ajustarse a las reglas de las ANSI/SAE Z26.1-199618. Estas normas técnicas disponen (página 8) que los vidrios normales deben permitir una visibilidad al conducir de no menos de 70% de transmitancia luminosa y de 60% en el caso de los vidrios blindados.


Por su parte, la sección 316.2953 de la norma de Florida, dispone que ninguna ventana lateral (de ambos lados) de un vehículo puede ser entintada con un material de protección solar que tenga una reflectancia solar total de luz visible no superior al 25% y una transmitancia lumínica de por los menos 28% el rango de la luz visible.


Luego, la sección 316.2954 establece que por regla general el vidrio que está detrás del conductor no puede estar compuesto o cubierto o tratado con algún material para bloquear el sol, de manera que el vidrio deje ser transparente o que pudiese alterar el color del vidrio, incrementar su reflectividad o reducir su transmitancia lumínica. Lo anterior tiene dos excepciones: 


- Cuando el material de protección solar sea una película que al aplicarse y probarse en el vidrio de la ventana trasera, tenga una reflectancia solar total de luz visible de no más del 35% medida y una transmitancia luminosa de por lo menos 15% en el rango de luz visible.


- Cuando el material de protección solar que, se aplica y prueba en el cristal de la ventanilla trasera de un vehículo de uso múltiple de pasajeros, tenga una reflectancia solar total de luz visible de no más del 35% medida y una transmitancia de luz de al menos 6% en el rango de luz visible.


Conforme a la sección 316.2954, el Departamento de Tránsito podrá, en virtud de razones médicas, certificar que determinadas personas padecen de Lupus, una enfermedad autoinmune u otra condición médica que requiere una limitada exposición a la luz. En virtud del certificado (que no es transferible), dichas personas podrán instalar láminas que bloquen el sol en el parabrisas o en los vidrios laterales o traseros de sus vehículos.


Por último, se establece que todo instalador o vendedor de material de protección solar debe proporcionar al comprador, una etiqueta de película de vinilo autodestructiva y no autoextraíble, indicando que el mencionado material cumple con las exigencias reseñadas para los diferentes tipos de vidrios (sección 316.2955).

EXPOSICIÓN DEL SEÑOR WILLIAM RIBAS


El Representante de Empresarios de Vidrios Polarizados, señor Willian Ribas, comenzó su intervención destacando que el debate sobre la iniciativa en referencia debe centrarse en la regulación de una adecuada utilización de vidrios polarizados, en concreto, la disposición de la transmisión luminosa permitida en tales elementos en vehículos motorizados, a fin de que ello sea seguro para el conductor, los pasajeros y los peatones.


En tal sentido, indicó que, a nivel comparado, existen altos parámetros de aceptabilidad para la instalación de los referidos dispositivos, existiendo una reglamentación clara que define el punto.


En seguida, señaló que el particular recobra mayor importancia tanto por razones de seguridad pública como de salud para el conductor y los pasajeros del vehículo. 


En efecto, explicó que Chile presenta altos índices de radiación ultravioleta, por lo que se hace recomendable la instalación de los referidos elementos en vehículos cuyos ocupantes sean sensibles a dicho fenómeno. Asimismo, señaló que aquellos instrumentos permitan brindar seguridad y privacidad al automóvil, como parte de la esfera particular del sujeto.


Por tales razones, es que sugirió que se disponga de una normativa que si bien permita el empleo de tales artefactos, regule claramente los parámetros técnicos a los cuales deberán ajustarse, a fin de impedir, en primer lugar, arbitrariedades en la fiscalización de los mismos, como ocurre, en su opinión, actualmente, en algunas plantas de revisión técnicas, y en segundo orden, evitar la estigmatización en el uso de los mismos.


En la misma línea, expresó que de acuerdo a regulaciones existentes en otros países, se acepta que el parabrisas presente, aproximadamente, un 70% de transparencia, en tanto ser el principal espacio del conductor. Dicho porcentaje, agregó, disminuye hasta alrededor de un 50% en el caso de los vidrios de las puertas delanteras, y respecto de los de las puertas traseras tal índice se reduce hasta un 25%.


Dicha escala, añadió, obedece precisamente a criterios de seguridad vial y de privacidad de los ocupantes del vehículo, sopesando los intereses en juego en este punto.


Posteriormente, expresó que una buena medida en este ámbito ha sido la adoptada por el Estado de Brasil, en donde se dispone que frente a la instalación de los mencionados dispositivos se efectúe el registro de la persona que lo ha realizado, permitiendo luego que el cliente respectivo pueda identificar en contra de quien dirigirse civilmente ante daños ocasionados como producto de tal instalación.


Por último, resaltó que la prohibición de la polarización en los vidrios acarrearía severas complejidades en el mercado automotriz, en tanto las automotoras incorporan tales elementos al momento de su fabricación, de acuerdo a los estándares internacionales, por lo que sugirió ajustarse a estos últimos a fin de otorgar claridad tanto a los propietarios de los vehículos, como a las autoridades fiscalizadoras, con el objetivo de que ambos se ajusten a los criterios normativos pertinentes.


Luego de la intervención antes descrita, los Honorables Senadores miembros de la Comisión efectuaron las siguientes observaciones.


El Honorable Senador señor Ossandón, en el mismo sentido manifestado por quien le antecedió en el uso de la palabra, expresó que el propósito de la iniciativa en examen, y de la indicación N° 1, presentada por su persona en coautoría con el Honorable Senador señor Matta, es establecer con claridad que el uso de los vidrios polarizados está permitido, pero sujeto a las exigencias técnicas de transparencia y seguridad, que fije el respectivo reglamento.


Lo anterior, agregó, a fin de impedir el alza de ilícitos que se comete por parte de sujetos que se amparan en tales elementos para cubrir su identidad en la ejecución de tales acciones, como también con el objetivo de otorgar pautas claras a las autoridades y organismos del sector al momento de controlar el empleo de los referidos instrumentos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que el tema reviste una complejidad tal que se hace necesario analizar y sopesar los distintos intereses que se suscitan en el particular, dentro de los cuales mencionó, asimismo, a la seguridad de los pasajeros del vehículo al momento de que los mismos se vean en la necesidad de escapar del móvil a través de las ventanas de aquél. Lo anterior, con la finalidad de determinar si los vidrios polarizados, o láminas de seguridad polarizadas, pueden o no resultar impidiendo tal maniobra de emergencia.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Posteriormente, la Comisión se abocó al estudio de las 2 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO ÚNICO

El numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, es del siguiente tenor:


“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Prohíbense los vidrios oscuros o polarizados, salvo los que se contemplen en el Reglamento.


Prohíbese la colocación en ellos de cualquier objeto que impida la plena visual;”


El numeral 1 aprobado en general por el Honorable Senado, señala textualmente:

“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados de acuerdo a los requisitos y modalidades establecidas en el Reglamento.”.


A este numeral se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 1 y 2.
Número 1 propuesto.
Indicación Nº 1

1.- De los Honorables Senadores señores Matta y Ossandón, para remplazarlo por uno del tenor siguiente:

“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados cuando estos cumplan con las respectivas especificaciones técnicas, tales como el factor de reflexión luminosa, transmisión luminosa, normas de instalación y seguridad, u otras establecidas en el Reglamento.”.

En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la finalidad de la misma, así como del proyecto de ley en estudio, es otorgar claridad respecto a que los vidrios polarizados sí son permitidos, siempre y cuando cumplan con las exigencias reglamentarias pertinentes. De ahí, resaltó, es que dicha indicación se haya formulado en términos imperativos, esto es, permitiendo la utilización de dichos implementos, pero sujetándose a la regulación reglamentaria que proceda.

En efecto, agregó, la actual confusión normativa en este ámbito se suscita por no existir claridad acerca de la prohibición o autorización en el empleo de los referidos vidrios polarizados, lo que ha conducido a que las plantas de revisión técnica no presenten criterios uniformes al respecto, generando incerteza en los propietarios de vehículos.

En esa línea, sugirió concordar, en conjunto con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, un texto que disponga claramente, en primer lugar, que no se pueden utilizar tales implementos en los vidrios delanteros ni en el parabrisas, en inobservancia de los índices de transparencia requeridos, y en segundo orden, el grado de visibilidad con la que la polarización debe contar en cada caso.

Lo anterior, añadió, se ha convertido en un verdadero problema de seguridad pública, en tanto actualmente utilizarse tales elementos para cometer todo tipo de delitos, amparándose los hechores en la no visibilización que la víctima tiene hacia los ocupantes del vehículo desde donde se perpetra el hecho.

Así, afirmó, en virtud de ese escenario, es que muchas personas han optado por la colocación de láminas de seguridad en sus vehículos, las que, en su opinión, no transgreden la normativa, sin perjuicio de que las plantas de revisión técnica, en ciertas ocasiones, han ordenado removerlas.

Por las razones antes explicadas, concluyó, es que se debe contar con una adecuada regulación en este ámbito, en los términos antes descritos, a fin de que se dote de la debida seguridad tanto a los conductores como a las autoridades policiales.

El Jefe de la División de Normas y Operaciones de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana, indicó que hasta el año 2005 la Ley de Tránsito disponía que todo vehículo motorizado debía contar con vidrios de seguridad que permitieran una perfecta visibilidad desde y hacia el interior de los vehículos.

Posteriormente, explicó, producto de que muchos vehículos todo terreno u otros similares provenían, desde fábrica, con vidrios polarizados en sus vidrios traseros, no de los del campo del conductor, se agregó a la mencionada ley la prohibición de utilización de vidrios oscurecidos o polarizados, salvo en los casos en que lo permita el reglamento.

De ese modo, agregó, en el año 2006 el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictó el respectivo reglamento recogiendo las disposiciones internacionales sobre vidrios de vehículos, exigiendo que en los mismos se debe seguir la respectiva norma técnica Nº 571/205 contemplada en el Código de Regulación Federal Norteamericano Nº 49571. 

Dicha normativa internacional, añadió, establece la prohibición de vidrios polarizados en los vidrios de campo directo del conductor (sus laterales y el parabrisas), dejando abierta la utilización de tales elementos en los vidrios traseros en ciertos vehículos, siempre que provengan de fábrica. En esa línea, señaló que por razones de eficiencia energética, y de traslado de calor desde y hacia el interior del vehículo, es que, básicamente, se habilita a que automóviles todo terreno y similares sean quienes puedan emplear dichos dispositivos.

Por otra parte, señaló que por razones de seguridad es que muchas personas han comenzado a instalar láminas en sus vehículos, lo que ha generado ciertos problemas con algunas plantas de revisión técnica, las cuales han ordenado removerlas, aplicando normativas pasadas, cuestión que debe revisarse.

Por otro lado, en lo que respecta al proyecto de ley en estudio, indicó que en la configuración de este último se deben tener en consideración dos elementos. El primero, referente a la señal que se pretende dar con la iniciativa, en tanto disponer, a priori, que la utilización de vidrios polarizados se prohíbe (normativa actual) o permite (proyecto de ley), remitiéndose en cualquier caso a las exigencias del reglamento. El segundo, relativo al control ex post que se haga del empleo de tales artefactos, a fin de medir, entre otros elementos, el nivel de transparencia de los mismos, lo que actualmente se encuentra en condiciones de fiscalizar por parte de las plantas de revisión técnica. Y el tercero, concerniente al empleo de láminas de seguridad, las cuales requieren reunir ciertas exigencias técnicas para que su utilización no genere riesgos para los pasajeros del vehículo (por ejemplo, en términos de peligrosidad por inflamabilidad).

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que podría facilitarse el control del empleo de los vidrios polarizados, disponiéndose sólo de una inspección visual, a fin de viabilizar la fiscalización en este ámbito por parte de las plantas de revisión técnica.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, a priori, no es partidario de la utilización de vidrios polarizados, en tanto existir una serie de razones de seguridad vial, que no aconsejan su utilización.

En efecto, indicó que los conductores muchas veces utilizan los vidrios de otros vehículos para poder visualizar las distintas perspectivas de la ruta, por lo que tales elementos perturban dichas maniobras.

En tal sentido, afirmó que en realidades comparadas, por regla general, se sigue un criterio de prohibición, siendo la excepción el permitir su utilización para sólo casos calificados.

Por consiguiente, sugirió mantener la regla general de prohibición, estableciendo ciertas excepciones para hipótesis en que ciertos vehículos provengan, desde fábrica, con tales artefactos.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que su preocupación principal son los problemas de seguridad pública que se han generado por el mal empleo de vidrios polarizados.

Por consiguiente, sugirió disponer claramente que los mismos puedan ser utilizados sólo en los vidrios traseros del vehículo, evitando oscurecer el campo directo de visión del conductor (laterales y parabrisas).

A su vez, propuso contemplar la posibilidad de utilización de láminas de seguridad, las cuales, aseveró, en la gran mayoría de los casos vienen con la respectiva polarización, en los términos que se disponga en el reglamento.

Lo anterior, agregó, en tanto hacerse cargo de una realidad tanto en materia de seguridad pública como en lo que respecta a la adquisición de vehículos nuevos, los que, en la mayoría de los casos, especialmente los más caros, provienen desde fábrica con vidrios traseros polarizados.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso mantener la redacción actual de la normativa, en términos prohibitivos, estableciendo las respectivas excepciones en el reglamento, debiendo analizarse las condiciones y exigencias que este último fije para tal efecto.

El Honorable Senador señor García Huidobro, indicó que la utilización de láminas de seguridad se originó por diversos atentados en contra de automovilistas, por lo que muchas personas comenzaron a emplearlos. En tal sentido, señaló que tales láminas no deben infringir las reglas de polarización de los vidrios, lo que debe quedar claramente establecido en el reglamento.

A su vez, solicitó oficiar al Ministerio de Obras Públicas por el estado de cumplimiento de la obligación de contar con rejas que deben disponerse tanto en autopistas como en vías estructurantes, en tanto ello estar ligado, precisamente, con el punto en debate.

Posteriormente, señaló que el Ejecutivo debe informar acerca de la fiscalización que se efectúa respecto de la calidad de los vidrios polarizados, tanto en términos de seguridad, a fin de verificar si los mismos son lo suficientemente resistentes como para soportar un golpe de intensidad proveniente del exterior, como de filtración de la radiación solar, con el objetivo de advertir si los mismos cumplen con su finalidad en este ámbito, evitando que los rayos afecten la integridad física de los pasajeros del vehículo.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la configuración final por la que se opte no debe perder de vista que la solución a la presente problemática es de carácter práctico. Por lo que antes de establecer criterios de fiscalización complejos de alcanzar, se debe facilitar el control en términos tales que sea verificable con una simple inspección visual. Así, propuso generar una redacción de consenso con el Ejecutivo que aborde los puntos antes descritos.

Posteriormente, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, sugirió la siguiente redacción para la indicación en examen:

“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en el reglamento.

Prohíbese la colocación en ellos de cualquier objeto que impida la plena visual.”.

De ese modo, explicó que la aludida propuesta, a diferencia de la regulación actual, y en concordancia con la indicación en análisis, permite la utilización de vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en la normativa reglamentaria pertinente.

En esa línea, expresó que los parámetros técnicos a los cuales se deberá ajustar el empleo de tales elementos son los contenidos en normas internacionales que regulan el particular, por parte de Estados Unidos, Europa, Japón o Corea.

Asimismo, señaló que el reglamento, además, establecerá que los instaladores de las láminas de seguridad, que oscurecen los vidrios, deberán ser autorizados por el Centro de Control Vehicular del Ministerio que encabeza, debiendo constar tal certificación en dichos elementos al momento de emplazar tales artefactos en los vehículos. 

De esa forma, agregó, durante las revisiones técnicas de los automóviles, bastará la certificación del instalador autorizado para que este punto sea aprobado en tal control.

El Asesor Legislativo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca, precisó que los vidrios vienen fabricados con ciertas condiciones técnicas, por lo que el proceso de certificación y autorización antes descrito tendrá por finalidad cerciorar si con la instalación de las mencionadas láminas, tales parámetros no serán afectados.

Así, añadió, el instalador respectivo presenta al Ministerio las láminas que utilizará en sus actividades, a fin de que este último organismo verifique si tales artefactos no alteran los estándares de fábrica de los vidrios en donde se instalarán.

El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó su respaldo a la propuesta previamente descrita, resaltando que la iniciativa adquiere la mayor importancia en el ámbito de la seguridad pública, en tanto permite dar certeza acerca de qué elementos son los que efectivamente pueden ser utilizados en este contexto.

Asimismo, manifestó que el reglamento respectivo debe recoger los parámetros internacionales sobre el punto, a fin de que no se constituya una anomalía entre lo prescrito por dicho cuerpo normativo y los criterios globales utilizados en este ámbito.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, de acuerdo al contenido de la propuesta en examen, tres son las garantías que se otorgan sobre el particular.

La primera, agregó, que sólo serán legalmente válidas las láminas de seguridad instaladas por sujetos habilitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para ello, lo que constará en el sello respectivo de tales elementos.

La segunda, prosiguió, que la autorización que otorgue la mencionada Secretaría de Estado verificará que dichas láminas no afectarán el nivel de luminosidad o transparencia que se requiera para los distintos vidrios del vehículo.

Y la tercera, añadió, que los parámetros para la aludida autorización serán contrastados con los estándares internacionales existentes sobre el punto.

Por último, consultó si en los vidrios delanteros (no el parabrisas, sino los del conductor y del copiloto), estará autorizada el empleo de los referidos elementos.

El Honorable Senador señor Ossandón, indicó que, a la luz de la propuesta en examen, entiende que ello será posible, siempre y cuando se permita un nivel de transparencia considerablemente superior que respecto de los vidrios traseros.

Lo anterior, resaltó, de acuerdo a la normativa internacional sobre el punto.

El Honorable Senador señor Matta, consultó acerca del marco regulatorio específico sobre el particular en la actualidad. Lo anterior, subrayó, en tanto observar que en la práctica existe una considerable irregularidad en el uso de distintos elementos que se incorporan o adhieren a los vidrios de los vehículos.

En esa línea, preguntó las razones de que tal irregularidad no sea controlada uniformemente por las plantas de revisión técnica, en las cuales se aprecia que no se sigue un criterio o pauta común a lo largo del país.

La Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia, respondiendo la interrogante formulada por quien le antecedió en el uso de la palabra, expresó que la Secretaría de Estado que dirige ha instruido a las diversas plantas de revisión técnica que rechacen la instalación de cualquier artefacto que se anexe a los vidrios y que impida la vista desde y hacia el interior del vehículo, con la excepción de los distintos grados de polarización que se permiten de acuerdo al vidrio del cual se trate.

De ese mismo modo, añadió, se ha instruido a Carabineros de Chile para su fiscalización sobre el particular.

Posteriormente, indicó que la regulación existente en la actualidad en este ámbito impide el empleo de vidrios oscuros o polarizados, salvo en las excepciones que se fijan en el reglamento. De ahí, prosiguió, que se propongan las reformas reglamentarias previamente descritas para otorgar una mayor certeza normativa en este contexto. 

El Honorable Senador señor García Huidobro, sin perjuicio de respaldar la propuesta efectuada por el Ejecutivo, por otra parte, dejó constancia que, en su opinión, independientemente de las modificaciones reglamentarias, se debe asumir que el particular está sujeto a considerables cambios tecnológicos en el futuro próximo, por lo que es necesario que dicho cuerpo normativo presente un nivel de apertura tal que permita procesar de buena forma tales desafíos.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió votar la aludida propuesta, en tanto entender que existiría consenso sobre la misma, ya que recoge los principales elementos contemplados por la indicación en examen.

En votación la indicación Nº 1, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos previamente descritos en la propuesta.

Sin perjuicio de lo señalado, se hizo presente que el párrafo segundo de la propuesta en comento presenta el mismo tenor que el segundo párrafo del actual número 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, por lo que el encabezado del artículo único de la iniciativa, deberá expresar, en consecuencia, que sólo se reemplaza el primer párrafo de la mencionada disposición.
Indicación Nº 2

2.- Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituirlo por el siguiente:

“1.- “Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Los vidrios oscuros o polarizados están prohibidos, salvo aquellos que cuenten con los requisitos y modalidades establecidas en el Reglamento.”.

En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, independientemente de que la misma se encuentre formulada en términos prohibitivos, esto es, de excluir, a priori, la instalación de los elementos en examen, es partidario de subsumirla en el texto de la propuesta debatida anteriormente, en tanto la presente indicación, al igual que la anterior, remite al reglamento a la hora de fijar los parámetros técnicos que regirán el empleo de los artefactos en comento.

En votación la indicación Nº 2, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con enmiendas, en los mismos términos que el texto resultante de la indicación Nº 1. 
- - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe: 

ARTÍCULO ÚNICO

Encabezado


--- Sustituir las palabras “Reemplázase el” por la frase “Reemplázase el primer párrafo del”.

(Indicaciones Nos 1 y 2, aprobadas con modificaciones 5x0).

Número 1

Primer párrafo


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en el reglamento.”.

(Indicaciones Nos 1 y 2, aprobadas con modificaciones 5x0).

- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázase el primer párrafo del número 1 del artículo 75 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, por el siguiente:


“1.- Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo. Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en el reglamento.”.”.

 - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 13 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Manuel Antonio Matta Aragay, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 22 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 3 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.

____________

1 En los considerando de la Ordenanza se cita un informe confeccionado por el Departamento de Óptica del Instituto Politécnico S superior dependiente de la Universidad Nacional de Rosario, a pedido de la Comisión de Obras Públicas del Consejo Municipal de Rosario, en el cual se estudiaron diferentes tonalidades de láminas de control solar adheridas a vidrios de automotores, certifica que hay niveles de transmisiones de luz inferiores al 70% donde el ojo humano continúa viendo en forma normal, siendo de esta manera aptas para la colocación en vehículos.
2 Literal.
3 De la Asociación Brasileña de Normas Técnicas.
4 Real Decreto 1428/2003, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación para la aplicación y desarrollo del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990.
5 Real Decreto 2822/1998.
6 Ministerio de Industria, Energía y Turismo, por la que se actualizan los anexos I y II del Real Decreto 2028/1986, de 6 de junio, sobre las normas para la aplicación de determinadas directivas de la CEE, relativas a la homologación de tipo de vehículos automóviles, remolques, semirremolques, motocicletas, ciclomotores y vehículos agrícolas, así como de partes y piezas de dichos vehículos.
7 La categoría M1 de vehículos, corresponde a los vehículos de motor concebidos y fabricados principalmente para el transporte de personas y su equipaje que tengan como máximo, ocho plazas de asiento. Ver: Reglamento (UE) nº 678/2011 de la Comisión, de 14 de julio de 2011, que sustituye el anexo II y modifica los anexos IV, IX y XI de la Directiva 2007/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se crea un marco para la homologación de los vehículos de motor y de los remolques, sistemas, componentes y unidades técnicas independientes destinados a dichos vehículos (Directiva marco).
8 Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, por la que se determinan las condiciones técnicas que deben cumplir las láminas de material plástico destinadas a ser adheridas a los vidrios de seguridad y materiales para acristalamiento de los vehículos en servicio.

9  “Transmitancia regular de la luz”: transmitancia de la luz medida perpendicularmente al acristalamiento.
10 Si la equivalencia no resulta evidente o si sobre las muestras con lámina aparecen fragmentos con superficie mayor de 300 mm2, longitud mayor de 70 mm o el número de fragmentos en cualquier cuadrado de 50 x 50 mm no es inferior a 40 ni superior a 400, (o a 450 en el caso de vidrios cuyo espesor no exceda de 3,5 mm), se entenderá que la colocación de la lámina sobre el vidrio soporte modifica las características del templado del vidrio y se considerará que el ensayo no ha dado resultados válidos
11 Se considerará que el resultado del ensayo es válido si, después de 15 segundos de exposición a la llama viva, no se produce ignición de la lámina o, en el caso de que se produzca, se autoextingue en un plazo no superior a 5 segundos.
12 El adhesivo, removible o no, debe cumplir con los siguientes ensayos de resistencia a agentes exteriores:

Cada muestra se someterá a un ciclo de 3 horas a +60 ºC y a continuación se sumergirán en un baño de agua a +20 ºC durante otras 3 horas. Tras 24 horas a temperatura ambiente, se someterán las mismas tres muestras a un ciclo de 3 horas a -20 ºC y a continuación se someterán a un baño de agua a +20 ºC durante otras 3 horas.

Tras el ensayo, no se observarán burbujas ni desprendimiento de las láminas.
13 Ministerio de Industria, Energía y Turismo, por la que se determinan las condiciones técnicas que deben reunir los filtros de rayos ultravioleta destinados a ser instalados en el campo de visión del conductor en 180º hacia delante de los vehículos en servicio destinados a ser conducidos por personas diagnosticadas de lupus.
14 De acuerdo a la misma Orden es la lámina destinada a ser adherida por la cara interior del acristalado de seguridad que tenga un factor de transmisión a la radiación ultravioleta, en el campo de 300 nm a 380 nm, inferior al 20 por ciento en cada una de las longitudes de onda.
15 Aproximadamente 10 centímetros.
16 CFR, Code of Federal Regulation.
17 SAE International es una Asociación global de más de 128.000 ingenieros y técnicos expertos en la industria aeroespacial, de automóviles y vehículos comerciales. SAE International (s/f). Disponible en: http://www.sae.org/about/ (Septiembre, 2017).
18 Corresponde al American National Standard for Safety Glazing Materials for Glazing Motor Vehicles and Motor Vehicle Equipment Operating on Land Highways. Publicado por SAE International.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE PARA LA PEQUEÑA MINERÍA

(10.995-08)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “simple”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de mayo de 2017, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía y la de Hacienda, en su caso.

- - -


Se hace presente que el artículo 6 de esta iniciativa legal debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, de conformidad con lo prescrito en los artículos 66, inciso segundo, y 99, inciso final, de la Constitución Política de la República.

- - -


A la sesión en que se discutió este asunto, concurrieron los siguientes personeros:


- La Ministra de Minería, señora Aurora Williams, acompañada por su Jefe de Gabinete, señor Patricio Díaz, y la abogada señorita Carolina Herrera.


- El Jefe de la División de Finanzas Públicas de la DIPRES, señor José Pablo Gómez, en compañía del analista señor Francisco Encina, y la asesora jurídica señora Mónica Bravo.


- La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos.


- El profesional de la SEGPRES, señor Renato Valenzuela.


- El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Sebastián Sotelo.


- Los asesores parlamentarios que se señalan: de la oficina del Senador señor Prokurica, la señora Carmen Castañaza y el señor Alejandro López; de la oficina de la Senadora señora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la oficina del Senador señor Guillier, el señor Fernando Navarro; de la oficina del Senador señor García-Huidobro, el señor Felipe Álvarez, y de la oficina del Senador señor Pizarro, la Jefa de Gabinete señora Kareen Herrera.


- El analista sectorial de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Rafael Torres.


- El periodista de la TV SENADO, señor Christian Reyes.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos o numerales que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 6, y artículos primero, tercero, cuarto y quinto transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Ninguna.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.

4.-
Indicaciones rechazadas: Ninguna.

5.-
Indicaciones retiradas: Ninguna.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: Nos. 1, 2, 3, 4, 5 y 6.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación se contiene una descripción de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.

ARTÍCULO 7.-

Inciso primero


Señala, mediante tres literales, los elementos que constituirán el patrimonio del Fondo.

Letra a)


Considera un aporte fiscal inicial de hasta US$50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Precisa que este aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.

Indicaciones N°s. 1 y 2


De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y señor Prokurica, respectivamente, proponen suprimir el vocablo “hasta”.

Con motivo del análisis de estas indicaciones la señora Ministra de Minería sostuvo que, en su opinión, el propósito que ellas persiguen mediante la supresión del vocablo “hasta”, se encontraría resguardado, pues para la constitución del Fondo el aporte fiscal contemplado deberá ser integrado a más tardar el 28 de febrero de 2018. Esto significa que la entrega de la cuantía total del aporte no queda supeditada a lo que pueda decidir otro Gobierno: en el tiempo que medie entre la publicación de la ley y el 28 de febrero de 2018 habrán de ser entregados los US$50 millones autorizados. Por otra parte, la personera destacó que en caso de que hubiera retiro de recursos si el Fondo quedara inmovilizado durante dos años, deberá procederse a su restitución tan pronto sean requeridos como consecuencia de verificarse las condiciones legales para la operación del mecanismo de sustentación.

El Honorable Senador señor Prokurica si bien valoró positivamente la circunstancia de que la señora Ministra de la Cartera haya comprometido el aporte fiscal al Fondo de estabilización de precio del cobre por US$50 millones, adujo que, atendido que la idea es hacer entrega de la totalidad de los recursos autorizados y hay plena coincidencia entre los objetivos perseguidos, no habría impedimento para acoger la propuesta parlamentaria.

Según dijera el señor Senador, de mantenerse en el texto del proyecto de ley la palabra “hasta”, queda abierta la posibilidad de que se entere en el Fondo una cifra menor al total autorizado.

Además, agregó, no parece claro que la norma contemple un plazo perentorio ni imponga de manera indubitada el deber del Fisco de transferir los US$50 millones previstos.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró que en circunstancias que la redacción de la norma explicita que el Fondo habrá de constituirse antes del 28 de febrero de 2018 con un aporte de US$50 millones, no sería relevante la inclusión de la preposición “hasta”.

Adicionalmente, señaló, las indicaciones serían inadmisibles, toda vez que inciden en la administración financiera del Estado, sin perjuicio de entender el punto de fondo defendido por sus autores.

Así, comentó, la única vía aceptable para alcanzar un acuerdo en esta materia es la existencia de un compromiso político del Ejecutivo, el cual ya ha sido manifestado.

La Honorable Senadora señora Allende coincidió con la preocupación del Honorable Senador señor Prokurica, en cuanto a que al incluirse en la norma la palabra “hasta” la obligación podría cumplirse enterando una cifra menor a la prevista en el proyecto de ley. Por tal razón, se mostró contraria a la forma en que viene redactado el inciso. Dado que la actividad minera atraviesa un ciclo de precios deprimidos, añadió, es clave precaver cualquier problema de interpretación que termine afectando la idea de constituir el Fondo con el aporte de US$50 millones.

El Honorable Senador señor García-Huidobro hizo presente que en proyectos tramitados con anterioridad por esta Comisión, relativos a la entrega de recursos a empresas públicas, también se ha utilizado el término “hasta”. Tal es el caso del proyecto de ley sobre gobierno corporativo de la ENAP (Boletín N° 10.545-08), al contemplar en su artículo sexto transitorio un aporte extraordinario de capital a la empresa, y del proyecto de ley sobre capitalización de CODELCO (Boletín N° 11.028-08), que autoriza traspasar recursos provenientes de la aplicación de la ley reservada del cobre al Tesoro Público y permite una capitalización extraordinaria de la cuprífera estatal.

El Honorable Senador señor Prokurica sostuvo que tales iniciativas de ley aluden a situaciones de naturaleza distinta a la del proyecto de ley en estudio. Lo anterior porque en esos casos se aporta capital a empresas públicas para el cumplimiento de sus funciones, mientras que en este proyecto de no enterarse el monto necesario para constituir el Fondo el mecanismo deja de funcionar.

Si los recursos contemplados para el aporte al Fondo de estabilización ya han sido provisionados, no habría inconveniente en eliminar la fórmula que se consulta, la cual, en último análisis, sólo se justificaría ante el evento de que no hubieran recursos financieros disponibles, que no es el caso.

La señora Ministra de Minería recalcó que el aporte de los US$50 millones al Fondo se encuentra garantizado. La forma de redacción de la norma, idéntica a la utilizada en otros proyectos, se utiliza usualmente como herramienta de técnica legislativa cuando se trata de aportes del Estado a empresas o fondos públicos. Lo medular es que la entrega del monto total del aporte se resguarda mediante una fecha cierta, en la especie el 28 de febrero de 2018.

El Jefe de la División de Finanzas Públicas de la DIPRES subrayó que la demostración de que existe un compromiso político expreso asumido por la Presidenta de la República de enterar al Fondo un monto de US$50 millones antes del 28 de febrero de 2018, consiste en que ya se encuentran provisionados los recursos respectivos. La fórmula utilizada dice relación con la sana administración financiera, la disponibilidad de recursos en el Tesoro Público y las autorizaciones que, en un escenario de déficit fiscal proyectado para este año y el próximo, pueda haber respecto de la deuda. El punto es que, en términos financieros, hay disponibles activos del Tesoro Público para cumplir este compromiso. Suprimir el vocablo “hasta” afectaría la administración financiera del Estado, de allí es que para formalizar una indicación del Ejecutivo en tal sentido se requeriría la autorización del Ministro de Hacienda.

No obstante lo anterior, arguyó, como esta iniciativa legal se vincula con la constitución de un fondo fiscal y no se necesitan transferencias de caja del Fisco, no se relaciona con el déficit fiscal sino que con recursos disponibles.

En todos los casos en que se han entregado recursos a empresas se ha utilizado el término “hasta”, por cuanto constituye una fórmula estándar idónea para este tipo de normas. Hasta ahora, dijo, el Ejecutivo ha cumplido todos y cada uno de los compromisos asumidos ante el Congreso Nacional. Por eso, se ha establecido la fecha del 28 de febrero de 2018 debido a que la Presidenta de la República pretende dejar este problema solucionado antes del término de su mandato.

Cuando el proyecto se transforme en ley la ENAMI deberá crear una cuenta corriente y pedir la respectiva autorización a la Contraloría General de la República para validarla. Una vez que la cuenta corriente se encuentre validada, desde el punto de vista de la administración de los activos financieros, se necesitarán dos semanas aproximadamente para hacer las transferencias.

El Honorable Senador señor Guillier, en el entendido de que la voluntad política es que el Fondo se constituya con un aporte fiscal total de US$50 millones, solicitó a los representantes del Ejecutivo considerar la posibilidad de formalizar una indicación que recoja inequívocamente esta circunstancia en alguna de las siguientes etapas de tramitación legislativa del proyecto.

El Honorable Senador señor García-Huidobro si bien compartió la preocupación del Senador señor Prokurica, expresó que independientemente de la posición que se tenga respecto de la discusión de fondo en la materia corresponde adecuarse a las normas constitucionales, al tenor de las cuales las proposiciones parlamentarias serían inadmisibles por incidir en la administración financiera del Estado.


Enseguida, el señor Presidente sometió a votación la admisibilidad de estas indicaciones.


La mayoría de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, se inclinó por su inadmisibilidad, con el voto de los Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Pizarro.


Se abstuvo el Honorable Senador señor Prokurica, quien fundó su abstención en las dudas que le subsisten acerca de la voluntad del Ministerio de Hacienda de responder íntegramente al deber asumido, y a la circunstancia de que hasta ahora a la ENAMI no se le han devuelto los recursos que utilizó durante los años 2015 y 2016 para sustentar el precio del cobre, aun cuando existió un compromiso en tal sentido.


- En consecuencia, las indicaciones N°s. 1 y 2 fueron declaradas inadmisibles.

Inciso segundo


Faculta al Fisco para efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Agrega que, ante una disminución en el precio del cobre que haga aplicable el mecanismo de sustentación, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados.

Indicación N° 3


Del Honorable Senador señor Prokurica, propone reemplazar la frase “durante un período de dos años consecutivos” por “durante tres años y estos retiros no podrán exceder del 10% del total del Fondo”.

Al explicar esta indicación el Honorable Senador señor Prokurica señaló que si bien es comprensible que desde el punto de vista financiero no haya recursos del Estado paralizados en un fondo, no es prudente que exista la posibilidad de retirarlos todos de una vez. En tal sentido, como la experiencia muestra que cuando se sustraen recursos su restitución se torna dificultosa, esta enmienda amplía el período de inmovilidad establecido como requisito para el retiro de recursos del Fondo, y condiciona el retiro puesto que los recursos sólo podrán sustraerse de manera paulatina.

El Honorable Senador señor Pizarro destacó que lo que importa de esta iniciativa legal es que, una vez gatillada una disminución de precio del cobre, la respuesta sea inmediata y oportuna, para lo cual es necesario que el Fondo funcione. Pero, agregó, resulta irresponsable mantener apozados recursos del Estado. El período de dos años de inmovilidad a que alude el proyecto dice directa relación con los ciclos del precio del cobre. Lo fundamental es que el texto de la norma soluciona eventuales problemas de oportunidad y eficacia en esta materia.

En todo caso, dijo el señor Senador, la indicación sería inadmisible por tratarse de una norma que afecta la administración financiera del Estado.

La Honorable Senadora señora Allende, coincidiendo con la inadmisibilidad de la proposición parlamentaria, compartió el objetivo de la indicación: los ciclos de precio del cobre no son abruptos, sino que se extienden en el tiempo (al alza o a la baja). Sin embargo, añadió, existen situaciones inéditas que pueden afectar la minería, incluidos eventos extraordinarios de carácter climatológico, que impiden la certeza de que un período de dos años otorgue suficiente resguardo. 

La indicación evita que se pueda retirar la totalidad de los recursos acumulados en el Fondo. En este sentido, el Ejecutivo debe recoger la inquietud de los miembros de la Comisión por el retiro de fondos: mientras retirarlos puede ser simple, restituirlos puede ser complejo o engorroso. Además, el texto no es claro acerca de cómo y en qué plazo se debe efectuar la restitución de los recursos retirados.

La señora Ministra de Minería comentó que si el Fondo experimenta retiros será porque los recursos quedan inmovilizados por dos años. Esto significa que durante ese lapso el Fondo no tuvo ingresos ni egresos. Es decir, no hubo movimiento alguno. Los pequeños mineros adeudan cerca de US$55 millones, de los cuales US$35 millones pasarán a formar parte del Fondo, incrementándose éste de US$50 millones a US$85 millones al momento de restituirse aquello que se prestó, mientras que la diferencia se le irá devolviendo a la ENAMI. Durante los primeros cinco meses los pequeños mineros han restituido los correspondientes créditos. Siendo así, si estuviera vigente la norma no se hubiese iniciado el referido período de inmovilidad.

Con todo, la personera de Gobierno afirmó que la restitución de los recursos retirados está resguardada.

Enseguida, el Jefe de la División de Finanzas Públicas de la DIPRES explicó que, desde el punto de vista de las finanzas públicas, desde la llamada crisis subprime de 2008-2009 todas las variables macroeconómicas y los índices importantes de precios de commodities han experimentado una volatilidad mucho mayor. En ese marco, dijo, al Ejecutivo le asiste la convicción de que –en la práctica- no existirán períodos de inamovilidad del Fondo. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que el mecanismo y el plazo de devolución de los recursos retirados son susceptibles de una nueva evaluación en la próxima fase del proceso legislativo.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Indicación N° 4


De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone agregar después de la expresión “deberá restituir” la frase “en su totalidad y tan pronto sean requeridos”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

ARTÍCULO 8.-

Inciso primero


Entrega a un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería, la regulación de los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. Añade que este reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Finalmente, encarga al reglamento establecer las reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.

Indicación N° 5


Del Honorable Senador señor Prokurica, propone suprimir la expresión “suscrito también”.

Con motivo del análisis de la propuesta el Honorable Senador señor Prokurica señaló que en circunstancias que es comprensible que tratándose de un asunto financiero deba intervenir el Ministerio de Hacienda en la elaboración del reglamento de que se trata, el conocimiento de la realidad de la actividad minera es propio y de particular competencia del Ministerio de Minería.

En consecuencia, es del todo razonable que el Ministerio del ramo asuma un rol más preponderante en una materia tan trascendental como el mecanismo de estabilización del precio del cobre.

Cabe consignar que la asesora del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, expresó el compromiso del Ejecutivo a mejorar la redacción del artículo en discusión para recoger la inquietud parlamentaria.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo.-

Inciso segundo


Prescribe que los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.

Indicación N° 6


Del Honorable Senador señor Prokurica, propone reemplazarlo por los siguientes:


“Los recursos por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre gastados durante el año 2015, serán restituidos con recursos por parte del Ministerio de Hacienda.


Una vez sean recuperados se mantendrán en el activo de la empresa.”.

El Honorable Senador señor Prokurica adujo que esta enmienda alude a un compromiso adoptado por el Ministerio de Hacienda, hasta ahora incumplido. La idea es que se podrían retirar recursos que pertenecerían a la ENAMI, por cuanto fue ésta la que prestó fondos al sector. Si las devoluciones ingresan al Fondo, pueden retirarse estos recursos al cumplir dos años de inmovilidad.

La empresa, dijo el señor Senador, no le prestó recursos a los mineros, sino que al sector minero. Las devoluciones deberían hacerse al patrimonio de la ENAMI y no al Fondo, por cuanto sus recursos no son de la empresa al ser susceptibles de retiro por el Ministerio de Hacienda.

Consultado por la Honorable Senadora señora Allende acerca de la razón que explica por qué la restitución de los recursos, entregados anteriormente por la ENAMI, irán al fondo de sustentación del precio del cobre y no al patrimonio de la estatal, el Jefe de la División de Finanzas Públicas de la DIPRES informó que –en la práctica- lo que esta iniciativa legal extrae de la ENAMI son las devoluciones del año 2016, por cuanto ésta entregó –con sus recursos- créditos en los años 2015 y 2016. De esta forma, los montos del año 2016 serán recuperados para engrosar el tamaño del Fondo, mientras que respecto de los recursos de 2015 ya se está verificando la recuperación. El Fisco no puede restituir algo que no le ha retirado a la empresa: ésta tiene un crédito con los mineros, quienes pagan una tasa de interés, por lo que no pierde patrimonialmente. Los recursos del año 2015 permanecen como activos de la empresa, mientras los de 2016 se restituyen porque se retiran. Todas las devoluciones del año 2016 entran al patrimonio del Fondo y como contrapartida se genera una pérdida patrimonial de la ENAMI que se recupera a partir de los artículos transitorios que siguen: así, no existe daño patrimonial por la operación del Fondo.

Luego, sostuvo que la ENAMI prestó US$22 millones en el año 2015 y, posteriormente, comenzó a recuperarlos con intereses. Tal restitución tiene una recompensa respecto del costo del capital. Patrimonialmente hablando, si el Fisco devolviera recursos por esa operación estaría entregando dinero dos veces por el mismo motivo. En lo que atañe a los préstamos de 2016, la ENAMI otorgó créditos por US$34 millones, donde todo lo que se reintegre por parte de los mineros irá al Fondo. En consecuencia, formalmente se realiza una reducción del patrimonio de la estatal por ese monto, por lo cual se realiza un aporte de capital directo de acuerdo al artículo cuarto transitorio, que no es objeto de retiro. Mirada la iniciativa legal en su conjunto, el aporte de capital debe ir de la mano con la instrucción de que los recursos del año 2016 pasen al Fondo. En ese mismo acto, vía nota, queda constancia de un retiro de capital equivalente a las devoluciones de 2016 y un aporte de capital de idéntico monto.

La señora Ministra de Minería explicó que los recursos prestados el año 2015 se están restituyendo, debido a que existe una prioridad en la devolución de los pequeños mineros. Primero se restituyen los montos entregados en 2015 y luego los correspondientes a 2016. Ya se encuentran restituidos cerca de US$4 millones de un total de US$22 millones aproximadamente, lo cual queda íntegramente en el activo de la ENAMI.

En cuanto a los recursos que prestó en 2016, producto de este proyecto de ley se integran a la ENAMI tanto el capital entregado como los intereses devengados, lo cual corresponde a US$35,5 millones que se integran dentro de un plazo de seis meses desde la publicación de la ley correspondiente, pasando a formar parte del Fondo. Por lo tanto, éste alcanzaría los US$85 millones. La ENAMI recuperará el monto prestado a los pequeños mineros, pero éstos deberán devolver los US$35,5 millones, lo cuales no irán al Ministerio de Hacienda sino que al Fondo.

Ante una pregunta del Honorable Senador señor Prokurica, respecto a la razón por la cual se recurrió ante la CGR con el objeto de no restituir los recursos prestados en el año 2015, la señora Ministra de la Cartera señaló que se trató de una discrepancia con el Ministerio de Hacienda relativa al retiro de utilidades del año 2012. Todas las consultas presentadas ante la CGR, la SVS y el SII, se refieren a la pertinencia del retiro de utilidades del año 2012: las respuestas de los distintos entes consultados fueron disímiles.

La CGR, en su momento, señaló que el Ministerio de Hacienda tenía la facultad de retirar utilidades retenidas del año 2012. La ENAMI discrepó de esta postura y solicitó mayores antecedentes. La SVS y el SII expresaron que no era atribución de dichos órganos pronunciarse acerca de estos temas. Mientras se formulaban estas consultas se realizó la sustentación para el año 2015. En ese contexto el Ministerio de Hacienda señaló que no retribuiría la sustentación de 2015, para compensar las utilidades no retiradas el 2012. A principios de 2016 el Ministerio de Hacienda declaró que el no retiro de utilidades de 2012 y la sustentación de 2015 se devuelven directamente a la ENAMI.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo prescrito en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

- - -

PROPUESTA DE LA COMISIÓN


En conformidad con las resoluciones y acuerdos antes consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos en que fuera acordado en general por el Honorable Senado.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de lo precedentemente señalado, el proyecto de ley es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Créase un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”), cuyo objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.


El Fondo se constituirá con los recursos que señala la presente ley y será administrado por Enami, mediante una cuenta separada creada al efecto.


Artículo 2.- Beneficiarios. Serán beneficiarios del mecanismo de estabilización dispuesto en esta ley todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de esta ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.


Artículo 3.- Operación del Mecanismo. El mecanismo operará del siguiente modo:


a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de Administración Financiera del Estado.


b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de esta ley, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.


e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá una resolución, que deberá ser visada por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.


Artículo 4.- Rol de la Empresa Nacional de Minería. Para efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo establecido en esta ley, serán obligaciones de Enami las siguientes:


a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.


b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.


c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


d) Emitir una resolución trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que  hace mención el artículo 8.


Artículo 5.- Rol del Ministerio de Hacienda. Para efectos de esta ley, serán obligaciones del Ministerio de Hacienda las siguientes:


a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.


b) Visar la resolución trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


Artículo 6.- Rol de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.


Artículo 7.- Patrimonio del Fondo. El Patrimonio del Fondo estará constituido por:


a) Un aporte fiscal inicial de hasta US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.


b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.


c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.


El Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en esta ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados a los que se refiere este párrafo.


Artículo 8.- Reglamento. Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. En particular, el reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.


Este reglamento dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.


En la dictación del reglamento previsto en este artículo, así como sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mecanismo de estabilización que se establece en la presente ley regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8.


El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá dictarse en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo segundo.- El total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016 ingresará al patrimonio del Fondo.


Los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.


Artículo tercero.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7.


Artículo cuarto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la presente ley. Este aporte se financiará durante el año 2017 con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.


Artículo quinto.- Sin perjuicio del mecanismo establecido en la presente ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez, Baldo Prokurica Prokurica y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 4 de agosto de 2017.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE PARA LA PEQUEÑA MINERÍA

(10.995-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa, concurrieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Minería, la Ministra, señora Aurora Williams; el Jefe de Gabinete, señor Patricio Díaz; el asesor legislativo, señor Edgard Faure; la abogada de la Unidad Legislativa, señora Carolina Herrera, y el Jefe de Control de Gestión, señor Hernán Isla.
De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de la División Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez; el Analista del Sector Empresas, señor Francisco Encina, y la asesora jurídica, señora Mónica Bravo.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

De la Oficina del Honorable Senador Prokurica, los asesores, señora Carmen Castañaza y señor Alejandro López.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Sebastián Sotelo.
- - -


Cabe señalar que la presente iniciativa de ley fue discutida previamente, en el trámite reglamentario de segundo informe, por la Comisión de Minería y Energía. De acuerdo con el mandato de la Sala del Senado, a la Comisión de Hacienda le correspondió pronunciarse acerca de los asuntos de su competencia.


Se hace presente, del mismo modo, que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda el estudio del proyecto, la Sala del Senado, en sesión de 17 de octubre, amplió el plazo para la presentación de indicaciones, hasta las 17:30 horas del mismo día. Al vencimiento de dicho plazo, fueron presentadas las indicaciones 1 a 5, todas de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo indicado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe.
- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 1, 2, y 6 permanentes, y artículos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios. 

2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 2, 3 y 5.

3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 1 y 4.

4.-Indicaciones rechazadas: ninguna. 

5.-Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, la Ministra de Minería, señora Aurora Williams, puso de manifiesto que el proyecto que se somete al conocimiento de la Comisión, busca consagrar en la ley un mecanismo que ya existe en la actualidad, en el Decreto Supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería. Se trata, indicó, de un instrumento que beneficia a pequeños mineros de menos de 2.000 toneladas métricas secas al mes.


Desarrolló, enseguida, la siguiente presentación:

PROYECTO DE LEY QUE CREA UN MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE PARA LA PEQUEÑA MINERÍA (BOLETÍN N° 10.995-08)
Índice

1. Antecedentes del Proyecto de Ley. 

2. Algunas Cifras.

3. Conceptos del Proyecto del Ley.

4. Estructura y Contenido del Proyecto de Ley.

5. Indicaciones al Proyecto de Ley.
1. Antecedentes del Proyecto de Ley

- La pequeña minería ha estado presente desde antes de la fundación de la República, siendo desde aquella época una actividad económica clave en su desarrollo, tanto en el norte como en el centro del país.

- Ciudades y localidades dependen directamente de esta actividad, generando empleo y encadenamiento productivo.

- Dentro de las zonas geográficas en las cuales la pequeña minería tiene un alto impacto, encontramos las regiones de Antofagasta, Atacama, Coquimbo y Valparaíso.

- Este sector es altamente vulnerable a la variación que experimentan los precios de los metales en los mercados internacionales, de modo que se justifica la adopción de políticas públicas que permitan su normal desarrollo.

- El precio de los minerales, y en particular del cobre, tiene un carácter cíclico y volátil. 

- La volatilidad del precio y acceso limitado al mercado de capitales hacen que pequeños productores no puedan desarrollar proyectos de inversión con un horizonte de mediano y largo plazo.

La señora Ministra agregó que, en este contexto, el rol que cumple el mecanismo de estabilización es atenuar las volatilidades, por la vía de prestar recursos a los pequeños mineros cuando el precio del cobre baja; éstos, por su parte, devuelven lo recibido cuando el precio del cobre sube por sobre el precio de largo plazo. Al respecto, destacó que se trata de un préstamo de carácter sectorial –al sector de la pequeña minería en su conjunto-, lo que implica que los llamados a la devolución de la deuda son aquellos mineros que están en el mercado en el momento en que se cumplen los requisitos para hacerlo. Esto permite garantizar que quien salga del mercado lo haga sin deudas, y que quien ingrese, lo haga asumiendo la responsabilidad de, en su momento, tener que concurrir al pago. 

2. Algunas Cifras

- El valor de la Producción de la Pequeña Minería en el año 2015 fue de 320 millones de dólares aproximadamente (58.000 toneladas de cobre fino).

- En promedio la producción de cobre de la Pequeña Minería entre los años 2007-2015 fue de 81.000 toneladas finas (COCHILCO).

En términos de empleo, de acuerdo a datos de SERNAGEOMIN y el INE, existen zonas en las cuales la tasa de empleo depende en más de un 30% de este sector. Ejemplos: comunas de Vallenar, Illapel, Diego de Almagro, Caldera, Chañaral, Andacollo, entre otras. 

La señora Ministra añadió que, actualmente, son aproximadamente 2.350 las faenas mineras pequeñas que están inscritas, de la cuales se encuentran en operaciones unas 850. En promedio, cada faena contrata entre 4 y 5 personas.

El Honorable Senador señor Prokurica acotó que, en el peak, fueron aproximadamente 5.200 las pequeñas faenas registradas. La minería, señaló, es una actividad que se impulsa tremendamente en cuanto el precio internacional del cobre sube, pero que baja con la misma fuerza cuando dicho precio disminuye.
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La señora Ministra hizo hincapié en que, en los tiempos que corren, el cobre se ve enfrentado a ciclos de precios más profundos, ya sea al alza o a la baja, y más prolongados en el tiempo de lo que eran en el pasado. De hecho, graficó, tanto el súper ciclo que llevó el precio a US$ 4 la libra, como el ciclo que llevó dicho valor a US$ 2 la libra, fueron sorprendentes para el mercado. 

3. Conceptos del Proyecto de Ley
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Respecto del financiamiento, la señora Ministra hizo ver que al día de hoy, en virtud del mecanismo de estabilización ENAMI presta dinero a los pequeños mineros, y más tarde es retribuida por el Ministerio de Hacienda en la ley de presupuestos del año siguiente. Con el proyecto de ley, en cambio, se persigue contar con un Fondo de Sustentación que financie directamente a ENAMI para el financiamiento de los préstamos.





En lo que importa a objetividad, llamó la atención sobre que el antes citado Decreto Supremo N° 76, prescribía que el precio de sustentación debía ser fijado por un Comité de Expertos convocado por el Ministerio de Hacienda. Tal modalidad fue posteriormente modificada, y radicada directamente en esta última Secretaría de Estado, lo que ha dado lugar a una cierta unilateralidad que no ha sido bien ponderada por el sector de la pequeña minería.





En lo concerniente a automaticidad, en tanto, sostuvo que el objetivo es que apenas se produzca una baja o un alza en el precio en relación con el precio de sustentación, el mecanismo se active. Se trata, apuntó, de un déficit de la regulación vigente.





En transparencia, por su parte, resaltó que, de ahora en más, ENAMI deberá publicar trimestralmente sus balances en lo relativo al otorgamiento de préstamos y retribuciones que reciba por parte de los pequeños mineros. 





En materia de tecnología, finalmente, recordó que hasta el año 2013 la sustentación se encontraba sujeta a un límite de US$ 30 centavos. Mediante el reconocimiento de nuevas estructura de ciclos de precios, en cambio, es posible que la sustentación disminuya en la medida que una baja de precios se profundice, pero sin quedar atada a un límite normativamente preestablecido.  

4. Estructura y Contenido del Proyecto

El proyecto de ley se compone de ocho artículos y cinco disposiciones transitorias.

- Contenido de los artículos:
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Articulo 4. Rol de la Empresa Nacional de Mineria.
Articulo 5. Rol del Ministerio de Hacienda.

Articulo 6. Rol de la Contraloria General de la Republica.
Articulo 7. Patrimonio del Fondo.

Articulo 8. Reglamento.




- Contenido de los artículos transitorios:

[image: image6.png]Articulo primero transitorio. Vigencia y Dictacién del Rgto.
Articulo segundo transitorio. Recuperaciones 2015 y 2016.
Articulo tercero transitorio. Aportes de Capital al Fondo.

* Articulo cuarto transitorio. Aportes de Capital a Enami.

Articulo quinto transitorio. Otros Mecanismos de Fomento.





La señora Ministra dio a conocer que los años 2015 y 2016 se prestaron a los pequeños mineros US$ 35 millones y US$ 24 millones, respectivamente. El proyecto de ley establece que los recursos de 2015 vuelven al actico de ENAMI, mientras que los de 2016 pasen a formar parte del Fondo de Estabilización.
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5. Indicaciones al Proyecto de Ley

De acuerdo a lo comprometido en la Comisión de Minería y Energía del Senado, el Ejecutivo ingresará indicaciones que tienen por objeto precisar algunos aspectos y fortalecer el mecanismo de estabilización del precio del cobre.

Las indicaciones se resumen de la siguiente forma:

- El precio de estabilización que el Ministerio de Hacienda comunique a ENAMI para el siguiente año calendario, no podrá modificarse durante el mismo.

- Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y ENAMI se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración entre los beneficiarios y ENAMI de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.

- Eliminación de la expresión “hasta” en materia de patrimonio del Fondo (art. 7).

- Establecimiento de un plazo de 90 días para restituir recursos retirados del Fondo por parte del Fisco.

- Precisiones de redacción.
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Una vez finalizada la intervención de la señora Ministra de Minería, el Honorable Senador señor Prokurica valoró que el  Ejecutivo haya acogido una serie de observaciones planteadas en la Comisión de Minería del Senado con miras al mejoramiento del proyecto de ley. 

Por otra parte, preguntó dónde estarán consignados los recursos que, en virtud de la iniciativa, serán utilizados para los fines que se han venido explicando. 


El Jefe de la División Finanzas Públicas de la Dirección de Presupuestos, señor José Pablo Gómez, explicó que el mecanismo de estabilización opera hoy en virtud del precitado Decreto Supremo N° 76 y, fundamentalmente, de una serie de oficios del Ministerio de Hacienda que autorizan a ENAMI para otorgar, de su patrimonio, algunos créditos al conjunto de los mineros, a través de su política de compras. Esto significa que, en la práctica, anualmente debe discutirse sobre la compensación que debe recibir ENAMI, lo que a su vez da lugar a transferencias de capital que se contemplan en la ley de presupuestos y que se contabilizan como gasto. Esto es, justamente, lo que se pretende modificar con el proyecto de ley, mediante la creación de un patrimonio separado que impida que el de ENAMI se vea afectado.


Añadió que a lo largo de la tramitación del proyecto de ley, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, la Dirección de Presupuestos ha emitido diversos informes financieros, que son complementarios entre sí –y de todos los cuales se da cuenta más adelante en el presente informe de la Comisión de Hacienda-. Conforme al primero de ellos, se crea el Fondo de Estabilización del Precio del Cobre, por US$ 50 millones, con cargo a activos financieros del Tesoro Público, lo que implica que estará compuesto por capital líquido o créditos otorgados a favor de los pequeños mineros. Tan claro es, subrayó, que se trata de un activo, que el propio proyecto de ley indica que se pueden retirar recursos cuando no son utilizados dentro de un determinado período de tiempo. Agregó que precisamente por tratarse de activos, no se constituyen como subsidios o transferencias de capital a ENAMI y, por consiguiente, no afectan el gasto operacional del Gobierno. Al mismo tiempo, se asegura que el patrimonio de ENAMI no se vea afectado por las fluctuaciones de precios que la empresa debe estabilizar en relación con los pequeños mineros.


En relación con el segundo informe financiero, resaltó que da cuenta de que respecto de los recursos entregados el año 2016, ya no va a operar un pago directo a ENAMI. En efecto, la obligación de los pequeños mineros será  devolver lo que recibieron prestado –alrededor de US$ 34 millones- al nuevo Fondo de Estabilización, que será administrado por la empresa. De esta manera, agregó, se configura un modelo de administración de un fondo fiscal a cargo, en este caso, por ENAMI, similar a lo que ocurre desde años con el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE), que es administrado por Banco Estado.


El tercer informe financiero, por su parte, ajusta la modalidad de traspaso de los US$ 34 millones al Fondo, habida cuenta que, mientras los mineros no pagan, se van devengando intereses.


El Honorable Senador señor Prokurica puso especial énfasis en que mediante el mecanismo de estabilización no se otorga un crédito a los mineros propiamente tales, sino que al sector minero. En ese escenario, cuando la situación del cobre decae subsisten solamente aquellos capaces de ajustarse al precio de sustentación, y el resto se retira. A la inversa, cuando el precio del metal mejora, no sólo se reintegran quienes habían salido, sino que también se incorporan mineros que antes no habían formado parte del sector. Estos últimos, como ya se ha dicho, también son objeto de cobro por los créditos previamente otorgados. 

Puso de manifiesto, del mismo modo, que el instrumento se ha hecho necesario porque los bancos comerciales no reciben como garantía a las pequeñas faenas mineras.


La señora Ministra de Minería añadió que como el crédito tiene un costo financiero, el Fondo pasa a estar integrado por el capital y sus intereses. Reiteró, asimismo, la relevancia del carácter sectorial del crédito, que permite que sea comprehensivo de todos quienes se encuentran en el mercado al momento del préstamo o la devolución de los recursos. De esta forma, las alzas en el precio del cobre operan como incentivo para que más actores se integren, lo que contribuye a generar elasticidad. 


Destacó, además, que el hecho de que el mecanismo de devolución se encuentre radicado en ENAMI, que descuenta directamente desde los estados de pago, permite contar con plena garantía acerca del reintegro de los recursos. Históricamente, en efecto, la tasa de devolución es total.


Concluyó señalando que el modelo de fomento en comento, tiene el mérito de dar sostenibilidad a la pequeña minería en el tiempo, por cuanto posibilita la adquisición de mineral a pequeños productores que, sin él, de ninguna manera podrían vender en el mercado. Una vez que tiene el mineral, prosiguió, ENAMI lo transforma, aplica metalurgia y luego lo comercializa, traspasando todos los costos. 

---


A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de la totalidad de las disposiciones del proyecto de ley. Lo hizo en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Minería y Energía, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 
Artículo 1


Propone la creación de un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”). Su objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.


Añade que el Fondo se constituirá con los recursos que señala la ley que el presente proyecto propone, y será administrado por Enami mediante una cuenta separada creada al efecto.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 2


Establece quiénes serán los beneficiarios del  mecanismo de estabilización: todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de la ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.


La señora Ministra de Minería manifestó que aquellos mineros cuya producción excede las 2.000 TMS, no quedan cubiertos por el mecanismo de estabilización.


El Honorable Senador señor Prokurica apuntó que, de todos modos, esos productores que no calzan dentro de la categoría de los más pequeños, son muy relevantes para ENAMI, pues son los que le permiten comenzar a obtener ganancias.


El artículo 2 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 3


Señala el modo de operación del mecanismo de estabilización:


a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de Administración Financiera del Estado.


b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de la ley que el presente proyecto propone, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de la ley que se está proponiendo.


d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.


e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá una resolución, que deberá ser visada por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.

El artículo 3 fue objeto de la indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:

a) Modifícar el literal a) en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “, el marco presupuestario para el año calendario” por la frase “para el siguiente año calendario, el marco presupuestario para el mismo año”.


ii. Intercalar, entre las palabras “precio” y “será”, la siguiente frase: “no se podrá modificar durante el año de vigencia y”.

b) Reemplazar, en su literal e), la expresión “una resolución” por la frase “un oficio”.

c) Agregar el siguiente literal f), nuevo:

“f) Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y la empresa se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración entre los beneficiarios y Enami de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.”.


En relación con el ordinal i. de la letra a) de la indicación, el Honorable Senador señor García sugirió efectuar una enmienda de redacción, que permita dar claridad sobre que la comunicación del Ministerio de Hacienda a ENAMI debe incluir tanto el precio del cobre de estabilización como el marco presupuestario para el año calendario siguiente.


La Comisión estuvo de acuerdo con la enmienda sugerida y, en consecuencia, el ordinal i. de la letra a) de la indicación número 1, resultó aprobado –con modificaciones- por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


Respecto de la letra c) de la indicación, en tanto, la señora Ministra de Minería expresó que tiene por objeto separar el mecanismo de la presente ley con otros que, efectivamente, coexisten y que guardan relación con la entrega de garantías reales o colocaciones a futuro, por ejemplo. 



Puestos en votación el ordinal ii. de la letra a) y las letras b) y c) de la indicación número 1, resultaron aprobados con la misma votación precedentemente señalada. 


Puesto en votación el resto del artículo 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 4


Establece las obligaciones de Enami para los efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo de estabilización: 


a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.


b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.


c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


d) Emitir una resolución trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que  hace mención el artículo 8.


El artículo 4 fue objeto de la indicación número 2, para reemplazar en su literal d) la expresión “una resolución” por “un oficio”.


La señora Ministra hizo ver que se trata de una mera precisión, toda vez que ENAMI no emite resoluciones, sino oficios.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


Puesto en votación el resto del artículo 4, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 5


Consagra las obligaciones del Ministerio de Hacienda para los efectos de la ley que el proyecto propone:


a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.


b) Visar la resolución trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


Fue objeto de la indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar en su literal b) la expresión “la resolución” por “el oficio”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


En votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 6


Dispone que a la Contraloría General de la República corresponderá ejercer su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Del mismo modo, prescribe que Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 7


Da cuenta de la composición del Fondo de Estabilización:


a) Un aporte fiscal inicial de hasta US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.


b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.


c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.


Agrega que el Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en este proyecto de ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados.


El artículo 7 fue objeto de la indicación número 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido: 

a) Modificar el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Eliminar, en el literal a), la expresión “hasta”.

ii. Intercalar, en el literal b), entre la palabra “considerarán” y el artículo “la”, la expresión “, al menos,”.

b) Agregar, e el inciso final, a continuación del punto y aparte que pasa a ser coma, la siguiente frase: “en un plazo de 90 días contados desde la fecha de requerimiento.”.

Respecto de la letra a) de la indicación, la señora Ministra señaló que responde a una solicitud formulada por la Comisión de Minería y Energía del Senado, a la cual el Ejecutivo se ha allanado.


El Honorable Senador señor Prokurica observó que el propósito de dicha solicitud es asegurar que el monto del aporte fiscal inicial ascenderá, efectivamente, a US$ 50 millones, sin que exista la opción de que sea una cifra inferior.


La letra a) de la indicación número 4) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


El Honorable Senador señor Montes preguntó en qué hipótesis puede tener lugar que el Fisco efectúe retiros de capital desde el Fondo de Estabilización, como plantea el inciso final del artículo 7.


El  Jefe de la División Finanzas Públicas, señor Gómez, explicó que una vez que se determina si corresponde otorgar créditos o efectuar cobros, podía darse la circunstancia de que el Fondo no registre movimientos, por ejemplo si las fluctuaciones en el precio del cobro fueran menores. En ese caso, el Fisco podría retirar los recursos que no estén siendo utilizados. 


Enseguida, en relación con la letra b) de la indicación número 4, la Comisión tuvo presente que la parte final del inciso segundo del artículo 7 hace referencia a “este párrafo”, en circunstancias que en estricto rigor se trata, justamente, de un inciso.


En consecuencia, la letra b) de la indicación resultó aprobada, con la enmienda señalada precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


En votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 8


Establece que un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de la ley que el presente proyecto propone. Deberá, en particular, establecer una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.


El reglamento, añade el inciso segundo, dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.


De acuerdo con el inciso final, tanto en la dictación del reglamento como en sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Sobre este artículo recayó la indicación número 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería” por “de los Ministerios de Hacienda y Minería”.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que el sentido de esta propuesta es hacer partícipe al Ministerio de Minería, de la misma manera que lo hace el Ministerio de Hacienda, en la dictación del reglamento de la ley.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.


En votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Disposiciones transitorias

Artículo primero


Señala que el mecanismo de estabilización que se establece regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8 del articulado permanente. El reglamento, por su parte, deberá ser dictado en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de la ley.

Artículo segundo


Establece que el total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016, ingresará al patrimonio del Fondo.


Añade que los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015, se mantendrán en el activo de la empresa.

Artículo tercero


Autoriza al Ministro de Hacienda para, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectuar el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7 permanente.

Artículo cuarto


Autoriza al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la ley que el presente proyecto propone. Añade que este aporte se financiará, durante el año 2017, con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.

Artículo quinto


Señala que sin perjuicio del mecanismo establecido en este proyecto de ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.


La señora Ministra de Minería indicó que en virtud de este artículo se consagra la posibilidad de concurrir al fomento de los mineros medianos, a quienes se otorga un crédito directo, no sectorial, contra  garantía real y sujeta a un límite de sustentación de US$ 10 centavos.


Puestos en votación los artículos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.


Una vez finalizado el pronunciamiento de la Comisión respecto de los artículos de su competencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Montes, solicitó a los representantes del Ejecutivo la elaboración de un informe financiero que consolide todos los antecedentes contenidos en los anteriores informes financieros ya presentados (los de 22 de noviembre de 2016, 3 de mayo y 15 de mayo de 2017), y otros adicionales que sean pertinentes.  

- - -

INFORME FINANCIERO

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró una serie de informes financieros en relación con el presente proyecto de ley.
- El primero de ellos, de 22 de noviembre de 2016, es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley crea un Mecanismo de Estabilización del precio del cobre, que operará a través de un Fondo de Estabilización del precio del cobre para la Pequeña Minería, creado también en este proyecto.

Dicho Fondo será administrado por ENAMI y su objeto exclusivo será atenuar en los beneficiarios que define este proyecto, el impacto de las fluctuaciones que experimente el precio del cobre.

En consecuencia, el articulado permanente fija las condiciones de operación del citado mecanismo y las obligaciones de las entidades intervinientes en tal operación.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El proyecto de ley propuesto, no tiene efecto en los ingresos del sector público.

Sin embargo, cabe señalar que considera un aporte fiscal inicial al Fondo de US$50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América). Este aporte se financiará con activos financieros disponibles en el Tesoro Público y no incrementará el gasto del gobierno central, por tratarse de transacciones de activos financieros.”.

- Un segundo informe financiero fue emitido el 3 de mayo de 2017, acompañando unas indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley. Su contenido es el siguiente:

“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones formuladas al proyecto de ley de la referencia, precisan varios aspectos relativos al Mecanismo de que trata, tales como la definición de precio del cobre y las facultades de las entidades que intervienen en su operación.

Asimismo, perfeccionan lo dispuesto en relación al destino de los recursos ya entregados como crédito por ENAMI los años 2015 y 2016 de la siguiente manera: i) los recursos que recupere ENAMI por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre durante el año 2015, se mantendrán en el activo de la empresa; y ii) los recursos recuperados por ENAMI, producto de la operación del fondo durante el año 2016, se traspasarán al Fondo de Estabilización que la ley crea. Finalmente, con el objeto de reponer estos recursos a la empresa, se realizarán a ésta aportes extraordinarios de capital por hasta US$34 millones.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones propuestas no tienen efecto sobre los ingresos del sector público.

Por su parte, el artículo cuarto transitorio que se incorpora mediante la presente indicación, establece un aporte de capital a ENAMI de hasta US$ 34 millones, el que se financiará: i) Para el año 2017 con una reasignación a la Partida 50 - Tesoro Público, de los recursos consultados en la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente en la Partida 17, Capítulo 01, Programa 02, glosa 04 del Ministerio de Minería, que considera una transferencia corriente de hasta $23.800.000 miles, asociada a ENAMI, ii) Para el año 2018, con recursos de la Partida Tesoro Público del mismo cuerpo legal.”.

- Posteriormente, el 15 de mayo de 2017 fue emitido un tercer informe, también en virtud de indicaciones presentadas por el Ejecutivo. Es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones formuladas al proyecto de ley de la referencia, precisan una serie de aspectos relativos al contenido del Reglamento que regirá al Mecanismo de que trata el proyecto.

Por otra parte, perfeccionan lo dispuesto en relación al aporte extraordinario de capital a realizar a ENAMI por efecto del traspaso de los recursos recuperados producto de la operación del Fondo durante el año 2016.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones propuestas no tienen efecto sobre los ingresos del sector público.

La precisión formulada al artículo 4° transitorio tiene el efecto de generar un mayor aporte de capital (US$1.343.000) respecto del contemplado en el Informe Financiero (IF) N° 45, de 03.05.2017, correspondiendo esta diferencia a los intereses devengados por ENAMI, derivados de los créditos otorgados a los beneficiarios de sustentación durante el año 2016, hasta el momento esperado de aprobación del presente proyecto de ley.

Este mayor aporte de capital se financiará de la misma manera señalada en el IF antes mencionado.”.

- Finalmente, el 18 de octubre de 2017 fue emitido el siguiente informe financiero sustitutivo:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley, iniciado en Mensaje 284-364, del año 2016, crea un Mecanismo de Estabilización del precio del cobre, que operará a través de un Fondo de Estabilización del precio del cobre para la Pequeña Minería, creado también en este proyecto, y de la Empresa Nacional de Minería, ENAMI. El mecanismo tiene por objeto exclusivo atenuar, en los beneficiarios que define este proyecto, el impacto de las fluctuaciones que experimente el precio del cobre.

En síntesis, el articulado fija las condiciones de operación del citado mecanismo para los beneficiarios (principalmente pequeños productores mineros), determina las responsabilidades de ENAMI como ejecutor del programa de compras de minerales y como administrador del Fondo de Estabilización antes señalado; las responsabilidades del Ministerio de Hacienda, determina el tamaño del Fondo, y dispone medidas para la pronta implementación del mismo.

Asimismo, el proyecto de ley se hace cargo de los créditos entregados por ENAMI los años 2015 y 2016, que compromete el patrimonio de ENAMI, disponiendo el destino de la recuperación de los recursos ya entregados como créditos de la siguiente manera: i) Los recursos que recupere ENAMI por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre durante el año 2015, se mantendrán en el activo de la empresa, y ii) Los recursos que debe recuperar ENAMI, producto de la operación del fondo durante el año 2016, se traspasarán al Fondo de Estabilización que la ley crea, los que serán repuestos a la Empresa por el Fisco mediante un aporte extraordinario de capital por igual monto.

Este proyecto de ley fue primeramente informado en cuanto a sus implicancias fiscales en el Informe Financiero (IF) N° 136, de 22.11.2016. Luego, fruto de la propia discusión legislativa, se hizo menester presentar varias indicaciones del Ejecutivo, como aquellas remitidas mediante mensajes 043-365 y 047-365, respectivamente, los que a su vez dieron origen a los Informes Financieros N° 45, de 03.05.2017 y N° 49, de 15.05.2017.

Este IF sustitutivo actualiza, concuerda y sistematiza lo informado en los Informes Financieros antes señalados; a la vez que comprende los eventuales efectos de la indicación presentada mediante mensaje 176-365, de 17 de octubre del presente año.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

En primer lugar, cabe señalar que el presente proyecto de ley no tiene efecto alguno en los ingresos del sector público.

A continuación, es necesario precisar que el proyecto de ley tampoco tiene efecto en el gasto del gobierno central, por cuanto las transferencias que contempla se tratan de transacciones de activos financieros.

Respecto de estas últimas transacciones, cabe mencionar lo siguiente:

a) Se considera un aporte fiscal inicial al Fondo de Estabilización de US$50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América), el que se financiará con activos financieros disponibles en el Tesoro Público.

b) El artículo cuarto transitorio establece un aporte de capital a ENAMI de US$ 35.343.000, el que se financiará: i) En el año 2017, con una reasignación a la Partida 50 - Tesoro Público, de los recursos consultados en la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente en la Partida 17, Capítulo 01, Programa 02, glosa 04 del Ministerio de Minería, que considera una transferencia corriente de hasta $23.800.000 miles, asociada a ENAMI, o ii) En el año 2018, con recursos de la Partida Tesoro Público del mismo cuerpo legal. Este aporte considera el valor de los créditos otorgados a los beneficiarios de sustentación durante el año 2016, más los intereses devengados por ENAMI por los mismos créditos.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la ley orgánica del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES 


De conformidad con los acuerdos precedentemente adoptados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe:

Artículo 3

Letra a)


En la primera oración, reemplazar la frase “el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario” por la siguiente: “tanto el precio del cobre de estabilización como el marco presupuestario para el año calendario siguiente,”; y, en la segunda oración, intercalar, entre las expresiones “mencionado precio” y “será”, la siguiente frase: “no se podrá modificar durante el año de vigencia, y”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1, letra a)).

Letra e)


Reemplazar las palabras “una resolución” por “un oficio”, y la voz “visada” por “visado”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1, letra b), y adecuación formal).

- - -

Incorporar el siguiente literal f), nuevo:


“f) Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y la empresa se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración entre los beneficiarios y Enami de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1, letra c)).

- - -

Artículo 4


Reemplazar, en la letra d), las palabras “una resolución” por “un oficio”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2).

Artículo 5


Reemplazar, en la letra b), las palabras “la resolución” por “el oficio”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

Artículo 7

Inciso primero


- Suprimir, en la letra a), la palabra “hasta”, la primera vez que aparece. 


- Intercalar en la letra b), entre la voz “considerarán” y el artículo “la”, la expresión “, al menos,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4, letra a)).

Inciso final


Sustituir la expresión “párrafo” por lo siguiente: “inciso, en un plazo de 90 días contados desde la fecha de requerimiento”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4, letra b)).

Artículo 8


Reemplazar, en el inciso primero, la frase “del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería”, por “de los Ministerios de Hacienda y Minería”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 5).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones acordadas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Créase un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”), cuyo objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.


El Fondo se constituirá con los recursos que señala la presente ley y será administrado por Enami, mediante una cuenta separada creada al efecto.


Artículo 2.- Beneficiarios. Serán beneficiarios del mecanismo de estabilización dispuesto en esta ley todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de esta ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.


Artículo 3.- Operación del Mecanismo. El mecanismo operará del siguiente modo:


a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, tanto el precio del cobre de estabilización como el marco presupuestario para el año calendario siguiente, y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio no se podrá modificar durante el año de vigencia, y será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de Administración Financiera del Estado.


b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de esta ley, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.


e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá un oficio, que deberá ser visado por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.


f) Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y la empresa se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración entre los beneficiarios y Enami de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.


Artículo 4.- Rol de la Empresa Nacional de Minería. Para efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo establecido en esta ley, serán obligaciones de Enami las siguientes:


a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.


b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.


c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


d) Emitir un oficio trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que  hace mención el artículo 8.


Artículo 5.- Rol del Ministerio de Hacienda. Para efectos de esta ley, serán obligaciones del Ministerio de Hacienda las siguientes:


a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.


b) Visar el oficio trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


Artículo 6.- Rol de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.


Artículo 7.- Patrimonio del Fondo. El Patrimonio del Fondo estará constituido por:


a) Un aporte fiscal inicial de US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.


b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán, al menos, la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.


c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.


El Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en esta ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados a los que se refiere este inciso, en un plazo de 90 días contados desde la fecha de requerimiento.


Artículo 8.- Reglamento. Un reglamento, expedido a través de los Ministerios de Hacienda y Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. En particular, el reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.


Este reglamento dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.


En la dictación del reglamento previsto en este artículo, así como sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mecanismo de estabilización que se establece en la presente ley regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8.


El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá dictarse en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo segundo.- El total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016 ingresará al patrimonio del Fondo.


Los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.


Artículo tercero.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7.


Artículo cuarto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la presente ley. Este aporte se financiará durante el año 2017 con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.


Artículo quinto.- Sin perjuicio del mecanismo establecido en la presente ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 18 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica), Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

       Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 2017
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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